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Aguiló Melo, Sergio
PS
VII
37

Alvarado Andrade, Claudio
UDI
X
58

Álvarez-Salamanca Büchi, Pedro
RN
VII
38

Álvarez Zenteno, Rodrigo
UDI
XII
60

Allende Bussi, Isabel
PS
RM
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Araya Guerrero, Pedro
PDC
II
4

Ascencio Mansilla, Gabriel
PDC
X
58

Barros Montero, Ramón
UDI
VI
35

Bayo Veloso, Francisco
RN
IX
48

Becker Alvear, Germán
RN
IX
50

Bertolino Rendic, Mario
RN
IV
7

Burgos Varela, Jorge
PDC
RM
21

Bustos Ramírez, Juan
PS
V
12

Caraball Martínez, Eliana
PDC
RM
27

Cardemil Herrera, Alberto
RN
RM
22

Ceroni Fuentes, Guillermo
PPD
VII
40

Correa De la Cerda, Sergio
UDI
VII
36

Cristi Marfil, María Angélica
IND
RM
24

Cubillos Sigall, Marcela
UDI
RM
21

Delmastro Naso, Roberto
IND-RN
IX
53

Díaz Del Río, Eduardo
UDI
IX
51

Dittborn Cordua, Julio
UDI
RM
23

Egaña Respaldiza, Andrés
UDI
VIII
44

Encina Moriamez, Francisco
PS
IV
8

Errázuriz Eguiguren, Maximiano
RN
RM
29

Escalona Medina, Camilo
PS
VIII
46

Escobar Urbina, Mario
UDI
II
3


Espinoza Sandoval, Fidel
PS
X
56

Forni Lobos, Marcelo
UDI
V
11

Galilea Carrillo, Pablo
RN
XI
59

Galilea Vidaurre, José Antonio
RN
IX
49

García García, René Manuel
RN
IX
52

García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
UDI
VI
32

González Román, Rosa
UDI
I
1

González Torres, Rodrigo
PPD
V
14

Guzmán Mena, Pía
RN
RM
23

Hernández Hernández, Javier
UDI
X
55

Hidalgo González, Carlos
ILC
V
15

Ibáñez Santa María, Gonzalo
IND-UDI
V
14

Jaramillo Becker, Enrique
PPD
X
54

Jarpa Wevar, Carlos Abel
PRSD
VIII
41

Jeame Barrueto, Víctor
PPD
VIII
43

Jiménez Villavicencio, Jaime
PDC
RM
31

Kast Rist, José Antonio
UDI
RM
30

Kuschel Silva, Carlos Ignacio
RN
X
57

Lagos Herrera, Eduardo
PRSD
X
57

Leal Labrín, Antonio
PPD
III
5

Letelier Norambuena, Felipe
PPD
VIII
42

Longton Guerrero, Arturo
RN
V
12

Luksic Sandoval, Zarko
PDC
RM
16

Martínez Labbé, Rosauro
IND-RN
VIII
41

Masferrer Pellizzari, Juan
UDI
VI
34

Mella Gajardo, María Eugenia
PDC
V
10

Meza Moncada, Fernando
PRSD
IX
52

Molina Sanhueza, Darío
UDI
IV
9

Monckeberg Díaz, Nicolás
RN
VIII
42

Montes Cisternas, Carlos
PS
RM
26

Muñoz Aburto, Pedro
PS
XII
60

Muñoz D'Albora, Adriana
PPD
IV
9

Navarro Brain, Alejandro
PS
VIII
45

Norambuena Farías, Iván
UDI
VIII
46

Ojeda Uribe, Sergio
PDC
X
55

Ortiz Novoa, José Miguel
PDC
VIII
44

Palma Flores, Osvaldo
RN
VII
39

Paredes Fierro, Iván
IND-PS
I
1

Pareto Vergara, Cristián
PDC
RM
20

Paya Mira, Darío
UDI
RM
28

Pérez Arriagada, José
PRSD
VIII
47

Pérez Lobos, Aníbal
PPD
VI
35

Pérez Opazo, Ramón
IND-UDI
I
2

Pérez Varela, Víctor
UDI
VIII
47

Prieto Lorca, Pablo
IND-UDI
VII
37

Quintana Leal, Jaime
PPD
IX
49

Recondo Lavanderos, Carlos
UDI
X
56

Riveros Marín, Edgardo
PDC
RM
30

Robles Pantoja, Alberto
PRSD
III
6

Rojas Molina, Manuel
UDI
II
4

Rossi Ciocca, Fulvio
IND-PS
I
2

Saa Díaz, María Antonieta
PPD
RM
17

Saffirio Suárez, Eduardo
PDC
IX
50

Salaberry Soto, Felipe
UDI
RM
25

Salas De la Fuente, Edmundo
PDC
VIII
45

Sánchez Grunert, Leopoldo
PPD
XI
59

Seguel Molina, Rodolfo
PDC
RM
28

Sepúlveda Orbenes, Alejandra
IND-PDC
VI
34

Silva Ortiz, Exequiel
PDC
X
53

Soto González, Laura
PPD
V
13

Tapia Martínez, Boris
PDC
VII
36

Tarud Daccarett, Jorge
PPD
VII
39

Tohá Morales, Carolina
ILE
RM
22

Tuma Zedan, Eugenio
PPD
IX
51

Ulloa Aguillón, Jorge
UDI
VIII
43

Uriarte Herrera, Gonzalo
UDI
RM
31

Urrutia Bonilla, Ignacio
ILC
VII
40

Valenzuela Van Treek, Esteban
PPD
VI
32

Varela Herrera, Mario
UDI
RM
20

Vargas Lyng, Alfonso
RN
V
10

Venegas Rubio, Samuel
PRSD
V
15

Vidal Lázaro, Ximena
PPD
RM
25

Vilches Guzmán, Carlos
RN
III
5

Villouta Concha, Edmundo
PDC
IX
48

Von Mühlenbrock Zamora, Gastón
ILC
X
54

Walker Prieto, Patricio
PDC
IV
8


-Con permiso constitucional estuvieron ausentes los diputados señores Patricio Cornejo y Víctor Rebolledo.

(
II. APERTURA DE LA SESIÓN

-Se abrió la sesión a las 10.36 horas.

El señor SALAS (Vicepresidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión. 

III. ACTAS

El señor SALAS (Vicepresidente).- El acta de la sesión 20ª de la legislatura 
Nº 346ª, extraordinaria, se declara aprobada. 


El acta de la sesión 21ª, de la misma legislatura, queda a disposición de las señoras diputadas y de los señores diputados. 

IV. CUENTA

El señor SALAS (Vicepresidente).- El señor Prosecretario va a dar lectura a la Cuenta. 


-El señor ÁLVAREZ (Prosecretario) da lectura a los documentos recibidos en la Secretaría.
ENVÍO DE PROYECTO A COMISIÓN ESPECIAL.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Solicito el asentimiento de la Sala para acceder a la petición de la Comisión especial encargada de estudiar el cumplimiento y resultado de las distintas medidas legales y administrativas que se aplican en favor de las zonas extremas del país, a fin de que se le remita, para su conocimiento y estudio, el proyecto de ley que modifica la ley Austral en materia de crédito tributario y establece la ampliación de la zona franca de extensión de Punta Arenas a la región de Aisén para bienes de capital, una vez que sea estudiado por la Comisión de Economía. Asimismo, pide autorización para que ambas funcionen como Comisiones unidas para el solo efecto de la realización de las audiencias públicas que se celebrarán durante la tramitación del mencionado proyecto.


Acordado.

PERMISO CONSTITUCIONAL.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Si le parece a la Sala, se concederá el permiso constitucional solicitado por el señor Navarro para ausentarse del país por un plazo superior a 30 días, a contar del 7 de junio en curso, para dirigirse a Alemania.


Acordado.

ENVÍO DE PROYECTO A COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN Y JUSTICIA.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- La Comisión de Constitución, Legislación y Justicia solicita que le sea remitido el proyecto que modifica la ley orgánica de la Contraloría General de la República, a fin de escuchar la exposición del señor contralor acerca de las modificaciones introducidas por el honorable Senado a dicha iniciativa.


¿Habría acuerdo?


Acordado.

V. ORDEN DEL DÍA
MODIFICACIÓN DE LA LEY Nº 19.628, SOBRE PROTECCIÓN DE LA VIDA PRIVADA, PARA FAVORECER LA REINSERCIÓN LABORAL DE LAS PERSONAS DESEMPLEADAS. Tercer trámite constitucional.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- En conformidad con lo dispuesto en el artículo 193 del Reglamento de la Cámara de Diputados, corresponde conocer las modificaciones introducidas por el honorable Senado al proyecto de ley que modifica la ley Nº 19.628, sobre protección de la vida privada, para favorecer la reinserción laboral de las personas desempleadas.

Antecedentes:

-Modificaciones del Senado, boletín 
Nº 2735-05. Documentos de la Cuenta Nº 7, de esta sesión.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- En discusión.


Tiene la palabra el diputado señor Eugenio Tuma.


El señor TUMA.- Señora Presidenta, antes de intervenir sobre la iniciativa, deseo sugerir un procedimiento de discusión. Para el tercer trámite constitucional, el Reglamento otorga cinco minutos a cada diputado para hablar sobre cada una de las modificaciones del Senado. Dado el alto consenso que ha concitado el proyecto y con el objeto de terminar ahora su discusión, propongo que se otorguen diez minutos en total a cada diputado para el debate del conjunto de las modificaciones y no cinco minutos para cada una de ellas.


Por lo tanto, pido que solicite el asentimiento de la Sala para proceder de esa manera.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Solicito el asentimiento de la Sala para acceder a la petición del diputado señor Eugenio Tuma.


No hay acuerdo.


El señor TUMA.- Señora Presidenta, este proyecto es uno de los que ha logrado el mayor consenso en el Congreso Nacional. En su primer trámite, la Cámara de Diputados aprobó por unanimidad de la Sala las modificaciones a la ley Nº 19.628, con el objeto de eliminar el informe histórico de morosidad, que hoy día se mantiene por tres años, cuando las personas pagan con mora o atraso. La Corporación tomó en cuenta que quienes pagaron en esas condiciones lo hicieron con enormes dificultades, cuando tenían cerradas las puertas de todos los créditos, con intereses moratorios y gastos de cobranza, y a pesar de ello cubrieron íntegramente lo adeudado, a plena satisfacción del acreedor.


Repito, por estas razones la honorable Cámara estimó, por la unanimidad de sus miembros, que no existía ninguna razón para que las personas que habían permanecido cinco años en el registro histórico de morosidad -lo que les impedía acceder a cualquier actividad laboral, comercial, empresarial e incluso laboral-, no pudieran recuperar su condición de agentes del mercado y su dignidad, para lo cual aprobó una norma que obligaba a borrar los antecedentes de los deudores que habían estado cinco años en el registro histórico y habían pagado la obligación, pues no se justificaba su mantención en él por más años.


Esta fue la única norma que no aprobó el Senado por unanimidad, pero felizmente primó el criterio de la Cámara de Diputados.


Las modificaciones introducidas por el Senado mejoran el proyecto, ya que establecen que las personas que no pagan sus deudas, en vez de figurar siete años en el registro histórico de morosidad, sólo permanecerán cinco años, período que coincide con el de la prescripción de la deuda, ya que no resulta lógico seguir informando la morosidad de una deuda que ni siquiera el acreedor está interesado en cobrar.


Es cuanto deseo señalar respecto de la norma permanente.


Lo más importante del proyecto es la norma transitoria, mediante la cual se otorga una amnistía general. Se borran de inmediato los antecedentes de quienes figuraban en el registro al 1 de mayo de este año y que habían pagado sus deudas. También se borran los antecedentes de las personas que no hayan pagado, siempre y cuando el monto de su morosidad y capital no sobrepase los 2 millones de pesos.


Además, se introduce una modificación que impide la difusión de la información de morosidad cuando la persona es deudora en empresas de servicios básicos, como agua, electricidad, telefonía o gas. Asimismo, se prohíbe difundir información de la morosidad de los deudores del Indap, Instituto de Desarrollo Agropecuario. También se amnistía a los deudores del Banco del Estado que obtuvieron créditos hasta el 30 de septiembre de 1999, en el marco del programa de créditos para los chilenos retornados.


Esta legislación -tremendamente reactivadora del país- beneficiará a 1.400.000 chilenos, quienes podrán acogerse a esta amnistía, a este borrón y cuenta nueva, e incorporarse a actividades empresariales, comerciales o laborales.


Por último, quiero agradecer a los parlamentarios que apoyaron la iniciativa, que trabajaron conmigo en su elaboración y la suscribieron. Esta iniciativa, que tuvo respaldo unánime no sólo de cada uno de los diputados, sino que de todas las bancadas de la Cámara, la presentamos el 20 de junio de 2001 y entre sus autores y patrocinadores figuran los diputados señores José Miguel Ortiz, René Manuel García, Antonio Leal, Aníbal Pérez, Jaime Rocha, Patricio Hales y los entonces diputados señores Sergio 
Elgueta y Francisco Bartolucci.


También quiero agradecer especialmente la participación del senador Moreno, quien fue clave en la aprobación de esta iniciativa que favorecerá a tantas personas.


He dicho.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Tiene la palabra el diputado señor René Manuel García.


El señor GARCÍA (don René Manuel).- Señora Presidenta, me siento orgulloso de haber sido, junto con el diputado Tuma, uno de los autores de este proyecto, ya que representamos a la Novena Región, una de las más pobres de Chile y donde ha habido más problemas de esta naturaleza, por lo que la iniciativa la favorecerá en gran medida.


Sin embargo, estimo que deberían haberse modificado algunos de sus artículos, como el que establece que la futura ley favorecerá a quienes tengan una deuda menor de 2 millones de pesos, porque esa cifra pudo haber sido adecuada en el momento en que se redactó la iniciativa, pero no después de cierto tiempo, ya que el IPC, las alzas de las multas y los honorarios de los abogados pudieron elevarla. En consecuencia, debería haberse fijado en unidades de fomento, en unidades tributarias o en algún otro parámetro que mantuviera el valor de esos 2 millones de pesos. Desgraciadamente, eso no se puede corregir en este trámite.


El proyecto no tiene una importancia menor para los jóvenes que estudian en las universidades del país, pues muchos de ellos, al egresar, figuran en Dicom, pues son deudores de los créditos universitarios, y cuando postulan a un puesto de trabajo se les dice: “Joven, usted es brillante, el mejor alumno del curso, pero por ser pobre no pudo pagar su carrera -¡qué injusticia más grande!- y figura en el Dicom. Por lo tanto, le daremos el trabajo al que pagó su carrera, al que salió con los antecedentes limpios”. En definitiva, esta modificación también favorece a los jóvenes que hoy salen de la universidad con su hoja de vida manchada.


Asimismo, quiero alargarme un poco en lo referente a los deudores del Indap. Aquí el problema es distinto. Hoy el Indap es juez y parte: presta dinero, notifica a los agricultores y da la orden de rematar los campos. Por eso, en esta Sala no dejamos pasar la oportunidad para pedir la creación de la oficina agrícola del Banco del Estado. El Indap sólo debería remitirse a entregar la asesoría técnica y la semilla, no la plata, ya que muchos agricultores no la reciben por estimar que de esa manera están trabajando para esa institución. Muchos de ellos son deudores morosos y no tenían acceso a créditos.


Aquí aparece el Dicom oculto, el que va pringando a la familia. Muchos diputados a lo mejor desconocen el tema por no ser de una zona rural, pero reiteradamente ha ocurrido que el Indap no le ha prestado plata ni al padre ni a sus hijos por la deuda de un familiar con esa entidad, lo que constituye una tremenda injusticia que debe ser superada. Por eso, a mi juicio, ese Dicom oculto, que se maneja dentro de las instituciones, debe desaparecer para que esta normativa tenga el efecto esperado.


En verdad, creo que esta iniciativa beneficiará a muchos chilenos, a muchos jóvenes, a muchos pequeños y medianos agricultores que trabajan con el Indap. Esperamos que concite el consenso que obtuvo en el Senado y sea aprobada por una amplia mayoría en la Cámara.


He dicho.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Tiene la palabra el diputado señor Patricio Walker.


El señor WALKER.- Señora Presidenta, hoy estamos legislando en forma oportuna respecto de un tema que afecta a muchos chilenos.


La crisis vivida desde 1998 ha perjudicado la actividad civil, laboral y comercial de muchos chilenos. En esta crisis los bancos han sido implacables al subir las tasas de interés, con lo cual han afectado a los pequeños y medianos empresarios en el cumplimiento de sus obligaciones.


El Congreso legisló sobre el Fondo de Garantía para el Pequeño Empresario, Fogape, pero lamentablemente esa iniciativa no ha tenido el impacto esperado, y son muchas las pequeñas y medianas empresas que han quebrado y muchos los chilenos que no han conseguido trabajo por el hecho de aparecer con antecedentes en informaciones comerciales.


Este proyecto de ley facilita la reinserción laboral, comercial y civil de las personas. Es un balón de oxígeno que, en definitiva, les entrega una nueva oportunidad para salir adelante.


El Senado modificó algunas cuestiones aprobadas por la Cámara, entre ellas redujo el plazo de permanencia en estos registros, de siete a cinco años, cuando no se pagan las deudas; es decir, se hace coincidir con el tiempo requerido para la prescripción de la deuda. Asimismo, se reduce a cero el plazo de permanencia en estos registros cuando las personas pagan o extinguen las obligaciones por un modo legal. Además, se establece una amnistía para las obligaciones exigibles al 1 de mayo de 2002, las que se eliminan si no exceden los 2 millones de pesos, aun cuando no hayan sido pagadas.


Otro punto relevante es que estas modificaciones permiten sacar de estos registros los antecedentes de deudores de servicios básicos, es decir, de electricidad, agua, teléfono y gas.


Por otro lado, se establecen normas en beneficio de los chilenos retornados deudores del Banco del Estado y para que los empresarios no exijan a los trabajadores como condición para ser contratados no figurar en estos boletines.


Hay quienes dicen que los boletines tienen sentido, porque permiten a los comerciantes dar créditos a los clientes solventes, o sea, a aquellos que cumplen con sus obligaciones.


Si este país ha sido capaz de dictar leyes de amnistía por delitos contra las personas, ¿cómo no se va a aplicar el mismo criterio a la gente que se ha visto en la imposibilidad de pagar sus obligaciones?


Por eso, la bancada Demócrata Cristiana votará favorablemente este proyecto de ley, pues es una gran noticia para el casi millón y medio de chilenos que se podrá reinsertar en la vida civil, laboral y comercial, que volverá a ser sujeto de contratación y de crédito en materia comercial.


He dicho.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Tiene la palabra la diputada señora Isabel Allende.


La señora ALLENDE (doña Isabel).- Señora Presidenta, en primer lugar, quiero felicitar al diputado señor Tuma y a todos los autores y patrocinadores del proyecto, pues es una de las iniciativas más felices que se concretará en este último tiempo.


En un período de difíciles condiciones económicas como el que ha vivido el país, con una tasa de cesantía que bordea los dos dígitos, el proyecto va en directo beneficio de la reinserción laboral y de la defensa de los derechos de quienes, por diversas circunstancias de la vida, han enfrentado dificultades para cumplir con sus compromisos.


Es muy grave e injusto que las personas, a pesar de haber pagado sus deudas con los intereses respectivos y todo lo exigible, permanezcan en este registro que, usado por terceros, en definitiva se ha transformado en un instrumento que impide la reinserción laboral. Es un absurdo, una verdadera contradicción, ya que provoca un efecto contrario al deseado: activar el empleo y reducir la cesantía, ya que las personas que figuran en el Dicom tienen menos posibilidades de ser contratadas.


Por su parte, el Senado introdujo algunos elementos nuevos y relevantes.


En primer lugar, una vez que se ha pagado y cumplido con todo lo exigible, es importante eliminar los antecedentes de las personas de este registro.


En segundo lugar, también es destacable que se hayan exceptuado los créditos del Indap. Al respecto, tal vez sean razonables las observaciones del diputado señor René Manuel García, porque era una situación bastante injusta, o bien, porque más de alguna vez nos hemos topado con que esa entidad entrega créditos y no necesariamente toda la asesoría que permita a los campesinos llevar a buen término su gestión.


En tercer término, también es importante dejar fuera de este registro a los deudores de servicios básicos.


En cuarto lugar, es relevante la modificación en torno del marco del programa de créditos especialmente diseñado para los retornados, que no tuvo una gestión o asesoría muy feliz y que, por desgracia, concitó una cantidad gravísima de problemas para los chilenos que querían reinsertarse en nuestra sociedad después de largos años de exilio.


En suma, espero que el proyecto sea aprobado por unanimidad, a fin de que se transforme en ley lo antes posible.


Considero muy buena la observación de algunos colegas, en el sentido de incorporar esta norma en el Código del Trabajo. Creo que deberíamos sentirnos satisfechos de poder ayudar a mucha gente en un momento extraordinariamente difícil. Además, ha habido mucho abuso en el uso de esta información.


En lo personal, tengo ciertas dudas en relación con la nueva política habitacional presentada por las autoridades de Vivienda. Muchos de nosotros estamos seguros de que un gran número de personas que desea cumplir su sueño de acceder a una vivienda quedará fuera de esta norma al traspasar el crédito a la banca privada, porque al menos el 25 por ciento, según los datos de que se dispone, aunque creo que es una cifra muy conservadora, está en Dicom. Por lo tanto, quedarían sin oportunidad de solucionar uno de sus problemas más importantes, si somos consecuentes con una política social-habitacional como la que supuestamente deberíamos encabezar.


Hemos criticado -lo quiero señalar una vez más- el traspaso de ese crédito a la banca privada, entre otras cosas por el uso que se da a instrumentos como éste, que permite tener una lista de morosos, con la cual se pueden cometer muchas arbitrariedades. Incluso, y lo que es más grave aún, me parece que al mantener hasta ahora en un registro de morosos a gente que ha pagado se agreden sus derechos constitucionales.


Más allá de que se apruebe el proyecto, no me gustaría que la nueva política habitacional se transformara en un elemento adverso, en un obstáculo que impida a la gente acceder a una vivienda al ser traspasado su crédito a la banca privada.


Con mucha satisfacción debo señalar que todas las bancadas participaron activamente en el estudio del proyecto, en especial los diputados señores Encina y Montes, del Partido Socialista. Me alegro muchísimo de que hoy tengamos la oportunidad de despachar el proyecto para que se transforme en ley. Ojalá que quede esta normativa incorporada en el Código del Trabajo para que podamos, de una vez por todas, proteger a los trabajadores y a aquellos que tienen dificultades para reinsertarse en el campo laboral, porque figuran en este registro del cual no tienen posibilidad de ser borrados, incluso habiendo pagado sus deudas.


He dicho.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Tiene la palabra el diputado señor Julio Dittborn.


El señor DITTBORN.- Señora Presidenta, tengo sentimientos encontrados respecto del proyecto.


Durante su primer trámite constitucional, la Cámara aprobó en forma unánime todas sus normas, muchas de las cuales fueron ratificadas en el Senado, pero algunas de las modificaciones que le introdujo contienen aspectos, a mi juicio, inaceptables.


En primer lugar, quiero leer el artículo 5º B de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, que dice: “Los miembros de cada una de las Cámaras no podrán promover ni votar ningún asunto que interese directa o personalmente a ellos o a sus cónyuges, ascendientes, descendientes o colaterales hasta el tercer grado de consanguinidad y el segundo de afinidad, inclusive, o a las personas ligadas a ellos por adopción. Con todo, podrán participar en el debate advirtiendo previamente el interés que ellas, o las personas mencionadas, tengan en el asunto”.


De manera que rogaría a los colegas que deseen intervenir en este debate advertir previamente a la Sala si ellos están en Dicom. Si están, de acuerdo con el artículo mencionado, deben abstenerse de votar. Recuerdo que el proyecto deja en cero el registro histórico de tres años. De manera que, como estoy seguro de que los colegas son respetuosos de la ley, deben abstenerse de votar o, en todo caso, advertir durante el debate si figuran en algún listado de deudores, por cuanto resultarán favorecidos con el proyecto.


Quiero referirme a algunos elementos contenidos en la iniciativa.


En primer lugar, me parece una demagogia -considero necesario decirlo abiertamente- que en el Senado se haya incorporado la prohibición de que los deudores del Indap, Instituto de Desarrollo Agropecuario, formen parte de los listados de morosos. ¿Con qué criterio se favorece a los deudores del Indap? ¿Por qué no a los deudores del Serviu, por ejemplo, de los cuales aproximadamente el 60 por ciento tiene problemas para pagar sus dividendos? Para ellos no hay beneficio alguno. ¿Por qué no? Porque ningún senador sintió que los deudores del Serviu son importantes y, por lo tanto, no promovieron una indicación en ese sentido. ¿Por qué no los deudores del Banco del Estado o de cualquiera otra entidad estatal que hoy tienen problemas de pago? ¿Con qué criterio decidimos que a partir de la promulgación de la ley los deudores del Indap nunca más formarán parte de los listados de deudores morosos?


En verdad, me da vergüenza aprobar una norma de este tipo. Encuentro -si se me permite decirlo- que estamos argentinizando la economía chilena, y no me voy a disculpar como el Presidente de Uruguay, quien después de decir lo que dijo viajó rápidamente a Buenos Aires a dar excusas.


Ni siquiera se hizo el distingo respecto de las cuantías de las deudas. Imagino que el Indap tendrá deudores importantes, personas de dinero, las que también se verán favorecidas con esta norma. Déjenme decir algo: si al Indap le costaba cobrar sus créditos, después de esto no cobrará nada nunca más.


En verdad, encuentro que esta norma no tiene presentación alguna, es discriminatoria, y por ello quiero hacer reserva de constitucionalidad a su respecto.


Un señor DIPUTADO.- Eso es verdad.


El señor DITTBORN.- ¡Es absolutamente discriminatoria!


Llamo a los colegas a ser serios. Encuentro que en el Senado, cuyo Presidente hace poco habló de no diputarizar esa Cámara, se está dando el fenómeno a la inversa. Realmente, eso es algo poco serio e impresentable.


Por otra parte, es importante que los colegas sepan que estamos aprobando una amnistía general para aquellos deudores que al 1 de mayo de 2002 tengan una deuda inferior a dos millones de pesos. Este era el sentido original del proyecto, que comparto. No era cambiar la ley Nº 19.628, que regula la base de datos de morosos. Su propósito consistía, debido a la crisis, en dar un perdonazo para que la gente pudiera reincorporarse al mundo laboral.


Por lo tanto, creo que hay pleno acuerdo sobre la norma relativa a los dos millones, pero todas las modificaciones que se hicieron a las disposiciones permanentes de la ley Nº 19.628, en especial la relacionada con el Indap, me parecen de una demagogia y falta de seriedad que las hace impresentables.


Aprovecho esta oportunidad para dar un consejo a las personas que aparecen en Dicom con deudas superiores a dos millones de pesos. Éstas deben pagar todo lo que exceda de esa cantidad antes de la publicación de la ley para poder acceder al beneficio, ya que la norma señala que los que deban dos millones de pesos, o menos, a la fecha de publicación de la ley, serán borrados de los registros. De manera que el período entre hoy, en que probablemente aprobaremos el proyecto, y la publicación de la ley, es muy importante para los que aparecen en los registros con una deuda que exceda los dos millones. Es necesario que paguen lo que excede de ese monto, porque de esa forma, al momento de publicación de la ley, se podrán beneficiar con esta iniciativa. Sería una lástima que las personas que deben 100 mil o 200 mil pesos por sobre los dos millones de pesos no los pagaran, porque no tendrían derecho al beneficio.


Quiero agregar una cosa adicional, que no está en votación, pero es un concepto importante: con este proyecto estamos borrando el registro histórico, o sea, las personas que a futuro paguen sus deudas serán borradas del mismo de inmediato. No existirá registro histórico.


Al respecto, no quiero que los diputados crean que no habrá registro histórico, porque los bancos y las compañías de seguros tienen hoy tales registros, los que cobrarán mayor fuerza a futuro, pues estamos eliminando por ley la posibilidad de que existan registros históricos legales, por así decirlo. O sea, las empresas que se dedican a este negocio no contarán con ellos, pero no por eso dejarán de existir. Peor aún, esos registros históricos que se crearán y fortalecerán, a futuro serán, por así llamarlos, del mercado negro, pues no estarán regidos por la ley Nº 19.628, que establece una serie de regulaciones respecto de los registros. Esto es realmente preocupante, porque los bancos, las compañías de seguros y las empresas a las que les interesa esa información la obtendrán igual, pero al margen de la ley. Esta normativa no se podrá aplicar sobre esos registros, porque no serán formales. No nos creamos el cuento de que al aprobar el proyecto se suprime el registro histórico, y de aquí para adelante todos felices. Esto no ocurrirá. Incluso, se puede producir algo peor: que cada industria, institución bancaria, aseguradora, las grandes tiendas, etcétera, cuenten con uno distinto, y se cometan muchas arbitrariedades al no estar regulados por ley.

Con esta iniciativa estamos haciendo algo más, que es importante señalar. En la actualidad existe un pago por aclaración. Las personas que quieren ser borradas de los registros, especialmente del boletín comercial, deben pagar por ello, y ese monto va a la Cámara de Comercio de Santiago. Como no habrá registro histórico al aprobarse la ley, se acabará el pago por aclaración. No tiene sentido pagar para que me borren de un registro prohibido por ley. Por lo tanto, estamos ante otro efecto indirecto que no hemos meditado y que puede ser de gran beneficio para los deudores.


He dicho.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Tiene la palabra el diputado señor Carlos Montes.


El señor MONTES.- Señora Presidenta, en verdad valoro mucho el proyecto porque soy uno de sus autores, junto con el diputado señor Francisco Encina y los colegas que mencionó el señor Tuma.


El proyecto es muy importante porque ayuda a resolver un problema inmediato, de ahora, al sancionar, en virtud de la norma constitucional, la discriminación en esta materia. Al modificar el artículo 477 del Código del Trabajo, en los hechos se impondrán sanciones a quienes pongan como requisito para postular a un trabajo no estar en registros negativos como Dicom y otros. Esto permitirá que las personas que buscan trabajo no deban seguir juicio en contra de quienes impongan este requisito, por cuanto esta norma funcionará en forma más automática y la Dirección del Trabajo sancionará directamente a quienes no la cumplan.


Me parece muy importante que exista una limpieza de antecedentes financieros para las personas que tienen saneadas sus deudas. Eso es de justicia, particularmente en la coyuntura que estamos viviendo. Veo como una medida reactivadora, de corto plazo, aunque de dudosa aplicación, esta amnistía general de antecedentes, por una sola vez, para las personas que tienen una morosidad mayor.


Comparto totalmente lo señalado por el diputado señor Dittborn, en el sentido de que los bancos e instituciones financieras cuentan con su propio registro interno y no operan con los de Dicom u otros. Por lo tanto, a una pequeña empresa que en su registro aparece con morosidad acumulada, tampoco le otorgarán crédito. Todos sabemos que ellos tienen su propio sistema de información, porque lo hemos discutido acá en más de una oportunidad, sobre todo con motivo de la deuda subordinada. Considero que se trata de medidas de corto plazo e inmediatas.


Con respeto al Indap, comparto lo señalado por el diputado señor Dittborn, en cuanto a que resulta inaceptable que sólo se beneficie a esos deudores y no a los del Serviu, en circunstancias de que en un principio se les consideró a todos. Estamos hablando de 160 mil deudores, algunos que no deben ni siquiera 100 mil pesos y están en Dicom por morosidad. Entonces, incluir sólo a los del Indap y no al resto de los deudores sociales -por llamarlos así- resulta difícil de entender. Sin embargo, todos queremos que esta iniciativa sea ley de una vez por todas, porque hay mucha gente esperando. Pero no porque la Cámara de Diputados asume un problema urgente con medidas inmediatas, puede dejar de discutir el tema de fondo: la falta de desarrollo del mercado de capitales para los consumidores y las pequeñas empresas. Ahora estamos dando una solución de parche, sin resolver el problema de fondo.


El punto está en que siempre reformamos el mercado de capitales para favorecer a los grandes capitales e inversiones y los intereses de las AFP o de las financieras. Pero el tema de los consumidores y de las pequeñas empresas no se ha discutido. El ministro de Hacienda está en deuda con el Congreso, porque hace un año y medio adoptó el compromiso de hacerlo, y todavía no tenemos calificación de capital de riesgo ni medidas mayores con respecto a ello.


¿Qué está pasando? Que tenemos un mercado de capitales que no cuenta con un sistema de calificación de riesgo apropiado. Entonces, a todos los consumidores los trata por igual en lo que se refiere a tasas de interés. No tiene capacidad de diferenciar a los consumidores de acuerdo con las distintas realidades. Lo mismo ocurre con las pequeñas y medianas empresas. El sistema de calificación de riesgo no permite comparar la información negativa versus la positiva para obtener una visión de conjunto. El propio Dicom, como empresa norteamericana, opera en Estados Unidos con un sistema de calificación de riesgo mucho más sofisticado, con más de 20 variables y ponderaciones por variable, tanto negativas como positivas. Eso permite conocer el comportamiento real del deudor, sus ingresos, su patrimonio, el conjunto de su situación y no sólo si pagó o no una cuenta, porque a veces una persona no la paga, pero ha tenido un muy buen desempeño histórico. Entonces, no se la puede calificar de manera negativa por no pagar una determinada deuda. Debe haber una calificación más global, aspecto que en Estados Unidos tiene mucha importancia para la conducción macroeconómica, global, porque en las coyunturas difíciles de la economía a las personas de cierto riesgo hacia arriba no se les otorgan préstamos, pero depende de la evolución de la coyuntura.


Creo que en este tema adolecemos de un gran defecto. En las tribunas se encuentra don Germán Dastres, presidente de Conupia. Entonces, ¿quiénes más que los dirigentes y las organizaciones de la pequeña empresa quisieran un sistema de calificación de riesgo transparente, claro, maduro? Estamos ante un mercado de capitales que no toma en cuenta adecuadamente estos segmentos ni este tipo de deudores de unidades productivas y de consumidores.


Creo que una de las razones por las cuales la tasa de interés no ha bajado a nivel de consumidor ni de pequeña empresa es ésta. Como Parlamento, al aprobar el proyecto sobre deuda subordinada establecimos que las casas comerciales y los bancos debían consolidar sus bases de datos negativos y construir indicadores más sofisticados, más elaborados.


Algunos parlamentarios de la Derecha defendieron los intereses de las casas comerciales, presentaron un requerimiento al Tribunal Constitucional y después de mucho debate dicho Tribunal dijo que la norma no procedía, por lo cual se vino abajo. Era un paso en la dirección correcta para tener un mercado de capitales más transparente y un sistema de calificación de riesgo de mayor desarrollo. 


Uno de los acuerdos, junto con aprobar el proyecto, es pedir al ministro de Hacienda que, de una vez por todas, avancemos en este campo, en el desarrollo de instrumentos y de otros sistemas que guardan relación con nuestra economía, con los inversionistas institucionales y con la gran cantidad de capitales del sector financiero.


Queremos que se despache cuanto antes este proyecto, pues, según se dice, favorece a 1.480.000 deudores. Lo importante es que tiene elementos reactivadores, pero no podemos quedarnos con la imagen de que hemos resuelto el problema. Es sólo una medida de corto plazo, porque el problema de fondo está pendiente.


He dicho.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Tiene la palabra la diputada señora María Antonieta Saa.


La señora SAA (doña María Antonieta).- Señora Presidenta, me da mucho gusto verla dirigiendo, con toda propiedad, esta sesión.


Por su intermedio quiero decir al diputado Dittborn que no figuro en Dicom, y mi única ascendiente, mi madre, tampoco. No respondo por parientes por afinidad. De manera que, con toda propiedad, puedo opinar y votar el proyecto en debate.


A mi juicio, se trata de una muy buena noticia para los chilenos, porque levanta el ánimo sobre todo en este momento en que el país está sumido en una tragedia.


Espero que el proyecto se despache con prontitud, pues repara una gran injusticia, ya que el hecho de estar en Dicom ha sido utilizado como un mal antecedente para encontrar trabajo. 


El aporte del Senado, que modifica el Código del Trabajo, es tremendamente importante.


Todos sabemos que si una persona aparece en este registro no puede optar a un trabajo, porque el estar en Dicom ha sido utilizado como un estigma. 


Por lo tanto, me parece muy importante la modificación al artículo 2º del Código del Trabajo, en el sentido de que ningún empleador puede condicionar la contratación de trabajadores a la ausencia de obligaciones de carácter económico, financiero, bancario o comercial que, conforme con la ley, puedan ser comunicadas por los responsables de registros o bancos de datos personales. Este proyecto implica un tremendo avance y corrige una enorme injusticia. 


Es importante que los chilenos entiendan, y espero que el Parlamento lo deje claro, que el hecho de salir de Dicom no significa dejar de pagar las deudas; pero también me parece justo que quienes las han pagado no figuren en el registro. Me parece tremendamente importante el hecho de que los deudores cuyas obligaciones sean inferiores a dos millones de pesos sean automáticamente borrados y amnistiados -espero que la observación del diputado Dittborn sea real, en el sentido de que no se pague por aclaración-.


Me parece muy bueno que, como incentivo para salir de Dicom, quienes deban más de 2 millones de pesos paguen el excedente sobre esa cifra antes de la publicación de la ley. Es positivo que el proyecto proponga una solución para terminar con el estigma de estar en Dicom.


También es bueno que se reduzca el plazo de permanencia en Dicom de siete a cinco años. Habría preferido que el plazo fuese inferior. Es una buena noticia, porque a quienes llevan cuatro años les resta sólo uno para salir de ese calvario.


No niego que desde el punto de vista económico es importante para los negocios y las empresas que existan los registros, pero la perversidad estaba, como dije, en que no le daba salida alguna a la gente.


En mi distrito me he encontrado con muchas personas que me han dicho que han tenido tres oportunidades de trabajo, pero que no las han contratado porque están en Dicom por una deuda de 400 mil pesos. Esa es la perversidad del sistema, pues utiliza ciertos indicadores para cerrar el camino a las personas.


Tampoco estoy muy de acuerdo con lo del Indap. Es cierto que los campesinos no tienen acceso a créditos comerciales y que el Indap es su único camino. 


Me habría gustado que los deudores del Serviu salieran de Dicom, porque también se trata de sectores de bajos ingresos y el baldón del Dicom les ha impedido conseguir trabajo.


En resumen, en un día como hoy, en que ha salido el sol, en que hay buenas noticias 
-antes de salir de mi casa escuché una linda noticia en la televisión: que una familia adoptó cinco niños huérfanos, cuyos padres fallecieron en el temporal, lo cual indica una generosidad maravillosa-, espero que aprobemos este proyecto, que implica una buena reparación y un bálsamo para el alma de muchos chilenos que han visto cómo Dicom les ha restado posibilidades de ganarse honradamente la vida.


He dicho.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Tiene la palabra el diputado señor Edgardo Riveros.


El señor RIVEROS.- Señora Presidenta, brevemente me referiré a aspectos relacionados con las modificaciones del Senado, que considero positivas.


Hemos tenido la oportunidad de formular indicaciones al proyecto y las posiciones de cada uno ya han sido planteadas. 


Me parece que hay dos modificaciones del Senado especialmente positivas: la primera, para excluir de los registros a los deudores de empresas públicas o privadas que proporcionan servicios básicos de electricidad, agua, teléfono y gas.


¿Por qué digo esto? Porque las personas que adeudan a esas empresas tienen una sanción respecto de la cual tenemos que legislar o, al menos, revisar: no siguen recibiendo el suministro de esos servicios básicos. Se les corta el suministro de gas, de teléfono, de electricidad, de agua potable. Además, castigarlas con el estigma de los registros me parece que va más allá de lo conveniente. El Senado, al incorporar dicha norma, ha hecho algo correcto y positivo, que merece ser destacado.


La segunda modificación se aviene con los principios constitucionales de la no discriminación. 


El Código del Trabajo, en su artículo 2º, incorpora todas aquellas normas que considera discriminatorias para los efectos de otorgar un trabajo. Ahora, se agrega el hecho de que una persona puede tener deudas, lo cual nos parece positivo y correcto, porque si no encuentra empleo por tener deudas, se produce un círculo vicioso de tal naturaleza que crea difíciles condiciones para pagarlas, aunque quiera hacerlo, porque resulta lógico que quienes desean obtener recursos par solucionar sus problemas de endeudamiento tengan un empleo digno y bien remunerado.


Por eso considero adecuado el artículo 2º incorporado por el Senado, en virtud del cual se introduce un inciso sexto, nuevo, al artículo 2º del Código del Trabajo, que dispone que ningún empleador podrá condicionar la contratación de trabajadores a la ausencia de obligaciones económicas. Sin embargo, no se considera una sanción especial para el empleador que no cumpla con esta disposición, sino sólo la establecida en el artículo 477 de dicho Código, es decir, una multa de una a veinte unidades tributarias mensuales. Ojalá que este caso sea considerado entre los más graves, porque los empleadores que discriminan al momento de contratar a sus trabajadores, cualquiera que sea la razón que esgriman, deberían ser objeto de las sanciones más altas dentro de determinada escala.


Por otra parte, también me ha producido cierto grado de preocupación el argumento del diputado señor Dittborn respecto de la situación especial en que quedan los deudores del Indap. En ese contexto, considero necesario revisar la materia con especial acuciosidad, atendidas las razones dadas por el colega.


Quise centrar mi intervención en las dos disposiciones nuevas incorporadas por el Senado, porque me parecen especialmente relevantes.


He dicho.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Tiene la palabra el diputado señor Carlos Hidalgo.


El señor HIDALGO.- Señora Presidenta, sin lugar a dudas, una iniciativa como ésta resulta muy positiva, porque beneficia a un millón 500 mil personas. Considero muy oportuno bajar de siete a cinco años la vigencia de los registros de morosidad y eliminar la información relacionada con las deudas contraídas con empresas que proporcionan servicios básicos, como luz, agua, gas y teléfono -tal vez el más importante sea el agua potable, porque es irreemplazable- en momentos como los que estamos viviendo.


Lo que no me gusta -comparto lo dicho por algunos colegas- son las discriminaciones: en este caso se favorece a los deudores del Indap en desmedro de otros sectores de la economía.


Pero hay algo que me preocupa en forma especial. Hay un refrán que dice: “A río revuelto, ganancia de pescadores”, y es aquí donde quiero poner la alerta amarilla.


Una crisis económica siempre es finita, dura un período determinado, pero ésta ya lleva cinco años: desde 1998 a la fecha. Lo más grave de todo es que también se produce una crisis moral, y es posible que dentro del millón y medio de personas que serán favorecidas con este proyecto existan algunas -sin pretender ofender a nadie- que tienen o han tenido por oficio la estafa. Lo peligroso en las crisis económicas es el aspecto moral, pues se convierte en una costumbre que el deudor no le pague al acreedor. Lamentablemente, el padre se lo enseña a su hijo, y ese mal hábito se va transmitiendo de generación en generación.


Ésa es la alerta amarilla que quiero poner respecto de esta iniciativa que, sin duda, es positiva, pero cuando se legisla sobre estos temas hay que tener mucho cuidado.


Algunas intervenciones, que me han parecido prudentes, se han referido a la banca, la cual es buena cuando nos otorga crédito para comprar un auto, una casa o para efectuar alguna inversión, pero es mala cuando no podemos pagar.


Aunque no participé en la discusión del proyecto original, considero conveniente dejar claramente establecido que una banca sana, fuerte y desarrollada es necesaria para el país, y lo mejor es dar buenos ejemplos. En Chile hubo una crisis en 1982; en Japón, en 1997 -por eso se le llamó la crisis asiática-, y en Argentina, desde fines del año pasado hasta hoy día. Espero que como legisladores lo tengamos muy claro, porque una banca sana y fuerte siempre sostendrá al país, y dentro del contexto latinoamericano somos más sólidos que otros países, a pesar de la crisis mundial existente.


Deseo reiterar lo manifestado por el diputado señor Dittborn respecto de los antecedentes históricos. La historia no se puede eliminar, y las casas comerciales, los bancos y las instituciones financieras saben lo que ha ocurrido con determinados deudores.


Para terminar, quiero decir que así como en la justicia los delitos prescriben después de tres, cinco o diez años, en los difíciles momentos que estamos viviendo -me refiero a la crisis económica, que ya lleva cinco años- resulta muy loable una iniciativa como la que estamos debatiendo. Como dijo el diputado señor Montes, es una medida de corto plazo que beneficiará y permitirá salir adelante a muchos jefes y jefas de hogar que hoy día tienen problemas por aparecer en Dicom.


He dicho.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Tiene la palabra el diputado señor Ceroni.


El señor CERONI.- Señora Presidenta, en primer lugar, en respuesta a lo manifestado por el diputado Julio Dittborn, puedo decir que, felizmente, no estoy y nunca he estado en los registros de Dicom, así como tampoco mis padres, mis hijos ni nadie de mi familia. Por lo tanto, puedo hablar y votar con absoluta tranquilidad.


Considero muy exagerada su afirmación, en cuanto a que deben inhabilitarse de votar los colegas que hayan estado en Dicom, porque aprobar esta iniciativa no significa que se perdonarán las deudas a nadie; éstas seguirán vigentes y todos los deudores deberán pagarlas. Si fuera tan purista como él, yo también podría decir que deberían inhabilitarse de votar todos los colegas que están relacionados con financieras, bancos o empresas, todos los que han tenido algún tipo de contubernio -cada uno sabe quiénes son-. Además, defienden a Dicom, no quieren que desaparezca. No seamos tan puristas; todos podemos votar, y lo ideal sería apoyar un proyecto tan positivo.


¿Por qué considero que es una iniciativa tremendamente justa? Porque nosotros, como legisladores, estamos tratando de corregir las grandes injusticias que se cometen al amparo de este sistema económico imperante en el mundo y que, en el fondo, no deseamos.


Entonces, en alguna medida, esta iniciativa sirve para paliar las injusticias que genera el sistema, en especial las que afectan a los más pobres. Todos sabemos que este sistema económico beneficia a los pobres en la medida en que exista “chorreo”; pero hace más de tres años que éste no se produce, y por eso las personas de más escasos recursos se han endeudado, no porque sean sinvergüenzas. Obviamente, habrá algunos casos, pero son una minoría; la gran mayoría de los chilenos está endeudada porque este sistema económico no les ha dado las oportunidades que todos desearíamos que tuvieran.


Por eso digo que es un proyecto justo que no tiene ni un viso de injusticia, lo que se ve reafirmado con la posibilidad que se les da a los deudores del Indap de salir de Dicom. Yo también podría apoyar un proyecto que favoreciera a todo el mundo, incluidos los deudores del Serviu, pero estos deudores son un caso especial: se trata de pequeños productores que deben competir en un mercado que es imperfecto. Es decir, el sistema los ha afectado, les ha impedido producir y competir en igualdad de condiciones; todos sabemos que han debido enfrentar la competencia de productos subsidiados, por lo cual, finalmente, han fracasado en su intento de salir adelante. Además, no han recibido beneficio alguno, están endeudados y han perdido por todos lados.


Distinto es el caso de los deudores del Serviu que tienen sus casas, es decir, cuentan con un bien que los respalda. Su situación es absolutamente diferente de la de los deudores del Indap. Desde luego, también me gustaría que se los incluyera; pero no los utilicemos como argumento para excluir a un sector como el de los campesinos que, en mi opinión, es justo beneficiar. Además, hay que tener en cuenta que sólo se favorecerá a personas naturales -no jurídicas-, ya que el objeto del proyecto es precisamente resguardar la privacidad de las personas. De manera que las organizaciones campesinas seguirán en Dicom, puesto que el espíritu del proyecto es favorecer al pequeño productor agrícola.


En ese sentido, hay razones de mucha justicia para apoyar el proyecto. Ya se ha hablado mucho sobre los beneficios que otorga, y por eso no los reiteraré. Es una iniciativa muy positiva que está siendo esperada por un gran número de ciudadanos.


Por eso quiero pedir a los colegas que aún tienen dudas respecto de los deudores del Indap que apoyen la iniciativa tal como está, porque es de gran justicia.


He dicho.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Tiene la palabra el diputado señor Juan Masferrer.


El señor MASFERRER.- Señora Presidenta, deseo manifestar mi complacencia por esta moción, suscrita por diputados de las distintas bancadas.


El proyecto favorece a muchas personas 
-se ha dicho que aproximadamente a un millón y medio-, a las cuales debemos ayudar en períodos de crisis.


Pero habría que preguntarse por qué existen estas crisis y por qué tenemos que discutir este tipo de proyectos. A mi juicio, porque, en general, el país no ha marchado bien; tenemos que hacerlo para que la gente pueda acceder a un trabajo que le permita subsistir, lo que hoy le resulta difícil, sobre todo si está en Dicom.


Sin embargo, debo manifestar mi complacencia porque el proyecto también beneficia al pequeño agricultor, al hombre modesto y sencillo que vive de la tierra, y al cual los chilenos le debemos tanto porque en un pasado no muy lejano fue capaz de alimentar no sólo a nuestro pueblo, sino que también a los habitantes de otros países.


Ahora bien, ¿por qué están en Dicom los pequeños agricultores? Creo que fue una medida torpe incluirlos en este registro de deudores morosos. No tengo conocimiento de que con anterioridad se haya hecho algo semejante. Habría que averiguar a quién se le ocurrió y quiénes han administrado el Instituto Nacional de Desarrollo Agropecuario. Creo que con este proyecto sólo estamos corrigiendo los errores y las torpezas cometidas por las personas que estuvieron a cargo de dicho instituto; así, la gente del campo tendrá un poco más de confianza para seguir sembrando y produciendo, a fin de poder sobrevivir. Cuando no son los efectos de una crisis económica, son los fenómenos climáticos -como los temporales ocurridos recientemente- o prolongadas sequías, los problemas que deben enfrentar los pequeños agricultores.


Aquí hay responsabilidades, porque no existen políticas claras para los pequeños propietarios agrícolas. El Indap fue creado para otorgar créditos a los propietarios de predios de menos de doce hectáreas de riego básico. Sin embargo, en virtud de la misma normativa legal, el Indap se los entregó a los arrendatarios, quienes no obstante tener una, dos o tres hectáreas, han recibido muchos millones de pesos.


De manera que hoy tenemos que aprobar una ley que beneficie a las personas que siempre debimos proteger, a pesar de que muchos se aprovecharán de esta normativa, que espero que la mayoría de los diputados presentes en la Sala aprobemos, con el fin de favorecer al hombre de campo y no a quienes hicieron mal sus tareas al regalar los recursos de todos los chilenos para beneficiar a muchos “frescos”.


Por lo tanto, quiero dejar constancia de que gustoso votaré favorablemente el proyecto, sobre todo porque también beneficia al hombre de campo que tanto conozco y que me honro en representar en esta Cámara.


He dicho.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Tiene la palabra el diputado señor Aníbal Pérez.


El señor PÉREZ (don Aníbal).- Señora Presidenta, este proyecto se inserta dentro de las iniciativas legislativas aprobadas por la Cámara, las que apuntan a que en nuestra economía de mercado existan normas que garanticen relaciones de consumo igualitarias entre los grandes proveedores, las grandes empresas y los consumidores y microempresarios.


Hoy, en nuestra economía de mercado tenemos, por una parte, estas grandes empresas que controlan la información, la publicidad y el crédito, y por otra, al pequeño consumidor, aislado y desprotegido.


Por eso lo que hace esta iniciativa, en primer lugar, es establecer normas de protección para el deudor que adquiere un crédito en cualquier institución financiera o casa comercial.


No me referiré a las bondades del proyecto, sino que centraré mi intervención en un aspecto que ha sido mencionado en forma reiterada durante el debate, en cuanto a que existiría una discriminación por el hecho de que el proyecto también favorece a los deudores del Indap. Una discriminación es censurable y criticable si resulta ser arbitraria; pero si es positiva, bienvenida sea. El Congreso Nacional ha aprobado innumerables proyectos que establecen una discriminación objetiva, pero positiva.


Yo pregunto, ¿es discriminatorio y arbitrario el subsidio que se entrega a los grandes exportadores por reintegro de las exportaciones? ¿Es discriminatorio y arbitrario el subsidio que se entrega al consumo de agua potable? El Fondo de Garantía a los Pequeños Empresarios, Fogape, es una discriminación, pero positiva, porque apunta a favorecerlos. Cuando la Cámara aprueba un proyecto que mejora las remuneraciones de un sector de trabajadores, ¿es arbitrario? Por cierto, pero es positivo. La Cámara ha aprobado este tipo de iniciativas en muchas oportunidades. Se han aprobado bandas de precios para la remolacha y el trigo, ¿y por qué no para el maíz y el arroz? Se trata de una discriminación, pero positiva, no arbitraria.


Lo que se pretende con esta iniciativa es proteger a un sector de la economía que hoy se encuentra debilitado: los pequeños agricultores, que sólo pueden recurrir al Indap, pues no pueden optar a créditos en bancos o financieras. Entonces, se pretende rechazar esta norma, aduciendo que estamos frente a una discriminación, pero eso no es verdad. Aquí estamos protegiendo a un sector de la economía constituido por los miniproductores y por los pequeños campesinos, quienes sólo pueden acceder a créditos a través del Indap.


Pero hay otra situación que requiere mayor estudio. Quiero aprovechar que el presidente de la Confederación de los Pequeños y Medianos Empresarios se encuentra en las tribunas para formular la siguiente pregunta: ¿Se favorecerá a los pequeños empresarios estableciendo que podrán ser borrados de Dicom siempre que las obligaciones impagas no superen los dos millones de pesos? Por supuesto que no, pues todos sabemos que sus deudas superan esa suma. De manera que el sector al cual se pretende beneficiar -es decir, los pequeños y microempresarios- para producir una reactivación de la economía no resultaría favorecido con este proyecto, porque seguirá apareciendo en Dicom. ¿A quién favorecerá, entonces? A los empleados públicos y privados que tienen deudas pendientes con casas comerciales o multitiendas. Por lo tanto, esta materia debe ser reestudiada para ver la posibilidad de aumentar el monto establecido por el Senado, a fin de que los pequeños y microempresarios también sean sacados de Dicom.


Considero que ningún diputado que piense en el bien común podrá oponerse a este proyecto, y al diputado señor Dittborn, que ha hecho reserva de constitucionalidad para recurrir al Tribunal Constitucional porque existirían unas arbitrariedades, le pido que lo repiense y lo analice, por cuanto no existe arbitrariedad ni discriminación alguna. Lo único que estamos haciendo -como ha ocurrido con muchos proyectos que hemos aprobado- es beneficiar a diversos sectores de nuestra economía.


Por eso consideramos que el proyecto debe ser aprobado, porque hay muchos chilenos que lo están esperando.


He dicho.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Tiene la palabra el diputado señor Mario Bertolino.


El señor BERTOLINO.- Señora Presidenta, parte del título de este proyecto dice: “para favorecer la reinserción laboral de las personas desempleadas”. A mi juicio, se trata de una iniciativa que se presentó con muy buenas intenciones durante un período electoral, pero hoy me hace pensar que se está colocando la carreta delante de los bueyes.


¿Por qué digo esto? Porque se quiere dejar fuera del sistema a un sector sin siquiera saber el motivo. Así como se establece un límite de dos millones de pesos, se podría haber fijado un millón 999 mil pesos. ¿Cuál fue la razón para poner esa cifra? ¿Acaso la cantidad de personas a las cuales se favorece? Podría estar de acuerdo si se tratara de una iniciativa que beneficiara a muchos chilenos, pero, tal como lo dijo el diputado Aníbal Pérez, tampoco favorece a quienes están encargados de contratar y de dar trabajo. Por lo tanto, ¿qué sacamos con pedirles a los pequeños y medianos empresarios que contraten trabajadores sin mirar sus antecedentes comerciales, si a ellos la banca o quien corresponda los investigará por el revés y por el derecho? De manera que no estamos produciendo un efecto reactivador.


Todo esto me hace pensar en otro proyecto que, no hace mucho tiempo, la Cámara votó favorablemente, también con muy buenas intenciones, que establecía que sólo se descontaría el IVA de las facturas pagadas. Se pensó que ello favorecería a la pequeña y mediana empresas, que son las que generan entre el 70 y 80 por ciento de los empleos. Sin embargo, hasta el momento esa ley aún no ha operado, puesto que después de ser aprobada no se promulgó porque se comprobó que perjudicaba a quienes se pretendía favorecer.


Entonces, no vaya a ser que en esta ocasión estemos creando el certificado de la blancura con una ley discriminatoria -como ya se dijo aquí- que ponga en riesgo un sistema que ha funcionado bien -aunque con defectos- y que ha permitido al país capear una crisis internacional en sus inicios y defenderse de una crisis interna que ha frenado el despegue, la creación de empleos y las inversiones.


Por esa razón esto me preocupa. Es cierto que el Indap es un sector productivo que da trabajo y genera riqueza, aunque sea mediana o pequeña, pero sigue existiendo una discriminación.


Considero que este proyecto tiene muy buenas intenciones, en particular el número 3 del artículo 1º introducido por el Senado 
-que comparto-, que excluye de Dicom las deudas de agua, luz y gas. Sin embargo, no es lógico que se tomen decisiones sin que exista -lo dijo muy claramente el diputado señor Montes- una calificación de riesgo, porque no es lo mismo una persona que debe dos millones de pesos porque perdió su trabajo debido a que su empresa sucumbió ante las dificultades del mercado, que aquella que ha hecho mal uso de un sistema que ha favorecido, precisamente, a quienes todos los que estamos aquí queremos beneficiar: a la clase media, a quienes tienen menos recursos. Gracias al crédito otorgado por las pequeñas y grandes empresas, por instituciones financieras y por multitiendas, el chileno medio ha podido acceder a muchas cosas que antes no tenía.


Por eso me preocupa que esto encarezca y burocratice el crédito y, lo que es peor aún, que a futuro los más pobres tengan que comprar solamente de contado.


Lo digo porque aquí pagarán justos por pecadores: no existirá ninguna diferencia entre quienes no cumplen y los que habitualmente lo hacen, porque las instituciones que otorgan créditos no contarán con un registro que permita discriminar, en forma positiva o negativa, según sea el caso.


Repito que las intenciones son buenas y que el proyecto tiene cosas positivas; sin embargo, considero que no debemos legislar en forma tan apresurada con la única intención de dar una señal a los chilenos. La gente está cansada de que hagamos leyes para aparecer en los medios de comunicación. Yo les puedo asegurar que este proyecto no tendrá el efecto real que la gente espera.


Por tal motivo, votaré en contra.


He dicho.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Tiene la palabra el diputado señor José Miguel Ortiz.


El señor ORTIZ.- Señora Presidenta, después de escuchar los argumentos dados en este tercer trámite constitucional del proyecto relacionado con Dicom, vienen a mi mente algunos hitos históricos ocurridos en nuestro país.


Deuda subordinada en 1981 y 1982: no se favoreció a las personas con deudas de dos millones de pesos ni a quienes habían permanecido en Dicom durante siete años. En el Presupuesto de la Nación de cada año es necesario consultar los fondos necesarios para servir la deuda subordinada de los grupos económicos que hicieron quebrar el sistema financiero y bancario del país. Sin embargo, hoy se hacen sonar las campanas porque en junio del año pasado diez diputados presentamos un proyecto, y -según algunos distinguidos colegas- lo habríamos hecho porque estábamos en un período preeleccionario.


En realidad, me inquieta el nivel al cual se puede llegar en una discusión. Quiero recordar que en 1990 el colega Sergio Ojeda y los ex diputados Gustavo Ramírez y Eduardo Cerda presentaron un proyecto que entregaba un “perdonazo” o un blanqueo a todas las personas que estaban en Dicom, entre ellos quienes estuvieron involucrados en la deuda subordinada, que no podían hacer negocios, formar sociedad ni tener bienes a su nombre.


En esa oportunidad, la Oposición votó a favor el proyecto que favorecía a esos deudores, tal como consta en la que habría sido historia fidedigna de la ley, porque finalmente no se promulgó, pero por otros motivos. ¡Digámoslo con claridad! Los más altos ingresos que percibe la Cámara de Comercio son por lo que cobra para borrar a los deudores de Dicom. Debemos decir las cosas de manera clara ante el país, porque creo que ésa es la verdadera forma de aplicar la transparencia de que tanto se habla, pero que no se expresa en la realidad.


Por otro lado, no menos de seis diputados con quienes a partir de 1990 participamos en la Comisión de Educación deben recordar que desde años anteriores se venía arrastrando un problema relacionado con el crédito fiscal universitario, ya que aproximadamente 80 mil personas estaban en Dicom o en el Peneca Verde -como se le conoce en el país- por la deuda. La mayoría eran padres de los alumnos, quienes normalmente son los avales de sus hijos.


Cuarenta mil de esos deudores estaban listos para que sus viviendas fueran rematadas, por lo que junto con otro parlamentario hablamos con las autoridades de la época, el Presidente Aylwin, el ministro de Educación, Ricardo Lagos, y el ministro de Hacienda, Alejandro Foxley, quienes patrocinaron la indicación que presentamos, con lo cual pudimos salvarlos de que sus propiedades fueran rematadas debido a las deudas que arrastraban con anterioridad a 1990 por el crédito fiscal universitario. Por lo tanto, hay precedentes al respecto.


El diputado señor Aníbal Pérez planteó el reintegro simplificado. Recuerdo, como si fuera hoy, que el plazo del reintegro simplificado para las exportaciones no tradicionales expiraba el último día de abril de 1990. Sin embargo, aprobamos una ley que hizo posible extender el plazo hasta el 31 de diciembre de 1990 y desde el 1 de enero de 1991 hasta la fecha. ¿Qué ha significado eso? El aumento de las exportaciones y la mantención de las fuentes de empleo.


No obstante, en la Sala se ha señalado con liviandad -no puedo calificarlo de otra forma- que el proyecto no significará nada para la gente. A quienes así piensan, sólo quiero pedirles que se pongan la mano en el corazón, porque no me cabe la menor duda de que a los ciento veinte diputados se ha acercado gente para hablar con ellos o les ha mandado notas o dejado recados telefónicos con el objeto de señalarles que quieren que se les borre de los registros de Dicom, porque constituye un estigma que les impide obtener un empleo o acceder a un crédito pequeño.


¡Hablemos en serio! No fuimos partidarios de la Constitución de 1980 y nos jugamos en su contra, pero ella plantea un régimen presidencial, lo que significa que los miembros del Congreso Nacional, poder autónomo del Estado, tenemos pocas posibilidades de presentar mociones. Sin embargo, cuando ocho diputados -seis de la Concertación y dos de Oposición- presentamos un proyecto como éste, algunos distinguidos colegas de Oposición señalan que la iniciativa es mala y que no significará nada. Por lo tanto, para ellos 1.140.000 chilenas y chilenos no son nada.


Debemos avanzar con la verdad y con hechos, porque es la única forma de que recuperemos el prestigio de la Cámara de Diputados.


Por otro lado, no me vengan a decir que el proyecto es discriminatorio con Indap. Mi distrito, integrado por las comunas de Concepción, Chiguayante y San Pedro de la Paz, no tiene ningún deudor de dicho organismo, pero eso no significa que vaya a votar en contra, porque como diputado de la República estoy consciente de que muchos pequeños campesinos están con problemas por aparecer en Dicom, pues eso les impide acceder siquiera a una tarjeta de crédito de las grandes tiendas comerciales.


¡Pensemos las cosas! ¡Analicemos y razonemos! Este es un proyecto para la gente, el cual, cuando sea ley, solucionará problemas en muchos hogares, pues, entre otras cosas, pondrá término al grave error de que aparezca en Dicom gente que tiene deudas por atrasos en los pagos de los servicios de electricidad, agua potable, teléfono y gas.


Asimismo, quiero recordar que el proyecto de ley sobre retornados fue ampliamente debatido en la Sala. Lo señalo porque el artículo 3º transitorio hace justicia para esas personas, porque a muchas de ellas les fue mal en las actividades que emprendieron, por lo que sus nombres han quedado registrados por largo tiempo en Dicom.


Por lo tanto, esta iniciativa está en el camino que corresponde, pues estamos legislando para más de un millón de chilenos, no para los grupos económicos ni para quienes, a causa de la deuda subordinada, embargaron al país por no menos de quince años. ¡Ésa es la realidad! ¡Ésos son los hechos!


Por eso me siento realmente orgulloso de ser uno de los diputados autores de la moción, porque seguramente -no ahora, sino en algunos años- seremos parte del cambio de vida para muchas chilenas y muchos chilenos.


He dicho.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Tiene la palabra el diputado señor José Pérez.


El señor PÉREZ (don José).- Señora Presidenta, sin duda cientos de miles de chilenos deben estar atentos de lo que dice cada uno de los diputados que los representan. Hablamos de gente modesta -algunos extranjeros radicados en el país- que durante mucho tiempo ha aparecido en los registros de Dicom en forma injusta, debido a que el sistema no está bien regulado. Por eso debemos legislar para ordenar y solucionar algunas situaciones problemáticas, así como para mejorar y beneficiar a algunos sectores. Algunos han perdido sus trabajos como consecuencia de situaciones de distinta naturaleza no generadas por ellos, como quiebras de la empresa en que trabajaban, razón por la cual no han podido pagar sus deudas.


Sin embargo, quiero destacar que los más modestos son los más responsables para pagar sus compromisos. La gente que tiene deudas y busca trabajo porque le importa alimentar a sus familias y cumplir con sus compromisos económicos, no lo puede obtener, por cuanto es rechazada en las diversas fuentes laborales por aparecer en los registros de Dicom. No obstante, lo peor del caso es que también aparecen en calidad de morosos quienes han pagado sus deudas, lo que constituye un daño gratuito para muchos chilenos.


En consecuencia, este proyecto busca ordenar el quehacer de las instituciones que entregan información de los privados, la cual entendemos que es muy importante para el comercio, pero que resulta muy dañina y perversa para la gente de escasos recursos. En ese sentido, me alegro de que queden fuera de la posibilidad de aparecer en los registros de Dicom los deudores por concepto de servicios de electricidad, agua potable, teléfono y gas.


Sin duda, el proyecto será aprobado por la mayoría de los diputados. Ojalá que ninguno le reste su apoyo porque, como dije, nuestros electores están pendientes de quién se preocupa de los más débiles y de iniciativas de esta naturaleza que benefician a la gente modesta.


Quiero dar un buen consejo a mis amigos que han manifestado la intención de votar en contra: no lo hagan, porque la gente sabrá que no la están defendiendo ni brindándole una oportunidad, lo que será lamentable.


En consecuencia, la bancada Radical, con mucho agrado, va a votar favorablemente la iniciativa.


He dicho.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Tiene la palabra el diputado señor Iván Paredes.


El señor PAREDES.- Señora Presidenta, primero, la afirmación inicial del diputado señor Dittborn se presta para ironizar. Si nos guiamos por su lógica, en términos de que varios parlamentarios no podrían votar ahora por tener algún tipo de problema en Dicom, debería decirle que el día que se vote el instrumento legal que dé sustento a la reforma a la salud ojalá no esté con asma o resfriado, porque, de alguna forma, debiera abstenerse en esa votación por ser beneficiario directo. Además, quiero preguntar al diputado señor Dittborn si se inhabilitó cuando se votó el proyecto que creó el Fondo de Estabilización del Precio del Petróleo, porque, de alguna forma, si no tiene un vehículo a petróleo, debe beneficiarse con alguno de sus derivados. O sea, así de absurdo es que el señor Dittborn disfrace su defensa a las empresas, lo que, por lo demás, siempre ha hecho.


(Hablan varios señores diputados a la vez).

Por favor, escuché con mucho respeto y atención a mis colegas.


De acuerdo con las conclusiones del señor Dittborn, se estaría frente a la perversa lógica de que toda persona que está en Dicom debe estar asociada con estafadores, delincuentes y sinvergüenzas. Eso es lo que se insinuó, de alguna forma, hace un rato.


Cuando se legisla para establecer una norma como ésta, amigos o colegas de la Derecha, se está beneficiando a cientos de miles de trabajadores modestos que, de una u otra forma, tienen algún tipo de problema en Dicom o en la Cámara de Comercio.


Con esta norma se favorecerá a miles y miles de estudiantes universitarios. Muchos de ellos no pudieron terminar sus estudios; otros lo consiguieron. En definitiva, en varios casos siguen siendo perseguidos por su deuda hasta el día de hoy y están en Dicom.


En su oportunidad, cuando el Congreso no existía, se establecieron normas para beneficiar a los poderosos económicamente, a la banca privada. Por tanto, es lógico que hoy se haga justicia. A nadie se entregará un beneficio por generosidad, sino que se hará justicia ante perversos abusos que cometen regularmente las empresas financieras, los bancos e incluso las isapres.


Y voy a decir algo que nadie ha dicho: cuando un trabajador pierde su empleo y queda endeudado mediante su cotización en la isapre, también es metido en Dicom. Conozco casos que son ejemplos de que no siempre la persona que está en Dicom es porque no tiene intenciones de pagar. Muchas veces su situación tiene que ver con la pérdida de su empleo.


También un parlamentario de la Derecha decía que estaríamos frente a la posibilidad de una crisis moral porque esto daría manga ancha para que muchos, obviamente gente inescrupulosa, se beneficiaran. Para refutarlo, podría pedirle que hiciera alusión a la cantidad enorme de millones de pesos de todos los chilenos que se entregaron, arbitraria y discrecionalmente, a muchos empresarios que levantaron sus empresas y bancos y que hoy constituyen grandes y prósperos grupos económicos. 


De una vez por todas, hay que decir cuán perverso es que gente por deudas de luz, de agua potable, de teléfonos y de estudios, derivadas de su situación laboral, hoy esté en Dicom. Dejémonos de cosas, seamos consecuentes con el discurso. No debemos tener doble estándar y decir, con gran apoyo comunicacional, que estamos con los pobres, con los que sufren los temporales, y por otro lado, en forma distinta, disfrazada, oponernos a una norma que beneficiará a cientos de miles de chilenos y que obviamente afectará, en forma indirecta, los intereses de los grupos económicos que siempre ha defendido y representado el señor Dittborn.


He dicho.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Tiene la palabra el diputado señor Nicolás Monckeberg.


El señor MONCKEBERG.- Señora Presidenta, en primer lugar, me preocupa que cada vez que se discute un proyecto, cualquiera sea su naturaleza, frente a posiciones distintas se argumente que su no aprobación desprestigiará a la Cámara de Diputados, ya que todos sabemos que su desprestigio nada tiene ver con las distintas opiniones técnicas que se dan a conocer en el debate, sino con otras conductas.


Entrando en la discusión del proyecto, en general valoro la idea original, en el sentido de que tomaba una situación coyuntural del momento y, a través de una disposición transitoria, establecía la obligación de no informar sobre aquellas deudas que al 1 de mayo fueran inferiores a dos millones de pesos. Asimismo, valoro y apoyo los aportes hechos por el Senado, en el sentido de incorporar la deuda de los servicios básicos. Es una buena innovación. A lo mejor, algunas deudas de Serviu también deberían ser consideradas luego de un estudio más acabado. 


Sin embargo, algunas modificaciones pueden ser tremendamente perjudiciales, primero, porque crean altas expectativas y, segundo, pueden ser contraproducentes.


En primer lugar, me referiré a la que introduce un inciso sexto, nuevo, en el 
artículo 2º del Código del Trabajo, en virtud de la cual se prohibiría a los empleadores condicionar eventuales contrataciones a la existencia de determinadas deudas o compromisos financieros. Es una modificación tremendamente utópica, ya que en el mundo en que vivimos la calificación de riesgo es una necesidad de todos: del Banco del Estado, del Indap y de cualquier institución, por muy solidaria que sea. Decirle a un empleador que no puede, por ejemplo, pedir los antecedentes sobre giro doloso de cheque, que es un delito registrado en Dicom, me parece una vulneración de un derecho mínimo que tiene cualquier persona antes de contratar, especialmente si se trata de cargos de confianza.


No quiero decir que todos lo chilenos que hoy tienen deudas sean disipadores, irresponsables o delincuentes. En absoluto, pero, por lo mismo, eso no da razón para impedir que un empleador solicite antecedentes de tipo financiero o crediticio.


Todos sabemos que la norma que establecía el monto de dos millones de pesos y la fecha tope del 1 de mayo, de alguna forma hacía un corte y daba posibilidades a aquellos deudores que efectivamente quieren salir adelante y pagar sus deudas.


Considero tremendamente peligroso que desaparezca una herramienta de información tan importante para todo empleador, porque no es un asunto ideológico. El diputado Dittborn tiene toda la razón: si se elimina este instrumento, aparecerán muchos otros, sin regulación y de carácter clandestino, que perjudicarán aún más a los trabajadores.


A veces siento que normas de esta importancia se discuten más bien pensando en la opinión pública o en el efecto comunicacional que en la realidad. ¿Por qué digo esto? Porque muchas veces quienes primero discriminan son las propias instituciones que no lo deben hacer, y pondré un ejemplo.

Se ha afirmado que se solucionará un gran problema al no incluir en Dicom las deudas que mantienen los campesinos con Indap. Puede ser que en algunos casos ello sea así. Sin embargo, el gran problema de los campesinos endeudados surge con el propio Indap, institución que les niega segundos créditos cuando existen deudas anteriores. Ese “Dicom interno”, que mantiene Indap, es el más grave y el que habría que evitar.


Hace cinco días, 200 vecinos de la población villa Navidad, de San Carlos, invitaron al diputado señor Felipe Letelier y a quien habla a una reunión en la que nos plantearon su intención de repactar el pago de sus dividendos. Muchos lo pudieron hacer y Serviu se comprometió a borrarlos de Dicom en un plazo máximo de 15 días. El gran alegato de estas personas se basaba en que habían transcurrido cerca de dos meses y seguían en Dicom. Se trata de una cuestión práctica, de índole administrativa, que hoy tampoco se lleva a cabo. En lugar de dictar leyes que muchas veces no tienen aplicación práctica, pero sí el aplauso de la galería, preocupémonos de pequeños detalles que sí afectan a las personas más pobres.


Además, pensemos que la calificación de riesgo tiene su precio. Si complicamos los instrumentos relacionados con esa operación, ello redundará en un incremento de los intereses o del precio por usar dinero ajeno. No sé de qué forma eso puede beneficiar a la gente más modesta.


Sostengo que el proyecto original tenía un objetivo cierto, el cual apoyo. No descarto que si se hiciera un buen uso de la disposición original que aprobó la Cámara quizás a futuro podría funcionar como una norma permanente. Con todo, los puntos a que he hecho referencia y que desvirtuaron el proyecto original, lejos de ayudar a las personas más modestas -los deudores-, los perjudica y crea en ellos falsas ilusiones que no cambiarán su vida laboral.


He dicho.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Tiene la palabra el diputado señor Edmundo Villouta.


El señor VILLOUTA.- Señora Presidenta, se ha hablado mucho de Dicom, pero cabe hacer presente que existe otra organización relacionada con la regulación o información de las personas que tienen dificultades en el pago de sus compromisos: me refiero a la Cámara de Comercio, la que emite semanalmente un boletín. Se trata de una institución mucho más antigua que Dicom. La gente se ha acostumbrado a hablar de esta última, no obstante que, como ha quedado señalado, son dos las instituciones que regulan esta información.


Rafael Cumsille, presidente de la Confederación del Comercio Detallista, ha destacado un tema que no es menor, cual es que el beneficio que se otorgará a los deudores que mantienen documentos protestados o no pagados les permitirá obtener créditos y, por lo tanto, mejorar la situación de crisis que vive el comercio y la industria.


Por otra parte, se habla mucho de la situación de Indap. Es bueno recordar que en 1990 el número de deudores morosos que mantenía esa institución era de tal magnitud que organismos internacionales, con el fin de prestar apoyo a la agricultura, exigieron, entre otras cosas, bajar los niveles de endeudamiento de los pequeños campesinos y agricultores que mantenían esos compromisos. Se señalaba, además, que se trataba de un organismo que, a esa fecha, mantenía un porcentaje demasiado elevado de créditos otorgados. Seguramente, ésa fue la razón que motivó que en algún momento se dispusiera que los deudores de Indap quedaran registrados en boletines comerciales.


En relación con la consulta y reclamo del diputado señor René Manuel García, en cuanto a que los familiares de los deudores no son sujetos de crédito, ello se debe con seguridad al hecho de que es muy común que quien solicita el crédito es arrendatario de una propiedad agrícola que pertenece a un familiar que ya tiene problemas con Indap, por lo que busca -repito-, a través de la figura del arrendamiento, la alternativa para financiar sus labores productivas.


El proyecto es muy lógico, práctico y oportuno, en consideración a la crisis y a los niveles de cesantía que enfrenta el país. En los sectores agrícolas importantes de la Región Metropolitana, muchos agricultores entrarán en crisis por el daño sufrido en sus siembras y plantaciones debido al reciente temporal. Es menester que los agricultores recuerden que existe un seguro agrícola para enfrentar estas calamidades. Según información que poseo, el año pasado no se utilizó el total de las bonificaciones que ofrece el Ministerio de Agricultura para prevenir o salvar parte del costo que representan esas siembras y plantaciones.


Felicito a quienes suscribieron la moción parlamentaria que hoy quedaría ratificada por la Cámara para que sea nueva ley de la República.


He dicho.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Ha terminado el Orden del Día.


El señor MUÑOZ (don Pedro).- Pido la palabra.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Tiene la palabra su Señoría.


El señor MUÑOZ (don Pedro).- Señora Presidenta, solicito que se tenga a bien insertar los discursos de quienes no pudimos intervenir en relación con este proyecto.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- No han hecho uso de la palabra diez señores diputados que estaban inscritos, quienes pueden entregar sus discursos en la Secretaría a fin de insertarlos.


-Los discursos que se acordó insertar son los siguientes:

El señor MUÑOZ (don Pedro).- Señora Presidenta, quiero manifestar mi pleno respaldo a este proyecto de ley.


Se trata, acaso, de la medida reactivadora más importante de aquellas que se hayan implementado para superar la difícil situación económica que ha vivido el país en los últimos años.


Resultarán beneficiados miles y miles de compatriotas, tanto personas naturales como pequeños microempresarios, que tenían restringido su acceso al crédito y, fundamentalmente, al empleo.


Se termina, así, la verdadera condena social y económica a que el boletín comercial y Dicom tenía sujetos a millones de chilenos.


En Magallanes, por ejemplo, la Asociación Gremial Industrial ha señalado que esta aprobación favorecerá a más del 55 por ciento de los pequeños empresarios de la zona, los que se encuentran en los registros de morosidad.


Se reduce, así, al mínimo, el archivo histórico que sancionaba incluso a quienes, haciendo un esfuerzo, habían logrado cancelar sus deudas. Tal vez ésa era la mayor injusticia del sistema. De nada valía el esfuerzo, pues ni aun así se lograba que resultara confiable para el sistema financiero y comercial.


Esperamos también que termine el círculo vicioso que impide el acceso al empleo. Quien atraviesa por dificultades o queda cesante evidentemente no puede cumplir con sus compromisos económicos. No lo hace dolosamente, sino que está impedido de hacerlo.


Pues bien, su incorporación al boletín comercial le dificulta acceder al empleo, y ello, en la práctica, le hace imposible pagar sus deudas. Esperamos que las nuevas normas eviten esa situación.


Asimismo, resultan sustanciales los avances destinados a precisar aquellas obligaciones cuyo incumplimiento no puede ser comunicado a terceros, sancionando, además, su transgresión.


Considero que las críticas que esta iniciativa ha recibido resultan infundadas.


Los acreedores y los agentes crediticios tienen suficientes mecanismos para garantizar su patrimonio. Existen, en la legislación general, mecanismos cautelares.


Asimismo, la rebaja ostensible en las tasas de interés dificulta que pueda producirse un alza en el costo del dinero. Ello sólo demostraría la dificultad ya existente para aplicarlas a los usuarios.


Por ello, manifiesto mi respaldo al proyecto, felicitando a los diputados autores de la moción y a quienes han participado en su mejoramiento durante su tramitación.


He dicho.


El señor MEZA.- Señora Presidenta, honorables colegas:


Estamos legislando sobre las modificaciones propuestas por el Senado a la ley 
Nº 19.628, sobre protección de la vida privada, para favorecer la reinserción laboral de las personas desempleadas.


En particular me interesa precisar algunos alcances. En Chile, 1.700.000 afectados se encuentran en el sistema Dicom. De ellos, 200 mil son deudores jurídicos y, por lo tanto, quedan excluidos de este beneficio; 1.100.000 ya pagaron y serán beneficiados; 400.000 no pagaron, y de ellos el 80 por ciento, es decir 320 mil personas naturales, deben menos de 2 millones de pesos y podrán acogerse a esta ley. Sumándose al millón cien mil personas que ya pagaron, tenemos a 1.420.000 personas favorecidas.


Quiero recalcar que estamos hablando de deudores de hasta 2 millones de pesos; por lo tanto, aquellas personas que deben más de 2 millones pueden pagar la diferencia ahora, y así también serán favorecidas, ya que hay tiempo para hacerlo hasta la publicación de la ley.


Quiero hacer presente que hoy nos acompaña en esta Sala el señor Germán Dastre, presidente de Conapyme, entidad que representa a la pequeña y mediana empresa nacional.


En relación con este sector de empresarios, deseo recordar que existe un proyecto de ley en el Senado, que extiende estos beneficios de privacidad más allá de las personas naturales, llevándolo también a las entidades jurídicas. En el evento de que se apruebe esa iniciativa, unido al incentivo de pago de las deudas que establece el proyecto en debate, pagarán más deudores, lo cual derivará en que bajen los intereses, toda vez que llevaremos a cero años la permanencia en Dicom, posibilitando así una reactivación económica real.


Señora Presidenta y estimados colegas, muchos chilenos han sufrido la desgracia de quedar fuera del mercado laboral, muchas personas han transitado por la vida con el estigma de estar en un listado que los imposibilita para realizar normalmente actividades comerciales.


Éste también es el caso de los jóvenes universitarios que, al concluir sus carreras y no haber podido pagarlas, pasan a engrosar la lista de chilenos excluidos del mundo económico.


Hoy, modestos trabajadores, estudiantes, pequeños campesinos, agricultores que sólo tienen a Indap como gestor económico, podrán volver a solicitar un crédito. Es ahí donde está el espíritu de esta ley. Estos pequeños agricultores son deudores productivos; de allí la importancia de que vuelvan a sentirse parte de la actividad financiera de 



Indap, ya que ningún banco se ocupa de ellos. Es también necesario que, a la brevedad, el Banco Estado constituya una Oficina Agrícola que los atienda.


Debo precisar también que, contrariamente a lo expresado por algunos colegas, no se sale automáticamente de Dicom; primero se debe pagar la aclaración, y es en este sentido donde quiero llamar la atención. Desde 1928 se entregó la franquicia de aclarar las deudas a la Cámara de Comercio de Santiago, la que monopólicamente cobra lo que quiere por aclarar los pagos. Es indispensable, estimados colegas, regular esta actividad, de igual modo como se regulan las tarifas de los servicios monopólicos.


Finalmente, quiero felicitar al diputado Eugenio Tuma por esta loable iniciativa y a todos los colegas que han intervenido en la elaboración de este proyecto de ley, que traerá tranquilidad a millones de chilenos que hoy se mueven indefensos en las redes de casas comerciales y de bancos, los que con leoninos intereses asfixian a los modestos chilenos que luchan por alcanzar un merecido bienestar para sus familias.


He dicho.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- En votación las modificaciones del Senado, con excepción de las recaídas en el Nº 2 del artículo 1º y en el artículo 2º transitorio, respecto de las cuales se ha pedido votación separada.


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 75 votos; por la negativa, 1 voto. Hubo 1 abstención. 


-Aplausos.

La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Aprobadas las modificaciones. 



-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló, Álvarez-Salamanca, Álvarez, Allende (doña Isabel), Araya, Barros, Burgos, Caraball (doña Eliana), Cardemil, Ceroni, Correa, Cristi (doña María Angélica), Cubillos (doña Marcela), Delmastro, Dittborn, Egaña, Encina, Errázuriz, Escalona, Escobar, 
Espinoza, Forni, Galilea (don José Antonio), García (don René Manuel), García-Huidobro, González (don Rodrigo), 
Hernández, Hidalgo, Ibáñez (don Gonzalo), Jaramillo, Jarpa, Jeame Barrueto, Lagos, Leal, Letelier (don Felipe), Luksic, Masferrer, Mella (doña María Eugenia), Meza, Molina, Monckeberg, Montes, Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Navarro, Norambuena, Ojeda, Ortiz, Palma (don Osvaldo), Paredes, Pareto, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), Quintana, Riveros, Robles, Rojas, Salaberry, Salas, Sánchez, Seguel, Sepúlveda (doña Alejandra), Silva, Soto (doña Laura), Tapia, Tarud, Tohá (doña Carolina), Tuma, Ulloa, Valenzuela, Venegas, Vidal (doña Ximena), Villouta, Von Mühlenbrock y Walker.


-Votó por la negativa el diputado señor Bertolino.


-Se abstuvo el diputado señor Kuschel.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Pido el asentimiento de la Sala para votar en conjunto las modificaciones al número 2 del artículo 1º y al artículo 2º transitorio. 


No hay acuerdo. 


En votación la modificación al número 2 del artículo 1º. 


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 58 votos; por la negativa, 10 votos. Hubo 3 abstenciones. 


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Aprobada la modificación. 


-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados:

Aguiló, Allende (doña Isabel), Araya, Barros, Caraball (doña Eliana), Cardemil, Ceroni, Correa, Cristi (doña María Angélica), Delmastro, Encina, Escalona, Espinoza, Galilea (don José Antonio), García (don René Manuel), García-Huidobro, González (don Rodrigo), Hernández, Jaramillo, Jarpa, Jeame Barrueto, Kuschel, Lagos, Leal, 
Letelier (don Felipe), Luksic, Martínez, Masferrer, Mella (doña María Eugenia), Meza, Molina, Muñoz (don Pedro), Muñoz (doña Adriana), Navarro, Ojeda, Ortiz, Palma (don Osvaldo), Paredes, Pareto, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), Riveros, Robles, Saffirio, Salas, Sánchez, Seguel, Sepúlveda (doña Alejandra), Silva, Soto (doña Laura), Tapia, Tarud, Tohá (doña Carolina), Venegas, Vidal (doña Ximena), Villouta, Von Mühlenbrock y Walker.


-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:

Álvarez, Bertolino, Burgos, Cubillos (doña Marcela), Dittborn, Egaña, Escobar, Ibáñez (don Gonzalo), Salaberry y Ulloa.


-Se abstuvieron los diputados señores:

Álvarez-Salamanca, Hidalgo y Rojas.


La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- En votación la modificación al artículo 2º transitorio. 


-Efectuada la votación en forma económica, por el sistema electrónico, dio el siguiente resultado: por la afirmativa, 61 votos; por la negativa, 10 votos. Hubo 3 abstenciones.

La señora MUÑOZ, doña Adriana 
(Presidenta).- Aprobada la modificación. 


Despachado el proyecto.


-Aplausos.

-Votaron por la afirmativa los siguientes señores diputados.

Aguiló, Álvarez-Salamanca, Allende (doña Isabel), Araya, Barros, Caraball (doña Eliana), Cardemil, Ceroni, Delmastro, Encina, Errázuriz, Escalona, Espinoza, Galilea (don José Antonio), García (don René Manuel), Gonzalez (don Rodrigo), Hernández, Jaramillo, Jarpa, Jeame Barrueto, Lagos, Leal, Luksic, Martínez, Masferrer, Mella (doña María Eugenia), Meza, Molina, Monckeberg, Muñoz (doña Adriana), Navarro, Norambuena, Ojeda, Ortiz, Palma (don Osvaldo), Paredes, Pareto, Pérez (don José), Pérez (don Aníbal), Quintana, Riveros, Robles, Saa (doña María Antonieta), Saffirio, Salas, Sánchez, Seguel, Sepúlveda (doña Alejandra), Silva, Soto (doña Laura), Tapia, Tarud, Tohá (doña Carolina), Tuma, Valenzuela, Venegas, 
Vidal (doña Ximena), Vilches, Villouta, Von Mühlenbrock y Walker.


-Votaron por la negativa los siguientes señores diputados:

Álvarez, Bertolino, Cristi (doña María Angélica), Cubillos (doña Marcela), Dittborn, Egaña, Escobar, Ibáñez (don 
Gonzalo), Salaberry y Ulloa.


-Se abstuvieron los diputados señores:

Hidalgo, Kuschel y Rojas.

-o-

MINUTO DE SILENCIO EN MEMORIA DEL EX DIPUTADO LEOPOLDO ORTEGA 
RODRÍGUEZ, RECIENTEMENTE FALLECIDO.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Comunico a la Sala que anoche falleció el señor Leopoldo Ortega Rodríguez, quien fuera diputado por el Partido Comunista durante el período 1969-1973, en representación de la antigua provincia de Aisén, hoy Undécima Región. 


Pido que rindamos un minuto de silencio en su memoria.


-Los señores diputados, funcionarios y asistentes a tribunas, de pie, guardan un minuto de silencio.
-o-

VI. PROYECTO DE ACUERDO
REBAJA DEL IMPUESTO AL VALOR AGREGADO EN VENTA DE LIBROS.


El señor SALAS (Vicepresidente).- El señor Prosecretario va a dar lectura al proyecto de acuerdo Nº 44. 


El señor ÁLVAREZ (Prosecretario).- Proyecto de acuerdo Nº 44, de los diputados señores Eduardo Lagos y Camilo Escalona. 


“Considerando:


Que la honorable Cámara de Diputados aprobó en 1998 un proyecto de acuerdo mediante el cual se solicitó al Presidente de la República y al ministro de Hacienda la presentación de un proyecto de ley mediante el cual se exceptuara a los libros del pago del IVA.


Que, a la fecha, no se ha presentado ninguna iniciativa legal en ese sentido.


Que los motivos expresados en ese proyecto de acuerdo, siguen plenamente vigentes, siendo ellos los siguientes:

a)
Que el texto original del D.L. Nº 825 sobre impuesto a las ventas y servicios, declaraba en su artículo 13, Nº 2, exento del pago de este impuesto a las ventas que recayeran sobre textos, cuadernos escolares, libros, diarios y revistas destinadas a la lectura.

b)
Que el artículo 12 del actual D.L. Nº 825, contempla las ventas y servicios que se encuentran exentos del pago de IVA (impuesto al valor agregado), no considerándose entre ellas la venta de libros.

c)
Que mediante la dictación de la ley 
Nº 19.227 en 1993 se creó un Fondo Nacional del Fomento al Libro y la Lectura, a cargo de la División de Cultura del Ministerio de Educación, destinado a financiar proyectos, programas y acciones de fomento del libro referidos a la creación o reforzamiento de los hábitos de lectura; la difusión, promoción e investigación del libro y la lectura; la organización de ferias locales, regionales, nacionales e internacionales del libro, etcétera.

d)
Que el artículo 1º de dicha ley señala que “el Estado de Chile reconoce en el libro y en la creación literaria instrumentos eficaces e indispensables para el incremento y la transmisión de la cultura, el desarrollo de la identidad nacional y la formación de la juventud”.

e)
Que el artículo 2º de la ley Nº 19.227, en sus letras a) y b), define “libro” como toda publicación unitaria impresa, no periódica, que se edite en su totalidad de una sola vez, o a intervalos en uno o varios volúmenes o fascículos, incluidas las publicaciones científicas, académicas o profesionales con periodicidad no inferior a bimestral, comprendiéndose también los materiales complementarios o accesorios de carácter electrónico, computacional, visual y sonoro, producidos simultáneamente como unidades que no puedan comercializarse separadamente, y “libro chileno” como el libro editado e impreso en Chile, de autor nacional o extranjero.

f)
Que, no obstante la preocupación que existe a nivel gubernamental para desarrollar el hábito de la lectura, una de las principales limitantes en el acceso de la población a los libros es su alto costo.


Que el Consejo Nacional del Libro y la Lectura solicitó formalmente al Gobierno establecer un IVA diferenciado del 4% para el libro, como una clara señal para definir la importancia cultural del libro y disminuir su precio.


Que la industria de la piratería que se ha implementado en Chile durante los últimos años, profundiza más aún el problema editorial en Chile, perjudicando a los autores chilenos en el pago de sus derechos de propiedad intelectual. La piratería de libros a principios de los años 90 alcanzaba a los dos millones de dólares. En el año 2000, según datos de la Cámara Chilena del Libro, el comercio de ediciones piratas alcanzó los 25 millones de dólares y los escritores afectados dejaron de percibir unos dos millones y medio de dólares. Se piratearon más de 400 títulos.


La Cámara de Diputados acuerda:


Ofíciar al Presidente de la República y al ministro de Hacienda con el objeto de que se presente al Congreso Nacional un proyecto de ley mediante el cual se modifique el D.L. Nº 825, de 1974, creándose un nuevo numeral 2 para la letra A del artículo 12, del siguiente tenor:


“Los libros chilenos, de acuerdo con la definición establecida en el artículo 2º, letra b), de la ley Nº 19.227”.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Para hablar a favor del proyecto de acuerdo, tiene la palabra el diputado señor Camilo Escalona. 


El señor ESCALONA.- Señor Presidente, esta no es la primera vez que se presenta un proyecto de acuerdo tendiente a terminar con la aplicación del IVA a los libros. 


En esta Cámara de Diputados ha habido mucha sensibilidad y preocupación sobre la materia y, al mismo tiempo, esta petición se ha planteado varias veces al Ejecutivo. No obstante, el hecho de que no haya encontrado acogida en el propio Gobierno no significa que el problema haya perdido actualidad, que carezca de vigencia. Por el contrario, la gran producción actual de bienes culturales de la más diversa naturaleza, audiovisuales, televisivos, etcétera, viene, en nuestra opinión, a hacer aún más necesaria la concurrencia de un nuevo acuerdo de la Cámara con el propósito de que reiteremos al Ejecutivo que el libro es un instrumento esencial en la manifestación de la cultura nacional, en la formación de las nuevas generaciones, en el acceso a un bien universal tan importante como la formación intelectual de las generaciones presentes y futuras, y en la configuración de una mentalidad, formación y ética valóricas, humanistas y libertarias en nuestro país. 


Por esa razón, a través de este proyecto de acuerdo, concurrimos nuevamente para solicitar al Ejecutivo que considere la importancia que significa abrir el acceso al libro a las nuevas generaciones y a la opinión pública. 


He dicho. 


El señor SALAS (Vicepresidente).- Para hablar a favor del proyecto de acuerdo, tiene la palabra el diputado señor Eduardo Lagos. 


El señor LAGOS.- Señor Presidente, esta iniciativa fue presentada en ocasiones anteriores, pero lamentablemente hasta hoy no ha tenido un fin exitoso.


El fomento a la cultura, a la lectura, ha sido planteado por el Supremo Gobierno como una de las iniciativas con mayor fuerza, pero hasta el momento todavía no hemos conseguido que presente un proyecto para rebajar el impuesto al libro o a la cultura nacional.


El 80 por ciento de la población se informa a través de las imágenes televisivas y ello se debe, en gran medida, al alto precio de los libros. Un libro en Santiago de Chile vale muchísimo más que en Argentina o en cualquier otro país de América Latina. 


En los próximos días, el Consejo Nacional del Libro y la Lectura solicitará formalmente al Gobierno establecer un IVA diferenciado del 4 por ciento para el libro, como una clara señal para definir la importancia cultural del libro y disminuir su precio.


Según datos de la Cámara Chilena del Libro, en el año 2000 el comercio de ediciones piratas -comercio ilegal del libro- alcanzó la cifra de 25 millones de dólares y los escritores afectados dejaron de percibir alrededor de 2.500.000 dólares por derechos de autoría. Se piratearon más de cuatrocientos títulos. En los años 90, la piratería solamente alcanzaba a 2 millones de dólares. Entonces, tenemos un claro indicador de que lamentablemente está fortaleciendo a un sector informal que afecta directamente a los autores y a las editoriales. 


Por eso solicito a los colegas que aprobemos esta iniciativa cuyo objeto es pedir al Gobierno que rebaje este impuesto.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Ofrezco la palabra a algún señor diputado que desee hablar en contra del proyecto de acuerdo.


Ofrezco la palabra.


En votación el proyecto.


Si le parece a la Sala, se aprobará por unanimidad.


Aprobado.
VII. INCIDENTES
PETICIÓN DE INFORME SOBRE EJECUCIÓN DE PROGRAMA JUBILEO EN CURICÓ. Oficio.


El señor SALAS (Vicepresidente).- En Incidentes, en el tiempo del Comité del Partido Unión Demócrata Independiente, tiene la palabra el diputado señor Sergio Correa.


El señor CORREA.- Señor Presidente, quiero referirme a un problema que aqueja a más de 500 familias de la ciudad de Curicó, que viven en viviendas que modestamente han podido construir al lado de un lote de terreno con servicios, muchas de ellas con cartones y latas, en condiciones muy deplorables y precarias.


En 1999, en plena campaña presidencial, el actual Presidente de la República, señor Ricardo Lagos -en esa época candidato-, fue a Curicó y prometió que, una vez que fuera elegido, daría solución a ese problema entregando lotes de terreno con servicios, pero con posterioridad no se construyó la segunda etapa de la vivienda progresiva. El señor Lagos, luego de asumir la presidencia, dio instrucciones al Serviu regional para la construcción de dicha etapa. Es así como el Serviu y autoridades de la Iglesia Católica, con motivo de celebrarse en 2000 el año del jubileo, suscribieron un convenio denominado “Programa Jubileo”, mediante el cual la Fundación San José de La Dehesa colocaba los recursos para la construcción de las viviendas progresivas.


Ha pasado el tiempo, estamos en 2002, y no ha pasado absolutamente nada. Los recursos de la Fundación San José de La Dehesa están disponibles, pero quienes tienen a su cargo el trabajo no han hecho nada por razones que desconocemos.


Este programa también se llevó a cabo en la ciudad de Talca y ya es realidad, pero no ha funcionado en Curicó.


La situación descrita ha quedado en evidencia en toda su magnitud con las actuales lluvias y temporales que hemos sufrido durante los últimos días, puesto que todas esas casas, de construcción muy precaria, se han llovido totalmente y sus moradores han tenido serios problemas.


Por lo tanto, solicito que se envíe un oficio al señor ministro de Vivienda con el objeto de que averigüe, con las autoridades del Serviu regional del Maule, qué ha ocurrido con el Programa Jubileo, ordenado por el Presidente de la República, el cual cuenta con recursos provenientes de una organización católica, pero que hasta la fecha no se ha puesto en ejecución.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su Señoría, con la adhesión de los diputados que están alzando la mano, de lo cual se está tomando debida nota.

INFORMACIÓN SOBRE RECURSOS PARA SOLUCIONAR PROBLEMAS DE AGUAS LLUVIA EN REGIÓN METROPOLITANA. Oficio.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Andrés Egaña.


El señor EGAÑA.- Señor Presidente, esta mañana quiero traer el sentimiento de frustración que afecta a las regiones de nuestro país con motivo de las lluvias que han caído fundamentalmente en la Región Metropolitana.

¿Por qué hablo de sentimiento de frustración? Porque el crecimiento desmesurado e inorgánico de la Región Metropolitana ha traído como consecuencia que el Gobierno haya invertido millones y millones de dólares y ahora anuncia la ejecución de obras gigantescas.


Sólo deseo recordar aquí la parte del mensaje presidencial del 21 de mayo pasado en que el Presidente se refirió a la extensión de la red del Metro. Dijo: “El año pasado anuncié que durante mi gobierno se duplicará la extensión de la red del Metro. Y así se está haciendo. Se iniciaron obras en las tres extensiones: Recoleta, Gran Avenida y Catedral. Durante el año 2002 comenzarán las obras de la línea 4 -Vespucio-Puente Alto- que contempla la construcción de 33 kilómetros, cruzando once comunas de Santiago, con una inversión total de 685 mil millones de pesos”. Es decir, se invertirán más de mil millones de dólares para seguir extendiendo el Metro.


Ahora vemos con sorpresa, y en muchos casos con indignación, todas las fallas que han tenido los colectores. Estamos conscientes de que se requieren mayores inversiones. Hemos escuchado a la autoridad afirmar que se necesitan mil millones de dólares más para solucionar los proble-
mas que originan las aguas lluvia en la Región Metropolitana. Y dicha región tiene el triste récord de contar con el 40 por ciento del total de habitantes del país, en circunstancias de que representa sólo el 2 por ciento del espacio físico de su territorio.


Por lo tanto, quiero dejar claramente establecido que las regiones ven con preocupación la cantidad de recursos que se están invirtiendo sin que existan realmente incentivos para que nuestros conciudadanos permanezcan en regiones, se creen más obras públicas, se construyan más escuelas, etcétera, porque de esa manera la Región Metropolitana consumirá casi el ciento por ciento de los recursos que se necesitan para la infraestructura de todo el país.


Pido que se oficie al ministro de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones con el objeto de que nos informe sobre el total de recursos que necesita la Región Metropolitana para solucionar los problemas causados por las aguas lluvia.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su Señoría, con la adhesión de los diputados que están alzando la mano y de lo cual se está tomando debida nota.

PLAN DEL GOBIERNO PARA PAGAR DEUDA CON PROFESORES MUNICIPALIZADOS. Oficio.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Mario Escobar.


El señor ESCOBAR.- Señor Presidente, hace algunos días solicité el envío de oficios a los ministerios de Educación y de Justicia para recabar información en relación con la deuda que, desde hace años, las municipalidades de Tocopilla y de María Elena mantienen con sus profesores. Las respuestas recibidas, tanto de la Seremi de Educación como del ministro de Justicia desvían el tema hacia las municipalidades y abogados.


En días pasados también hemos visto cómo el Gobierno, como consecuencia de la presión política generada por la alcaldesa de Concepción, ha encontrado una vía de solución a un problema, la misma que miles de profesores del resto del país están esperando desde hace años.


Por lo tanto, ello me obliga a pedir el envío de un oficio al ministro del Interior para que informe acerca de la fórmula definitiva del Gobierno para pagar a los profesores, puesto que las municipalidades carecen de fondos propios.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su Señoría, con la adhesión de la bancada de la UDI.

MEDIDAS PARA SOLUCIONAR PROBLEMAS CAUSADOS POR EL ÚLTIMO TEMPORAL. Oficio.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Tiene la palabra la diputada señora María 
Angélica Cristi.


La señora CRISTI (doña María Angélica).- Señor Presidente, quiero hacer una reflexión respecto de las dramáticas emergencias que recientemente ha sufrido el país.


Hoy me ha llamado la atención el agradecimiento del Presidente de la República a las distintas instancias que han prestado colaboración, tales como el Hogar de Cristo, empresas, gobernaciones, etcétera, pero echo mucho de menos que en una situación de emergencia no se considere también a los municipios como entes claves para la solución de estas situaciones trágicas, por cuanto, si no fuera por ellos, todo sería bastante más complicado.


Me sigue sorprendiendo que el Gobierno trate de marginar a las municipalidades, responsables de resolver los problemas más urgentes de la población no sólo ahora, debido a las últimas emergencias, a pesar de que hemos visto a alcaldes en acción: al de Vitacura, tratando de impedir el desborde del río Mapocho; al de Santiago, recibiendo ayuda; al de Las Condes, colaborando con él; al de Peñalolén, tratando de paliar la situación compleja de un río que se desborda por las calles todos los años. Siento que no hay un verdadero apoyo e interés en hacer notar que los municipios son los principales actores, como es su obligación frente a la comunidad.


Siempre vemos que el Gobierno está creando fondos paralelos o quitándoles recursos a los municipios para ejercer una acción centralizada, dirigida y no focalizada justamente a través de estas entidades. Por ejemplo, eso pasó recientemente con los planes de empleo, con otros fondos existentes, entre ellos el del Fosis, y ahora con el proyecto Chile Solidario, que en ninguna parte nombra a los municipios como coordinadores de la acción social del Gobierno.


Sería tremendamente triste y lamentable que algún día comprobáramos que la verdadera razón para restar protagonismo a los municipios, con recursos y otras formas, sea porque el 50 por ciento de ellos fueron asumidos por alcaldes de la Alianza por Chile y dado que la Concertación tiene un gran plan para rescatarlos. Sería muy injusto y poco solidario, especialmente con los más pobres.


Señor Presidente, a propósito del cuestionamiento que hizo ayer el diputado señor Longueira respecto de si este último temporal es o no el peor, como se ha anunciado, recuerdo el de 1987, cuando era alcaldesa de Peñalolén. Sería interesante constatar las cifras que se han dado, porque me parece que ese temporal fue mucho más dramático.


Otra situación importante de hacer notar y que me llamó la atención, es que el mismo día del temporal el subsecretario de Obras Públicas y autoridades de Gobierno calmaban a la población diciendo que el río Mapocho no presentaba ningún problema, que tenía capacidad para 700 mil metros cúbicos más de agua y que en ese momento sólo alcanzaba a un tercio, en circunstancias de que quienes lo observábamos podíamos constatar que su volumen, por lo menos, alcanzaba a las tres cuartas partes -como lo manifestaban todos los medios de comunicación- y que casi se desbordaba. Eso no me parece serio.


También quiero referirme al tema de los colectores, en especial a la experiencia de la comuna de Peñalolén.


No me sorprende mucho, pero no puedo creer que de nuevo su Excelencia el Presidente de la República esté pensando en un alza de impuestos como gran medida creativa para resolver el problema de los colectores, en vez de corregir los errores cometidos en las adjudicaciones de las licitaciones públicas.


Es muy lamentable lo que ha pasado. Todos estábamos contentos con las nuevas vías de la circunvalación Américo Vespucio. Quienes llegamos a Pudahuel, camino a Valparaíso, las alcanzamos a usar durante casi un mes. Hoy nos encontramos con una situación realmente deplorable porque, como no se construyeron los colectores adecuados, todas las villas cercanas, a la redonda, que antes no tenían problemas con las aguas lluvia, se anegaron.


Esta situación me tocó verla también en la comuna de Peñalolén, en Américo Vespucio con la avenida Grecia. Allí nunca se habían producido inundaciones hasta que se construyó el paso sobre nivel. La parte baja se convierte en un verdadero canal para las aguas lluvia, puesto que no existen los colectores correspondientes. De ese hecho reclamamos en su oportunidad y todavía no hay respuesta.


Lo mismo ocurre en avenida Quilín con Américo Vespucio, donde, después de muchos años, se están haciendo colectores que ya deberían estar entregados. Sin embargo, allí nuevamente hubo anegamientos que paralizan la ciudad.


Pido que se envíe oficio al ministro de Obras Públicas para que me informe acerca de las razones por las cuales no han sido terminados los colectores de Quilín con avenida Américo Vespucio.


Asimismo, que nos diga qué expectativas hay para solucionar el problema de las aguas lluvia en Grecia con Américo Vespucio, donde están las nuevas vías -la respuesta anterior fue que los colectores se iban a hacer a la brevedad-, y qué proyecto propondrá el Gobierno a través del Ministerio de Obras Públicas para resolver de una vez por todas el problema del caudal del “Caballero de la montaña”, que baja por la avenida Arrieta, el que ha destruido calles y representa un peligro inminente todos los años. Allí se construyeron unas piscinas que apenas pudieron detener las aguas durante el reciente temporal.


A mi juicio, el Ministerio de Obras Públicas debería tener una solución más definitiva y concentrarse en la absorción de las aguas lluvia en la parte alta de la cordillera, por ejemplo, a través de construcción de represas, con las cuales, además, resolvería el problema del agua potable de un amplio sector. Es penoso ver cómo perdemos ese valioso recurso en una ciudad que muchas veces carece de él para abastecer a la población en los meses de verano.


Es necesario que el Gobierno aplique una política más seria y creativa, en vez de quitar cada vez más dinero a los chilenos, a través de impuestos, para realizar obras que son de su responsabilidad.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su Señoría, con la adhesión de su bancada.

IMPLEMENTACIÓN DE UNIDAD ODONTOLÓGICA Y DE MAMÓGRAFO EN 
HOSPITAL Y CONSULTORIO DE SAN BERNARDO. Oficio.


El señor SALAS (Vicepresidente).- En el tiempo del Comité de la Democracia Cristiana, tiene la palabra el diputado señor 
Edgardo Riveros.


El señor RIVEROS.- Señor Presidente, todos sabemos que la atención odontológica ha pasado a ser uno de los servicios fundamentales para mejorar la salud de nuestros conciudadanos y conciudadanas. En efecto, los programas dentales han tenido motivaciones especiales.


Por ejemplo, en San Bernardo se reconstruyó el hospital El Pino y se consideró la creación de una unidad odontológica. A raíz de que dicha unidad no había sido implementada, junto con dirigentes, en particular de juntas de vecinos y del Comité de desarrollo suroriente de San Bernardo, que preside la señora María Eliana Ramírez, en julio del año pasado nos entrevistamos con el doctor Ernesto Behnke, subsecretario de Salud de la época, para plantearle nuestra inquietud. Él hizo los requerimientos pertinentes y, con fecha 31 de agosto de 2001, el señor director del Servicio de Salud Metropolitano Sur contestó, mediante oficio ordinario Nº 1.700, recepcionado el 4 de septiembre de 2001, la consulta del subsecretario, en el cual reconoce que el proyecto del hospital El Pino considera una unidad odontológica que no se ha podido implementar. Es más, elementos de esa unidad fueron trasladados al hospital Barros Luco. Ciertamente, la comunidad del sector está inquieta por esta situación.


En ese oficio se expresa que este año se han solicitado fondos para estructurar esa unidad de manera definitiva. Desgraciadamente, hasta la fecha no tenemos una respuesta al respecto.


Por lo anteriormente expuesto, pido, por intermedio de la Mesa, que se oficie al ministro de Salud para que se dé cumplimiento a la implementación de dicha unidad odontológica y, además, hacerle presente la necesidad de dotar de un mamógrafo al consultorio El Manzano, también del sector suroriente de San Benardo.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su Señoría, con la adhesión de los diputados de las bancadas de la Democracia Cristiana, del Partido por la Democracia y del Partido Socialista.

CARACTERÍSTICAS PARA CONSTRUCCION DE COLECTORES DE AGUAS LLUVIA EN PROVINCIA DE CHACABUCO. Oficio.


El señor SALAS (Vicepresidente).- En el tiempo del Comité de la Democracia Cristiana, tiene la palabra el diputado señor Zarko Luksic.


El señor LUKSIC.- Señor Presidente, durante estos últimos días la provincia de Chacabuco, que forma parte del territorio de mi distrito, ha sufrido el embate de una lluvia persistente, que ha traído como consecuencia pérdidas humanas, de bienes y de propiedades y ha provocado cuantiosos daños.


En dicha provincia tuvimos la satisfacción de presenciar la construcción de varias carreteras concesionadas. Sin ir más lejos, la Ruta 5, que se dirige hacia el norte, comienza en Quilicura en la intersección con la circunvalación Américo Vespucio, y la carretera San Martín, que se dirige a Colina y a Los Andes.


Llamo la atención de la Sala sobre el hecho de que esas construcciones concesionadas constituyen, a la fecha, verdaderos muros y diques de contención que han evitado que las aguas escurran naturalmente, como lo ha sido siempre, de oriente a poniente. Sin embargo, esas carreteras han significado la inundación de muchos poblados en Colina, tales como Las Canteras, Santa Luisa, Santa Luz, y la pérdida de animales -son sectores rurales-, de propiedades y de una serie de enseres de las familias que habitan en esos lugares.


Por otra parte, la Ruta 5 ha provocado la inundación de decenas de industrias, las cuales no han podido funcionar en este tiempo, originando pérdidas para los empresarios y perjuicios para los trabajadores.


Por lo anteriormente expuesto, pido, por intermedio de la Mesa, que se oficie al director de Concesiones, a través del ministro de Obras Públicas, a fin de que me informe si en esa ruta concesionada se planificó la construcción de colectores de evacuación de las aguas lluvia de oriente a poniente. De ser así, que me indique cuáles fueron los diámetros del colector, a fin de que, en el futuro, en esa provincia se construyan colectores capaces de recibir y de transportar cantidades de aguas lluvia como las de estos días.

Por último, inundaciones y lluvias persistentes están ocurriendo cada cuatro o cinco años en el Gran Santiago, por lo que llamo a las autoridades ministeriales a tener una actitud preventiva -en cuatro o cinco años se repetirá este tipo de lluvias- para evitar que las nuevas carreteras se constituyan en muros que ocasionan inundaciones y pérdidas humanas y de los enseres de muchas familias humildes que viven en Colina, Lampa, Quilicura y Tiltil.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su Señoría, con la adhesión de los diputados de las bancadas de la Democracia Cristiana y del Partido por la Democracia.


PRECISIÓN SOBRE PROGRAMA JUBILEO DE CONSTRUCCIÓN DE VIVIENDAS PROGRESIVAS EN CURICÓ.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Boris Tapia.


El señor TAPIA.- Señor Presidente, quiero hacer una precisión acerca de la intervención de mi colega Sergio Correa de la Cerda, diputado por el distrito Nº 36, respecto de un convenio entre el Serviu, la Iglesia Católica y la Fundación San José de La Dehesa, para la construcción de la etapa de viviendas progresivas, que beneficiarán a 500 familias del sector Santa Lucía-Prosperidad, comuna de Curicó, que se viene dilatando desde hace dos años.


En reuniones anteriores y debido a que ya habían pasado dos inviernos y la instrucción de su Excelencia el Presidente de la República no se había cumplido, di cuenta en la Cámara de esta situación irregular.


En esa oportunidad se remitió al ministro de Vivienda y Urbanismo el oficio Nº 426, de 11 de abril de 2002, mediante el cual se le hizo presente esta situación y se le solicitó agilizar la ejecución del referido programa.


Con fecha 20 de mayo de 2002, el ministro de Vivienda y Urbanismo, mediante oficio Nº 2151, en respuesta a la inquietud del parlamentario que habla, manifestó que la demora se debía al atraso incurrido en la evaluación social que debe efectuar la municipalidad de Curicó en relación con la ficha CAS II, que determina el puntaje de estratificación social, antecedente que solicita la Fundación San José de La Dehesa. Además, instruyó al director regional del Serviu para que agilizara el programa con el Crate, entidad técnica que representa al Obispado y a la Fundación San José de La Dehesa, que ejecutará dicho programa.


A raíz de esa instrucción, impartida por el ministro de Vivienda, el Crate inició la semana pasada la evaluación de las primeras 318 familias del sector, que quedarán insertas en el programa. Una vez efectuada la evaluación del mismo, se continuaría con el programa para las 182 familias restantes, pero la Fundación San José de La Dehesa, además de hacer su evaluación, pidió al Crate que, con respecto a las especificaciones técnicas, tenía que reemplazar el ladrillo fiscal que se usa en estos proyectos por ladrillo princesa y, además, revalorizar los proyectos en relación con el número de personas que constituye cada grupo familiar.


Por lo tanto, el ministro de Vivienda ya dio respuesta a la inquietud de mi estimado amigo diputado Sergio Correa. Este programa está funcionando, y veo con mucha esperanza que, en el corto plazo, quedará superado el problema de las familias que nuevamente quedaron en precarias condiciones debido a las últimas intensas lluvias.


He dicho.

TERRENO PARA CONSTRUIR EDIFICIO DESTINADO AL FUNCIONAMIENTO DEL MINISTERIO PÚBLICO EN OCTAVA REGIÓN. Oficio.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Ortiz.


El señor ORTIZ.- Señor Presidente, la ley Nº 19.665, que hizo posible la reforma procesal penal, ha significado en la Octava Región, en cuanto modifica el Código Orgánico de Tribunales, la creación de 12 juzgados de garantía, de 4 tribunales orales en lo penal y de 14 juzgados de letras con competencia en garantía.


El problema es dónde funcionarán los tribunales que se crearon por esta ley, los cuales, en la Octava Región, deben comenzar a operar -a más tardar- en diciembre del próximo año.


Este punto también lo he conversado con mi amigo y camarada diputado Edmundo Salas, Primer Vicepresidente de la Cámara. Nos preocupa profundamente ubicar el terreno donde se edificarán estos tribunales en nuestra ciudad de Concepción. Se han visitado diferentes lugares. En primer término, como terreno fiscal, la cárcel del sector El Manzano, lugar en que estuvimos con motivo de una ceremonia en el centro de estudios y del trabajo; luego, visitamos el terreno fiscal del sector de Loma Verde, y un hermoso terreno del proyecto Ribera Norte del Biobío, en pleno barrio cívico de Concepción.


Se presentó una oferta por el Poder Judicial para el proyecto Ribera Norte, pero los propietarios la rechazaron por considerarla muy baja. Adujeron, como causal, que el precio era inferior al valor de tasación. Ésta es de 9 uefes por metro cuadrado, y se habían ofrecido 6 uefes.


Hace pocos meses nos enteramos de que con motivo de la reubicación o fusión de algunos regimientos del Ejército quedará un terreno en un lugar espectacular de Concepción. Éste corresponde a la Tercera División del Ejército, conformada, entre otras unidades militares, por el Regimiento de Caballería Nº 7 Guías, en avenida Colloa 171; el Regimiento de Infantería Llanura Nº 6 de Chacabuco, en Irarrázaval 250, y también hay un lote desocupado en el sector plaza Acevedo.


He consultado a profesionales respecto de estos terrenos, porque los que somos nacidos y criados en Concepción sabemos que son lugares espectaculares. Además, cuentan con una superficie adecuada para su óptimo funcionamiento, emplazamiento con buenas condiciones de accesibilidad peatonal y vehicular, urbanización completa con dotación de red e infraestructura, gran presencia urbana emplazada entre avenidas importantes, frente a una plaza. Por último, son terrenos del Estado.


Solicito que se oficie al ministro de Bienes Nacionales, don Jaime Ravinet, a fin de que autorice al Ejército para vender 20 hectáreas de terreno, destinando una de ellas, con cero costo, para la construcción de los tribunales, lo que, concretado, significará un avance para poner en práctica la reforma procesal penal en nuestra Octava Región.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su Señoría, con la adhesión de las bancadas Demócrata Cristiana y PPD y de quien habla.

PRIORIDAD PARA EJECUCIÓN DE PROYECTOS EN LA OCTAVA REGIÓN. Oficio.


El señor SALAS (Vicepresidente).- En el tiempo correspondiente al Comité del Partido por la Democracia, tiene la palabra al diputado señor Letelier.


El señor LETELIER (don Felipe).- Señor Presidente, todos hemos sido testigos y lamentado lo que ha ocurrido en la Región Metropolitana debido a los temporales y al exceso de lluvias.


Al respecto, me gustaría aclarar que si Santiago quiere tener la mejor infraestructura en vías de transportes, de acceso y de colectores de aguas lluvia -en lo que tanto se ha insistido-, obras que significan miles de millones de dólares, nosotros, como diputados de otras regiones, estamos contestes en que estas obras se deben realizar porque se trata de una ciudad muy grande que ha crecido anárquicamente, pero ello no debe ser a costa de los recursos del resto de las regiones del país.


Me preocupa porque si quienes viven en la Región Metropolitana quieren tener mejor infraestructura y terminar con las inundaciones por la falta de colectores de aguas lluvia, ellos deben solventarlos por la vía de las contribuciones.


Esto me inquieta muy especialmente porque ha sido tradición que, cuando acontecen estos temporales, los proyectos de las demás regiones, como el embalse La Punilla en la provincia de Ñuble, Octava Región, son postergados, dándole prioridad a la reparación de los daños causados por el terremoto, el temblor, la sequía y hoy, lamentablemente, este exceso de lluvias.


Solicito del Presidente de la República que terminemos con el coyunturalismo que se aplica en nuestro país, que la coyuntura no nos mueva a dejar de lado proyectos tan importantes como el que he señalado y otros, con el objeto de que lo que lamentablemente está sucediendo en la Región Metropolitana no vaya en desmedro de las demás regiones.


Por tanto, solicito que se oficie al Presidente de la República para que, en primer lugar, todos los problemas relacionados con el Área Metropolitana sean resueltos, por ejemplo, con el aumento de las contribuciones de quienes tienen casas en ella, especialmente en los barrios que gozan de mejores condiciones. En segundo término, que no se postergue ningún proyecto de carácter estratégico para otras regiones por el mero hecho de las lluvias inusuales que están ocurriendo en la Región Metropolitana.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su Señoría, con la adhesión de su bancada, del PPD, Renovación Nacional, Socialista y de quien habla.

ACTUACIÓN DE LA UDI EN SU LABOR FISCALIZADORA.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Tiene la palabra la diputada señora Vidal.


La señora VIDAL (doña Ximena).- Señor Presidente, me llama la atención que algunos parlamentarios de la UDI se confundan y, lo que es peor, lo hagan con las personas que representan.


Los sofistas han existido siempre y cuesta trabajo descubrirlos, porque su preocupación principal es crear argumentos falsos que terminan engañando a la gente. Esto me preocupa muchísimo, pero los hechos nos revelan la verdad. Las acciones son demostrables. Por eso confiamos en las autoridades que trabajan, día a día, haciendo bien sus tareas.


Es difícil entender y realmente cuesta comprender las formas políticas que utiliza la UDI. A veces no nos damos cuenta de que hay una estrategia política que, sistemáticamente, intenta debilitar a las instituciones públicas. Son verdaderos francotiradores que se dedican a disparar desde distintos flancos, haciendo denuncias sobre corrupción, ineficiencia, irresponsabilidad de funcionarios públicos, las que no siempre son acusaciones verdaderas y justas.


Es cierto que una de nuestras grandes tareas como diputados y diputadas es fiscalizar, pero no lo es menos que la gente no procede con seriedad al acometer estas tareas, la que sí existiría si se buscaran las debilidades, lo que no funciona, lo que está mal en el sistema para luego proponer soluciones, y no para usar los medios de comunicación cuestionando incesantemente a las autoridades y a instituciones en las cuales la Derecha también participa activamente, como es el Parlamento.

SOLIDARIDAD CON LOS DAMNIFICADOS POR EL TEMPORAL EN REGIÓN METROPOLITANA.


La señora VIDAL (doña Ximena).- Señor Presidente, desde la Cámara saludo a los miles de personas damnificadas entregándoles nuestra solidaridad. Estuve en pleno temporal acompañando, coordinando y ayudando -en lo que pudimos- en contacto con los alcaldes, la Iglesia y organizaciones sociales de Macul, San Joaquín y La Granja. Ahora hay que secar las casas y entregar calor humano a tantas familias afectadas.


Frente a la inclemencia de la naturaleza nos unimos y sacamos lo mejor de nosotros, pero a veces salen voces disonantes desde el Parlamento.


Lamento que el diputado Longueira no esté presente. Cuando el diputado Escalona hace una propuesta en sintonía con lo que está pasando en el país, a la altura de las circunstancias, en el sentido de que la Cámara de Diputados, como institución, contribuya con dinero de sus parlamentarios para acudir en ayuda de las personas que la necesitan, el señor Longueira, con su intervención, la debilita.


No constituye un “show” -como dijo el señor Longueira- sumarse como institución para ayudar. Además, tenemos la oportunidad de hacerlo silenciosamente, como lo pide él y como lo hacemos día a día quienes representamos con responsabilidad a nuestros electores. 


Dicha proposición ha sido un llamado para responder solidariamente como institución democrática, señor Longueira, porque confiamos en las instituciones del Estado -a las que fiscalizamos cuando corresponde- y en los ciudadanos y ciudadanas, a quienes defendemos cuando es necesario.


Solicito formalmente a la Mesa y a mis colegas apoyar mayoritariamente una entrega de ayuda solidaria, a fin de dar una señal potente y solidaria, como lo hizo ayer el diputado señor Escalona.


Muchas gracias.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Ayer, los Comités tomaron conocimiento de la propuesta, y se estudiará la manera de concretarla.

AGRICULTURA TRADICIONAL DEL SUR ANTE TRATADO COMERCIAL CON LA UNIÓN EUROPEA.


El señor SALAS (Vicepresidente).- En el tiempo del Comité del Partido por la Democracia, tiene la palabra el diputado señor Enrique Jaramillo.


El señor JARAMILLO.- Señor Presidente, desde que me integré a la Cámara en representación del distrito 54, de la provincia de Valdivia, Décima Región de Los Lagos, he intentado hacer notar la difícil situación por la que atraviesa la agricultura tradicional campesina del sur, respecto de la que tanto hemos hablado y muchos no conocen.


La situación geográfica, a lo mejor, divide a los chilenos. Incluso existen quienes llegan a preguntar dónde queda la Décima Región. 


Hoy, la agricultura de la Décima Región, en lo que parece ser su destino permanente, se enfrenta a graves riesgos o problemas que, en el futuro, podrían ser aún más complejos para miles de pequeños propietarios agrícolas y para quienes, sin vivir del campo, desempeñan actividades conexas. 


Esta nueva complicación se genera por la asociación comercial con la Unión Europea.


Baso esta breve intervención en comentarios del señor Osvaldo Rosales, director de la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales de la Cancillería, quien, en una entrevista a los medios de comunicación, explicitó las oportunidades de negocios agrícolas internacionales surgidas a contar de la suscripción de este acuerdo.


He tratado con el señor Rosales estos temas. Le pedí que, en su calidad de jefe de los equipos negociadores chilenos en el exterior, revisara los lineamientos que se han seguido, pues en gran medida perjudican a la agricultura tradicional del sur.


En la nota de prensa que comento se hace referencia a las posibilidades de exportar un número importante de productos agrícolas, pues se desgravará el 47 por ciento de nuestras exportaciones al viejo continente. Alude a ciertos productos, como espárragos, cebollas, pimentones, paltas, frambuesas, nectarines, duraznos, etcétera. 


Pues bien, públicamente le digo al señor Rosales que ninguno de esos productos se cultiva en el sur de Chile; que las ventajas que se le presentan al mundo del agro son relativas, pues sólo se verían beneficiados el centro, el centro sur, el norte chico y el norte grande.


Termino mi intervención en la triste soledad de esta Sala, pidiendo que se medite un segundo sobre esta relación de negocios con la Unión Europea. 


Con esta voz, que es la mía y la que representa a los campesinos del sur, anuncio que no vamos a permitir que, una vez más, se nos deje de lado, porque con ello se prescinde de la forma de vida del sur de Chile.


He dicho.

EVENTUAL CIERRE DE LA SOCIEDAD AGRÍCOLA CORFO LIMITADA, SACOR, EN LA UNDÉCIMA REGIÓN. Oficios.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Leopoldo Sánchez por un minuto.


El señor SÁNCHEZ.- Señor Presidente, la ganadería bovina de Aisén se encuentra sumamente complicada desde hace un tiempo a la fecha, a raíz de distintos acuerdos, como el del Mercosur. Lamentablemente, colapsaron los precios de los ovinos, el acceso al crédito, etcétera.


La Sociedad Agrícola Corfo Limitada, Sacor, ofreció, en un período muy propicio, la posibilidad de que los pequeños y medianos productores se abastecieran de una masa ganadera importante, con todas las posibilidades y potencialidades de la ganadería en la Undécima Región.


Lamentablemente, en una oscura decisión de los mandos medios de la administración, se dio orden, hace pocas semanas, de cerrar Sacor en la Undécima Región, y se incurrió en el absurdo de fijar un plazo de 90 días para hacer la liquidación, sin darle posibilidades de renegociar a la gente que está con problemas crediticios y de similar naturaleza.


Junto con ello, se dio el contrasentido de que el ministro del Interior instruyó por carta -tengo una copia de ella- a la División de Desarrollo Regional y Administrativo para gestionar fondos mediante el Fndr para, precisamente, potenciar Sacor y evitar que siguiera cuesta abajo.


Mi intervención es mucho más larga, pero no tengo el tiempo para continuarla.


Pido que se oficie al ministro de Economía, adjuntando copia al ministro del Interior y al intendente de la Undécima Región, para saber qué está pasando con Sacor -que pertenece al Sistema de Empresas Públicas de la Corfo- en la Undécima Región; qué ocurre con ella en la Duodécima Región y si se va a dividir; qué ha sucedido con el directorio de esta empresa, que, además, ha sido descabezado, y cuál es el futuro de este instrumento, muy potente para desarrollar la ganadería de la Undécima Región y que hoy estaría colapsando por instrucciones superiores, en sentido opuesto a los anhelos del Gobierno en cuanto a apoyar a la Sociedad Agrícola Corfo Limitada, Sacor.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su Señoría, con la adhesión de su bancada, la del Partido por la Democracia, y también del Partido Socialista y de Renovación Nacional.

SUMARIO INSTRUIDO EN CONTRA DEL DIRECTOR DE REGIONAL DE VIALIDAD DE ÑUBLE. Oficio.


El señor SALAS (Vicepresidente).- En el tiempo del Comité de Renovación Nacional, tiene la palabra el diputado señor Rosauro Martínez.


El señor MARTÍNEZ.- Señor Presidente, a fines del año pasado, la Dirección Regional de Vialidad de la Octava Región dispuso instruir un sumario en contra del director provincial de Vialidad de Ñuble.


Pido que se oficie al ministro de Obras Públicas, Transportes y Telecomunicaciones con el objeto de que nos haga llegar el sumario instruido a este director provincial por las denuncias que se acogieron.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su Señoría, con la adhesión de las bancadas de Renovación Nacional y de la Unión Demócrata Independiente.

INFRAESTRUCTURA PENITENCIARIA Y DE RECLUSIÓN DE MENORES EN PROVINCIA DE VALDIVIA. Oficios.


El señor SALAS (Vicepresidente).- En el turno del Comité de Renovación Nacional, tiene la palabra el diputado señor Roberto Delmastro.


El señor DELMASTRO.- Señor Presidente, en Valdivia, hace algunos días, tuvimos el infortunio de sufrir un incendio de grandes proporciones en la cárcel. Este siniestro afectó los talleres de carpintería, con total destrucción de los materiales y equipos que tenía ese edificio.


Afortunadamente, no hubo desgracias personales que lamentar, pero sin duda la cárcel de Valdivia quedó sin valiosos medios de recuperación y entrenamiento de los reclusos, como el centro de carpintería y los talleres en general.


Por lo expuesto, solicito que se oficie al ministro de Justicia para que nos informe cuáles fueron las causas del siniestro y qué medidas se tomarán para recuperar lo dañado que, repito, constituye una parte muy importante del centro penitenciario.


Asimismo, que nos informe cuándo se iniciará la construcción del nuevo centro penitenciario en Valdivia, proyecto aprobado hace bastante tiempo, el que atenderá a gran parte de la provincia y del sur del país. Según lo que he sabido, había problemas con los terrenos, que pertenecían al Ejército, situación que aún está pendiente.


Por último, que nos informe respecto del centro de reclusión de menores, construido hace seis o siete meses, pero que todavía no ha sido inaugurado. Por lo tanto, no ha comenzado a funcionar, a pesar de que se requiere con urgencia en el sur del país, en especial en Valdivia.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Se enviarán los oficios solicitados por su Señoría, con la adhesión de su bancada y de la Unión Demócrata Independiente.

DENUNCIA FORMULADA EN PROGRAMA INFORME ESPECIAL, DE TELEVISIÓN NACIONAL. Oficio.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Mario Bertolino.

El señor BERTOLINO.- Señor Presidente, el pasado jueves 23 de mayo Televisión Nacional difundió, en el programa Informe Especial, un reportaje relacionado particularmente con la ley de defensa del consumidor, en el que se proyectaron una serie de imágenes, a mi juicio bastante discriminatorias respecto de uno de los servicios técnicos a que se hizo mención.


Al referirse al señalado servicio técnico se hizo una serie de denuncias en su contra, se indicó su ubicación, siempre se mostró a las personas que trabajaban en él y se señalaron sus nombres, lo que no ocurrió con otros servicios técnicos, pues siempre se tuvo cuidado de no dar a conocer los nombres de las personas y de poner borrosa la pantalla cuando aparecían las direcciones. Por lo tanto, al parecer existió una abierta discriminación en contra de un pequeño empresario.


No me parece lógico que Televisión Nacional use los recursos de todos los chilenos para realizar un programa contra personas que dan trabajo y que trabajan, sin que medie ninguna acción judicial o denuncia al Sernac, instancia que correspondería para estos efectos. Más bien pareció un montaje con la intención de desprestigiar.


Es muy raro que el Gobierno, por un lado, diga estar tomando medidas para favorecer a la pequeña y mediana empresas y, por otro, las ataque a través de organismos del Estado.


Por ello, en la duda de que exista algo armado, solicito que se oficie a Televisión Nacional para que nos envíe copia del mencionado programa y de las cuentas telefónicas en las que aparezcan las llamadas hechas por Claudio Mendoza -periodista que hizo el reportaje-, durante tres meses, el mes anterior al de la grabación, el mes en que se hizo la grabación y el mes posterior, para determinar si efectivamente se contactó con una persona de cierta relevancia, quien estaría detrás del montaje.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su Señoría, con la adhesión de su bancada y de la Unión Demócrata Independiente.

INVESTIGACIÓN DE TRATO DISCRIMINATORIO EN CONTRA DE PROFESORES MUNICIPALIZADOS. Oficio.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Tiene la palabra el diputado señor Francisco Bayo.


El señor BAYO.- Señor Presidente, hace aproximadamente dos meses planteé en la Sala mi preocupación por múltiples denuncias formuladas en el distrito que represento, relacionadas con profesores municipalizados que estaban siendo objeto de trato discriminatorio por algunos alcaldes.


En esa oportunidad enviamos oficio a la señora ministra de Educación para que ordenara una investigación de los hechos, pero hasta la fecha no hemos recibido respuesta. Por ello, reitero mi petición de oficio.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su Señoría, con la adhesión de su bancada y de la Unión Demócrata Independiente.

CONSTRUCCIÓN DE PUENTE EN ANGOL. Oficio.


El señor BAYO.- Señor Presidente, en segundo lugar, el 5 de abril pasado pedí que se enviara oficio al ministro de Obras Públicas para que nos informara sobre la construcción de un puente en la avenida Bonilla, en Angol, capital de la provincia de Malleco, que permita un segundo acceso a dicha capital.


Su Excelencia el Presidente de la República no sólo se comprometió con la construcción de dicho puente cuando fue candidato a la presidencia, sino durante su desempeño como ministro de Obras Públicas.


El tiempo transcurrido, la cuantía del proyecto y lo que significa su construcción para una zona de alta cesantía y muy pocas fuentes de inversión, hace necesario que dicha obra se materialice a la brevedad.


Reitero mi petición en el sentido de saber en qué etapa de ejecución se encuentra el proyecto en la actualidad.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su Señoría, con la adhesión de su bancada y de la de la Unión Demócrata Independiente.

MARGINACIÓN DE TRAIGUÉN DE PROYECTO DE REGADÍO. Oficio.


El señor BAYO.- Señor Presidente, la comuna de Traiguén, como todos sabemos, es esencialmente agrícola; es quizás la que menos progresa en la región, si es que progresa.


Ha sido un atentado muy fuerte a su presente y a su futuro el que se la haya marginado del proyecto de regadío que originalmente se denominó Victoria-Traiguén-Lautaro, el más importante abordado por el Ministerio de Obras Públicas en los últimos decenios.


Por razones que desconozco -pues ello ocurrió cuando no ocupaba un lugar en el Parlamento-, se marginó del proyecto a Traiguén. Con ello se eliminó la posibilidad de contar con más de 50 mil hectáreas de riego para una zona que lo necesita, en especial porque está vinculada con el sector mapuche.


Solicito que se oficie al ministro de Obras Públicas, con el objeto de que nos informe cuál es la situación actual del proyecto de regadío que empezó siendo Victoria-Traiguén-Lautaro y que, según he sabido en forma extraoficial, hoy es sólo Victoria-Lautaro.


He dicho.


El señor SALAS (Vicepresidente).- Se enviará el oficio solicitado por su Señoría, con la adhesión de los diputados de su bancada y del Comité de la Unión Demócrata Independiente.

RÉPLICA A INTERVENCIÓN DE LA DIPUTADA XIMENA VIDAL.


El señor SALAS (Vicepresidente).- A Renovación Nacional le queda un minuto, igual que a la Unión Demócrata Independiente. Renovación Nacional ha cedido su tiempo al diputado señor Kast.


Tiene la palabra su Señoría.


El señor KAST.- Señor Presidente, la cultura popular es muy sabia al resumir ciertos conceptos. Hay un dicho popular que dice: “Para mentir y comer pescado, hay que tener mucho cuidado”.


Aquí se ha agredido, porque sí, a la bancada de la UDI y, en concreto, a nuestro presidente, diputado señor Pablo Longueira.


Lamentablemente, la diputada señora Ximena Vidal no se encuentra en la Sala. Ella ha dicho que considera increíble que no participemos en la entrega de dinero al Hogar de Cristo. Dijimos que no nos prestábamos para un show y añadimos que ojalá los dineros se aportaran en forma individual y que no se convocara a una conferencia de prensa para entregarlos.


Quiero decir a los diputados del Partido por la Democracia que si hubieran fiscalizado mejor -dicen que son los grandes fiscalizadores- el tema de las indemnizaciones, como también lo ocurrido con las cartas enviadas por el diputado señor Girardi para su campaña, hoy habría bastante más recursos para los necesitados, y que si ellos hicieran la mitad de lo que realiza el diputado señor Longueira en su distrito -donde fue primera mayoría, al igual que en San Bernardo, que hoy yo represento- el país estaría bastante mejor.


Si hubieran aportado tanto como el diputado señor Longueira al campamento Apóstol Santiago -sin prensa, porque él no fue a trasladar a la gente, a pesar de la gran ayuda que dio a los pobladores, pero no se prestó para posar ante las cámaras de televisión- el país sería distinto; si destinaran las mismas horas de trabajo que él dedica todos los días a la gente más humilde, nuestro país sería diferente.


He dicho.

ALCANCES A POSICIÓN DEL PARTIDO UNIÓN DEMÓCRATA INDEPENDIENTE SOBRE PROPOSICIÓN DE APORTE ECONÓMICO DE DIPUTADOS.


El señor SALAS (Vicepresidente).- En el tiempo del Comité Socialista y Radical, tiene la palabra el diputado señor Camilo Escalona.


El señor ESCALONA.- Señor Presidente, me he visto en la obligación de solicitar el tiempo correspondiente a la bancada Socialista y Radical para referirme a la ingrata situación producida ayer a raíz de la proposición que hiciera, en cuanto a que cada señor diputado autorizara el descuento de 100.000 pesos de su dieta, fondos que serían entregados al Hogar de Cristo, contribución modesta, pero importante desde el punto de vista simbólico, al esfuerzo nacional para paliar los efectos de los temporales.


La proposición la hice con un ánimo efectivamente político, a fin de enaltecer el ejercicio de la acción política, de dignificar nuestra condición de parlamentarios y de contribuir a elevar el prestigio del Congreso Nacional.


Por cierto, no todos compartimos esos propósitos. Durante años ha habido un esfuerzo sistemático, que lamentablemente ha calado en la opinión pública, tendiente a desprestigiar y a debilitar el rol del Congreso Nacional.


La esencia de un sistema democrático es tener instituciones sólidas, y una de las más sólidas debe ser precisamente el Congreso Nacional.


Es probable que haya existido una discrepancia fuerte con la UDI, agravada por la irritación manifiesta que tuvo ayer su presidente, el diputado señor Pablo Longueira, porque, efectivamente, la UDI no se ha privado de efectos comunicacionales, como aquí se ha señalado. Ha concurrido con caravanas de vehículos, apoyados generosamente por medios de comunicación adictos a publicitar sus acciones. Por ejemplo, se hizo un operativo en la comuna de Recoleta con el fin de apoyar al alcalde de esa comuna, militante de la UDI. Su partido aliado, Renovación Nacional, también hizo una expresa manifestación de voluntad a través de su presidente, quien señaló estar dispuesto a contribuir con un colchón o frazada por cada una de aquellas que donaran los ciudadanos y ciudadanas. Es decir, se admite que el Partido realice acciones comunicacionales, pero no que el Congreso Nacional tenga una acción común y colectiva.


Eso se agrava con lo que señala el documento que tengo en mi mano -lo entregaré a la Mesa- llamado “Departamento de Prensa UDI Regional”, en el que instruye a los militantes de la UDI para apoyar comunicacionalmente a sus diferentes mandatarios. Se dicen frases como las siguientes: “La UDI debe demostrar comunicacionalmente quién manda en la región”. Se refiere a la Sexta Región. “Debemos obligar a la Concertación a salir de sus madrigueras, poncharles los talones y molestarla comunicacionalmente, hasta que pierda la paciencia”. “Tenemos que convertirnos en una pauta noticiosa alternativa de los medios de comunicación, es decir, poner e imponer los temas”. La última frase es francamente para el bronce. Expresa: “La UDI debe ser el Partido más cacareador de la Sexta Región”.


Se ha intentado coartar al Congreso Nacional, limitar su acción e impedir su concurrencia a una acción colectiva tan elemental como es entregar una contribución, con recursos personales de cada parlamentario y enfrentar las consecuencias de las inclemencias climáticas. El estándar es distinto para ese Partido.


Con esto se confirma el sentido mesiánico y profundamente autoritario que marca a la Unión Demócrata Independiente, su desprecio por las instituciones democráticas y su intentona de tratar de dirigir a su propio partido como la expresión del bien y del mal de lo que se haga en Chile.


Los socialistas luchamos durante mucho tiempo por la recuperación de la democracia, entre otros fines, para que en el Congreso Nacional confluyeran todas las fuerzas políticas, sin excepción ni exclusiones, para que en él se procesaran y canalizaran las diferentes alternativas que se proponen al país en democracia. Seguiremos en ese empeño y no tendremos doble estándar; trataremos de evitar que nuestra “secta mesiánica” impere y de que en Chile se establezca y se consolide, por mucho tiempo, un Estado de derecho democrático, donde el autoritarismo y el mesianismo no tengan cabida.


He dicho.

PROYECTO DE EMERGENCIA PARA JARDÍN INFANTIL “TERNURA”, COMUNA DE FLORIDA. Oficios.


El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el diputado señor Alejandro Navarro.


El señor NAVARRO.- Señor Presidente, solicito oficiar a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y a Mideplan, a fin de que informen a esta Cámara sobre el proyecto BID 20178620-0, reposición y ampliación del jardín infantil “Ternura”, de la comuna de Florida.


Se trata de un establecimiento que recibe a setenta niños -de familias correspondientes a la categoría CAS 2, o sea, bajo los quinientos veintitrés puntos-, el que, de acuerdo con un informe del Servicio de Salud del 10 de abril de 2002, tiene su estructura absolutamente deteriorada, lo que pone en riesgo la integridad de los niños y demás personas, porque está en serio peligro de derrumbe y con problemas sanitarios por déficit de agua potable.


La autoridad sanitaria ordenó su clausura, y hoy se procedió a su cierre.


He conversado con Jenny Vega Núñez, directora regional de Integra, y con el alcalde de la comuna de Florida, Juan Vergara, quienes han informado que se están haciendo esfuerzos para que el Serviu entregue en comodato una construcción que tiene en una población de Florida, a fin de que el jardín infantil funcione allí transitoriamente.


En consecuencia, solicito a Mideplan la urgente tramitación de dicho proyecto. El municipio de Florida lo ha puesto en tercer lugar de preferencia; pero, sin duda, es Mideplan el que debe fijar su urgencia. De no ser posible ello, ya que significaría mayores recursos para el año 2003, solicito formalmente su inclusión en proyectos de emergencia, ya que la situación es dramática. Las familias de los setenta niños que atiende dicho jardín infantil han tenido que llevar a sus niños a las casas, y como muchas madres trabajan en el campo, fuera de Florida, se encuentran en una condición extremadamente difícil.


Por tanto, solicito que Mideplan y la Intendencia regional apoyen un proyecto de emergencia, ya que sus características son similares a un incendio o a una inundación. Un jardín infantil que se cierra porque el Servicio de Salud ha señalado que tiene peligro de derrumbe, lo que pone en riesgo la integridad física de setenta niños, es porque efectivamente ha sufrido un siniestro.


El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su Señoría, con la adhesión de los diputados señores Escalona y Ortiz.

INVESTIGACIÓN SOBRE OBRAS EJECUTADAS EN LA RUTA DEL ITATA, COMUNA DE PENCO. Oficio.


El señor NAVARRO.- Señor Presidente, se hace necesario que la concesionaria de la ruta del Itata, en la comuna de Penco, Octava Región, donde se enlaza con Concepción, revise las obras de los últimos cuatro kilómetros que ejecutó en dicha carretera concesionada, pues la noche del pasado domingo se desbordó el estero que circunvala las poblaciones aledañas “Desiderio Guzmán” y villa “Los Aromos”.


Los vecinos han señalado que las aguas lluvia provenientes de la carretera han sido desviadas hacia dicho estero, lo que provocó la inundación de más de veintidós casas. La noche de la inundación estuve allí, y fue dramático lo que ocurrió: el agua alcanzó treinta centímetros en el interior de casas de familias modestas, empeñosas, trabajadoras, lo que destruyó gran parte de sus enseres.


En consecuencia, solicito que Vialidad realice una investigación sobre las obras ejecutadas en la ruta del Itata, así como de la ampliación que algunos vecinos hicieron de sus viviendas angostando el canal, lo que provocó -después de esa gran lluvia- la inundación por su desborde, afectando también a otros vecinos. Por lo tanto, se hace necesario un proyecto del PMU, Programa de Mejoramiento Urbano, que permita al municipio de Penco canalizar dicho estero.


Por consiguiente, solicito que se oficie a la Subsecretaría de Desarrollo Regional, a fin de que provea los fondos, mediante un 



proyecto del municipio de Penco, para sanear, de una vez por todas, la situación de este estero que cada año termina -pero esta vez de manera extraordinaria- dañando a las familias de la población Desiderio Guzmán en la comuna de Penco.


He dicho.


El señor ORTIZ (Presidente accidental).- Se enviarán los oficios solicitados por su Señoría, con la adhesión del diputado señor Camilo Escalona y de quien preside.


Por haber cumplido con su objeto, se levanta la sesión.


-Se levantó la sesión a las 13.52 horas.
JORGE VERDUGO NARANJO,
Jefe de la Redacción de Sesiones.

VIII. DOCUMENTOS DE LA CUENTA

1.
Mensaje de S.E. el Presidente de la República con el que inicia un proyecto de acuerdo que aprueba el Acuerdo entre la República de Chile y la República Socialista de Vietnam para la promoción y protección recíprocas de las inversiones, adoptado en Santiago, el 16 de septiembre de 1999. (boletín Nº 2956-10)

“Honorable Cámara de Diputados:


Tengo el honor de someter a vuestra consideración el Acuerdo entre la República de Chile y la República Socialista de Vietnam para la Promoción y Protección Recíprocas de las Inversiones, suscrito en Santiago, el 16 de septiembre de 1999.

I. ANTECEDENTES.

Este Acuerdo encierra un compromiso entre las Partes Contratantes en orden a estimular la efectiva transferencia de capitales y su adecuada protección, de conformidad a lo establecido en las respectivas legislaciones nacionales.


En consecuencia, el propósito fundamental del mismo, así como de los demás instrumentos internacionales suscritos con otros países sobre la misma materia, es establecer un adecuado marco jurídico para regular los derechos y obligaciones del Estado receptor de los capitales como de los inversionistas extranjeros, estatuto en el que se compatibiliza el legítimo interés de éstos con el Estado receptor de las inversiones, favoreciéndose de ese modo la transferencia y movilidad de capitales.

II. CONTENIDO.
1.
Definiciones.


Como es tradicional en esta clase de instrumentos, se definen, en el artículo 1, ciertos conceptos básicos para la aplicación del Acuerdo, tales como “inversionista”, “inversión”, y “territorio”.

2.
Ámbito de aplicación.


El artículo 2 señala que el presente Acuerdo se aplicará a las inversiones realizadas, antes o después de su entrada en vigor, por inversionistas de una Parte Contratante en conformidad con la legislación de la otra Parte Contratante, en el territorio de esta última.


Sin embargo, agrega la referida disposición, el Acuerdo no se aplicará a diferencias o controversias que hayan surgido antes de su entrada en vigor o a controversias que se relacionen directamente con situaciones ocurridas antes de su entrada en vigor.

3.
Promoción y protección de las inversiones.


Seguidamente, el artículo 3 consigna el compromiso de cada Parte Contratante en orden a promover y proteger las inversiones de inversionistas de la otra Parte, sin perjudicarlas con medidas injustificadas o discriminatorias.


4.
Tratamiento de las inversiones.


Más adelante, el artículo 4 regula el tratamiento que ha de darse a las inversiones de la otra Parte Contratante, que ha se ser justo y equitativo, incluyéndose lo que se conoce como “trato nacional” y “cláusula de la nación más favorecida”.

5.
Transferencia.


Por otro lado, cada Parte Contratante garantiza a los inversionistas de la otra Parte la transferencia de los fondos relacionados con una inversión en moneda de libre convertibilidad y sin demora.

6.
Expropiación e Indemnización.


En lo relativo a la expropiación e indemnización se contempla, en el artículo 6, la obligación de las Partes de abstenerse de expropiar o nacionalizar las inversiones o adoptar medidas que tengan un efecto equivalente, a menos que éstas lo sean por causa de utilidad pública o interés nacional, en conformidad con las leyes y reglamentos de la Parte Contratante que admita tales medidas, que no sean discriminatorias y vayan acompañadas de disposiciones que permitan el pago de una indemnización inmediata, adecuada y efectiva.

7.
Compensación por pérdidas.


En cuanto a la compensación por pérdidas, el artículo 7 señala que los inversionistas de cada Parte Contratante cuyas inversiones en el territorio de la otra Parte Contratante experimenten daños o pérdidas debido a una guerra, a un conflicto armado, estado de emergencia nacional, conmoción civil u otros sucesos similares deberán recibir en lo que respecta a restitución, indemnización, compensación u otros pagos, un trato no menos favorable que aquel otorgado a los inversionistas de algún tercer Estado.

8.
Subrogación.


Cuando una Parte Contratante o un organismo autorizado de ésta, hubiera otorgado un contrato de seguro o cualquier otra forma de garantía financiera contra riesgos no comerciales con respecto a alguna inversión efectuada por uno de sus inversionistas en el territorio de la otra Parte Contratante, el artículo 8 dispone que esta última deberá reconocer los derechos que posee la primera Parte Contratante, en virtud del principio de subrogación, cuando la Primera Parte Contratante efectuare un pago en virtud de ese contrato o garantía financiera.

9.
Solución de controversias.


En materia de solución de controversias que surjan en el ámbito del Acuerdo, se distingue entre aquellas que pueden originarse entre una Parte Contratante y un inversionista de la otra Parte Contratante y las que a su vez puedan producirse entre las mismas Partes Contratantes.

a.
Solución de controversias entre una Parte Contratante y un inversionista de la otra Parte Contratante.


Al respecto, y según el artículo 9, si no pueden ser resueltas mediante consultas dentro del plazo de cuatro meses, contado desde la fecha de la solicitud de arreglo, el inversionista, a su arbitrio, podrá someter la diferencia al tribunal competente de la Parte Contratante en cuyo territorio de efectuó la inversión o al arbitraje del Centro Internacional de Arreglo de Diferencias Relativas a Inversiones (Ciadi) creado por el Convenio de Washington de 18 de marzo de 1965, en caso de que las Partes Contratantes fuesen partes de la misma, o a un tribunal arbitral ad hoc. La elección de uno u otro procedimiento será definitiva.


b.
Solución de controversias entre las Partes Contratantes.


A su vez, tratándose de diferencias entre las Partes Contratantes, el artículo 10 señala que si éstas no pueden ser resueltas por medio de canales diplomáticos dentro del plazo de seis meses, contado desde la fecha de la notificación de la diferencia, ésta podrá ser sometida, a solicitud de cualquiera de ellas, a un tribunal arbitral ad hoc, estableciéndose así un arbitraje obligatorio.


Además, el artículo 11 establece que las Partes Contratantes se consultarán acerca de materias relativas a la interpretación o aplicación del Acuerdo.

10. Disposiciones finales.


A su turno, el artículo 12 consigna las disposiciones finales relativas a la entrada en vigor y denuncia del mismo.


En mérito de lo expuesto someto a vuestra consideración, el siguiente

PROYECTO DE ACUERDO:

“Artículo Único.- Apruébase el “Acuerdo entre la República de Chile y la República Socialista de Vietnam para la Promoción y Protección Recíprocas de las Inversiones”, suscrito en Santiago, el 16 de septiembre de 1999.”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; MARÍA SOLEDAD ALVEAR VALENZUELA, Ministra de Relaciones Exteriores”.

ACUERDO ENTRE LA REPÚBLICA DE CHILE Y LA REPÚBLICA 

SOCIALISTA DE VIETNAM PARA LA PROMOCIÓN Y 

PROTECCIÓN RECÍPROCAS DE LAS INVERSIONES

El Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República Socialista de Vietnam, en adelante denominados las “Partes Contratantes”;


Con el deseo de intensificar la cooperación económica en beneficio mutuo de ambas Partes Contratantes;


Con la intención de crear y mantener condiciones favorables para las inversiones efectuadas por inversionistas de una Parte Contratante en el territorio de la otra Parte Contratante, que impliquen transferencia de capital a esta última Parte Contratante;


Reconociendo la necesidad de promover y proteger las inversiones extranjeras con miras a favorecer la prosperidad económica de ambas Partes Contratantes;


Han acordado lo siguiente:

ARTÍCULO I

Definiciones

Para los efectos del presente Acuerdo:

1)
El término “inversionista” significará las siguientes personas que hayan realizado inversiones en el territorio de la otra Parte Contratante en conformidad con el presente Acuerdo:

a)
personas naturales que, en conformidad con la legislación de esa Parte Contratante, 
sean consideradas sus nacionales;

b)
personas jurídicas, incluidas sociedades, corporaciones, asociaciones comerciales o cualquier otra entidad constituida en conformidad con la ley de esa Parte Contratante, que tengan su sede, junto con actividades comerciales efectivas, en el territorio de esa Parte Contratante.

2)
El término “inversión” significará toda clase de bienes o derechos relacionados con ella, siempre que la inversión se haya realizado en conformidad con las leyes y reglamentos de la Parte Contratante en cuyo territorio se hubiere efectuado, e incluirá, en particular, aunque no exclusivamente:

a)
bienes muebles e inmuebles, los derechos reales sobre ésos y cualesquiera otros derechos reales tales como hipotecas y prendas;

b)
acciones, cuotas sociales o cualesquiera otras clases de participación en sociedades;

c)
derechos de crédito o a cualquier otra prestación que tenga un valor económico;

d)
derechos de propiedad intelectual e industrial, incluidos los derechos de autor, patentes, marcas de fábrica, procesos técnicos, “know how” y derechos de llave;

e)
concesiones otorgadas por ley, por un acto administrativo o en virtud de un contrato, incluidas las concesiones para explorar, cultivar, extraer o explotar recursos naturales.


Cualquier modificación relativa a la forma en que se reinviertan los activos no afectará su carácter de inversión, siempre que dicha modificación se lleve a cabo conforme a la legislación de la Parte Contratante en cuyo territorio se hubiere efectuado la inversión.

3)
El término “territorio” incluye, además de los espacios terrestres, marítimos y aéreos bajo la soberanía de cada Parte Contratante, las áreas marinas y submarinas en que ejerzan derechos de soberanía y jurisdicción en conformidad con sus respectivas legislaciones y el Derecho Internacional.

ARTÍCULO II

Campo de Aplicación

El presente Acuerdo se aplicará a las inversiones realizadas, antes o después de su entrada en vigor, por inversionistas de una Parte Contratante en conformidad con la legislación de la otra Parte Contratante, en el territorio de esta última. Sin embargo, no se aplicará a diferencias o controversias que hayan surgido antes de su entrada en vigor o a controversias que se relacionen directamente con situaciones ocurridas antes de su entrada en vigor.

ARTÍCULO III

Promoción y Protección de las Inversiones
1)
Cada Parte Contratante, de acuerdo con su política general sobre inversión extranjera, promoverá en su territorio las inversiones realizadas por inversionistas de la otra Parte Contratante, y admitirá dichas inversiones en conformidad con sus leyes y reglamentos.

2)
Cada Parte Contratante protegerá dentro de su territorio las inversiones realizadas por inversionistas de la otra Parte Contratante en conformidad con sus leyes y reglamentos, y no perjudicará con medidas injustificadas o discriminatorias la administración, mantenimiento, uso, usufructo, extensión, venta y liquidación de dichas inversiones.

ARTÍCULO IV

Tratamiento de las Inversiones
1)
Cada Parte Contratante garantizará en su territorio un trato justo y equitativo a las inversiones efectuadas por inversionistas de la otra Parte Contratante, y se asegurará de que el ejercicio del derecho aquí reconocido no se vea obstaculizado en la práctica.

2)
Cada Parte Contratante otorgará a las inversiones efectuadas en su territorio por inversionistas de la otra Parte Contratante un trato no menos favorable que aquel otorgado a las inversiones de inversionistas de algún tercer país.

3)
Si una Parte Contratante otorgare ventajas especiales a los inversionistas de algún tercer país en virtud de un acuerdo que estableciere una zona de libre comercio, unión aduanera, mercado común, unión económica o cualquier otra forma de organización económica regional o cualquier acuerdo internacional destinado a facilitar el comercio fronterizo, al cual la Parte Contratante perteneciere actualmente o llegare a pertenecer en el futuro, o en virtud de disposiciones de un acuerdo relacionado en su totalidad o principalmente con materias tributarias, dicha Parte no estará obligada a otorgar esas ventajas a los inversionistas de la otra Parte Contratante.

ARTÍCULO V

Transferencia
1)
Cada Parte Contratante, en conformidad con sus leyes y reglamentos, autorizará sin demora a los inversionistas de la otra Parte Contratante la transferencia de fondos relativos a sus inversiones en moneda de libre convertibilidad, en particular aunque no exclusivamente, de:

a)
los intereses, dividendos, ingresos, utilidades y otros retornos;

b)
las amortizaciones de los contratos de préstamos relacionados con una inversión;

c)
el capital o el producto de la venta o liquidación total o parcial de una inversión; y

d)
el producto del arreglo de una controversia y las compensaciones e indemnizaciones en conformidad con el presente Acuerdo.

2)
El capital invertido sólo se podrá transferir un año después de que se haya internado al territorio de la Parte Contratante, salvo que su legislación disponga un trato más favorable.

3)
Las transferencias se efectuarán al tipo de cambio vigente en la fecha de la transferencia, en conformidad con la ley de la Parte Contratante que haya admitido la inversión.

4)
Se considerará que una transferencia se realiza “sin demora” si se efectúa dentro del período normalmente requerido para llevar a cabo los trámites de transferencia en la Parte Contratante. Dicho período no perjudicará la esencia de los derechos contemplados en este Artículo.

ARTÍCULO VI

Expropiación e Indemnización
1)
Ninguna de las Partes Contratantes adoptará medida alguna de expropiación, nacionalización u otra medida de enajenación que tenga un efecto equivalente a la nacionalización o expropiación, en contra de la inversión de los inversionistas de la otra Parte Contratante, salvo que se cumpliere con las siguientes condiciones:

a)
que las medidas sean adoptadas por causa de utilidad pública o interés nacional en conformidad con sus leyes y reglamentos;

b)
que las medidas no sean discriminatorias;

c)
que las medidas vayan acompañadas de disposiciones para el pago de una indemnización inmediata, adecuada y efectiva.

2)
La compensación será equivalente al valor de mercado que tenían las inversiones expropiadas inmediatamente antes de que ocurriera la expropiación o de que la expropiación inminente llegare a conocimiento público, y se deberá pagar sin demora indebida. La compensación incluirá intereses calculados sobre la base de la tasa Libor, a contar de la fecha de expropiación. La compensación será efectivamente realizable y libremente transferible.

3)
En cuanto a la legalidad de la nacionalización, expropiación o de cualquier otra medida que tenga un efecto equivalente y al monto de la indemnización, el inversionista afectado podrá entablar una demanda ante los tribunales ordinarios de justicia de la Parte Contratante que adoptó la medida.

ARTÍCULO VII

Compensación por Pérdidas

Los inversionistas de cada Parte Contratante cuyas inversiones en el territorio de la otra Parte Contratante sufran daños o pérdidas debido a una guerra, a un conflicto armado, estado de emergencia nacional, conmoción civil u otros sucesos similares en el territorio de la otra Parte Contratante deberán recibir de esta última, en lo que respecta a restitución, indemnización, compensación u otros pagos, un trato no menos favorable que aquel otorgado a los inversionistas de algún tercer Estado.

ARTÍCULO VIII

Subrogación
1)
Cuando una Parte Contratante o un organismo autorizado por ésta hubiere celebrado un contrato de seguro o cualquier otra forma de garantía financiera contra riesgos no comerciales con respecto a una inversión efectuada por uno de sus inversionistas en el territorio de la otra Parte Contratante, esta última deberá reconocer los derechos de la primera Parte Contratante de subrogarse en los derechos del inversionista, cuando la primera Parte Contratante hubiere efectuado un pago en virtud de dicho contrato o garantía financiera.

2)
Cuando una Parte Contratante haya efectuado un pago a su inversionista y, en virtud de ése, haya asumido los derechos y acciones de éste, dicho inversionista no podrá reclamar tales derechos y acciones en contra la otra Parte Contratante, salvo autorización expresa de la primera Parte Contratante.


ARTÍCULO IX

Solución de Controversias entre una Parte Contratante y 

un Inversionista de la otra Parte Contratante
1)
Las diferencias que surjan dentro de los términos de este Acuerdo, entre una Parte Contratante y un inversionista de la otra Parte Contratante que hubiere realizado inversiones en el territorio de la primera, deberán, en la medida de lo posible, resolverse a través de consultas.

2)
Si mediante dichas consultas no se llegare a una solución dentro de los cuatro meses siguientes a la fecha de la solicitud de arreglo, el inversionista, a su elección, podrá someter la diferencia:

a)
al tribunal competente de la Parte Contratante en cuyo territorio se efectuó la inversión; o

b)
al Centro Internacional de Arreglo de Diferencias Relativas a Inversiones (Ciadi), tomando en consideración las disposiciones aplicables de la Convención para el arreglo de Diferencias Relativas a Inversiones entre Estados y Nacionales de otros Estados, abierta para la firma en Washington el 18 de marzo de 1965, en caso de que las Partes Contratantes fueren partes de esta Convención; o

c)
a un tribunal arbitral ad hoc el cual, salvo que las partes en la diferencia acuerden algo distinto, se establecerá en conformidad con las normas de arbitraje de la Comisión de las Naciones Unidas para el Derecho Mercantil Internacional (Uncitral).

3)
Cada Parte Contratante por el presente Acuerdo otorga su consentimiento irrevocable para que cualquier diferencia de este tipo sea sometida a cualquiera de los tribunales de arbitraje mencionados en las letras b) y c) del numeral precedente.

4)
Una vez que el inversionista haya sometido la diferencia al tribunal competente de la Parte Contratante en cuyo territorio se hubiera efectuado la inversión o a cualquiera de los tribunales de arbitraje antes mencionados, la elección de uno u otro procedimiento será definitiva.

5)
Las decisiones arbitrales serán definitivas y obligatorias para ambas Partes y se harán cumplir en conformidad con la legislación de la Parte Contratante en cuyo territorio se hubiere efectuado la inversión.

6)
Las Partes Contratantes se abstendrán de tratar a través de canales diplomáticos cualesquiera materias relativas a las diferencias sometidas a un tribunal local o a arbitraje internacional en conformidad con este Artículo hasta que los procesos hubieren concluido, salvo cuando la Parte Contratante en la diferencia no hubiera acatado o cumplido la decisión del tribunal o el laudo arbitral en los términos establecidos por la decisión o laudo respectivo.

ARTÍCULO X

Solución de Controversias entre las Partes Contratantes
1)
Las diferencias que surgieren entre las Partes Contratantes relativas a la interpretación o aplicación del presente Acuerdo se resolverán a través de canales diplomáticos.

2)
Si no se llegare a acuerdo dentro de los seis meses siguientes a la fecha de notificación de la diferencia, cualquiera de las Partes Contratantes podrá someterla a un tribunal arbitral ad hoc establecido en conformidad con las disposiciones de este Artículo.

3)
El Tribunal Arbitral estará integrado por tres miembros, y se constituirá de la siguiente manera: dentro de dos meses después de la fecha de notificación de la solicitud de arbitraje, cada Parte Contratante designará un árbitro. Estos dos árbitros, en un plazo de dos meses contado desde la designación del último de ellos, elegirán de común acuerdo un tercer árbitro que deberá ser nacional de un tercer país, quien presidirá el Tribunal. La designación del Presidente deberá ser aprobada por las Partes Contratantes dentro del término de dos meses desde la fecha de nominación de esa persona.

4)
Si, dentro de los plazos establecidos en el párrafo 3) de este Artículo, no se hubieren efectuado las designaciones necesarias, o no se hubiere otorgado la aprobación requerida, cualquiera de las Partes Contratantes podrá solicitar al presidente de la Corte Internacional de Justicia que efectúe las designaciones necesarias. Si el presidente de la Corte Internacional de Justicia se viere impedido de desempeñar dicha función o si fuere nacional de alguna de las Partes Contratantes, el vicepresidente deberá realizar las designaciones y, si este último estuviere impedido de desempeñar dicha función o fuere nacional de alguna de las Partes Contratantes, el Juez con más antigüedad de la Corte que no sea nacional de ninguna de las Partes Contratantes realizará las designaciones necesarias.

5)
El presidente del Tribunal deberá ser nacional de un tercer país que tenga relaciones diplomáticas con ambas Partes Contratantes.

6)
El Tribunal Arbitral deberá adoptar sus decisiones tomando en consideración las disposiciones de este Acuerdo, los principios del Derecho Internacional sobre esta materia y los Principios Generales de Derecho reconocidos por las Partes Contratantes. El Tribunal adoptará sus decisiones por mayoría de votos y determinará su procedimiento.

7)
Cada Parte Contratante sufragará los gastos del árbitro que haya designado y los de su representación en el proceso arbitral. Los gastos del presidente y los restantes costos serán solventados en partes iguales por las Partes Contratantes, salvo que se acordare algo distinto.

8)
Las decisiones del Tribunal Arbitral serán definitivas y obligatorias para ambas Partes.

ARTÍCULO XI

Consultas

Las Partes Contratantes se consultarán acerca de materias relativas a la interpretación o aplicación de este Acuerdo.

ARTÍCULO XII

Disposiciones Finales
1)
Las Partes Contratantes se notificarán mutuamente cuando se hayan cumplido las exigencias constitucionales para la entrada en vigor del presente Acuerdo. El Acuerdo entrará en vigor sesenta días después de la fecha de la última notificación.

2)
Este Acuerdo permanecerá vigente por un período de diez (10) años, y permanecerá en vigor a menos que sea terminado en conformidad con el párrafo 3) de este Artículo.

3)
Cualquiera de las Partes Contratantes podrá terminar este acuerdo al finalizar el período inicial de diez (10) años o en cualquier momento posterior, dando aviso por escrito a la otra Parte Contratante con un (1) año de anticipación.

4)
Con respecto a las inversiones efectuadas con anterioridad a la fecha de terminación de este Acuerdo, las disposiciones del presente permanecerán en vigor por un período de diez (10) años a contar de la fecha de terminación.


En testimonio de lo cual los infrascritos, debidamente autorizados al efecto por sus respectivos Gobiernos, firman este Acuerdo.


Hecho, en Santiago, a los dieciséis días del mes de septiembre de mil novecientos noventa y nueve, en duplicado, en los idiomas español, vietnamita e inglés, siendo todos los textos igualmente auténticos. En caso de alguna divergencia de interpretación, prevalecerá el texto en inglés.


Por la República de Chile.


Por la República Socialista de Vietnam.


Conforme con su original.


(Fdo.): MARIO ARTAZA ROUXEL, Embajador Subsecretario de Relaciones Exteriores subrogante”.

2.
Mensaje de S.E. el Presidente de la República con el que inicia un proyecto de acuerdo que aprueba el Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el 
Gobierno de Nueva Zelanda para la promoción y protección de las inversiones, suscrito en Santiago, el 22 de julio de 1999. (boletín Nº 2957-10)

“Honorable Cámara de Diputados:


Tengo el honor de someter a vuestra consideración el Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de Nueva Zelanda para la Promoción y Protección de las Inversiones, suscrito en Santiago, el 22 de julio del año 1999.

I. ANTECEDENTES.

Este Acuerdo constituye un compromiso entre las Partes Contratantes en orden a estimular la efectiva transferencia de capitales y su adecuada protección, todo lo anterior de conformidad a lo establecido en las respectivas legislaciones nacionales.


En consecuencia, el propósito fundamental del mismo, así como de los demás instrumentos internacionales suscritos con otros países sobre la misma materia, es establecer un adecuado marco jurídico para regular los derechos y obligaciones del Estado receptor de los capitales como de los inversionistas extranjeros, estatuto en el que se compatibiliza el legítimo interés de éstos con el Estado receptor de las inversiones, favoreciéndose de ese modo la transferencia y movilidad de capitales.


II. CONTENIDO.
1.
Definiciones.


Como es tradicional en esta clase de instrumentos, en el artículo 1 se definen ciertos conceptos básicos para la aplicación del Acuerdo, tales como “inversionista”, “inversión”, “retornos” y “territorio”.

2.
Ámbito de aplicación.


El artículo 2 del Acuerdo dispone que se aplicará a las inversiones efectuadas en el territorio de una Parte Contratante, en conformidad con sus leyes, normas y reglamentos, antes o después de la entrada en vigor del mismo. Sin embargo, agrega la misma disposición, éste no se aplicará a las diferencias o controversias que surjan de medidas adoptadas por cualquiera de las Partes Contratantes antes de su entrada en vigor, o a controversias que involucren a una Parte Contratante y que se relacionen directamente con sucesos ocurridos antes de su entrada en vigor.

3.
Admisión, promoción y protección de las inversiones.


Seguidamente, el artículo 3 establece el compromiso de cada Parte Contratante en orden a admitir, promover y proteger las inversiones de inversionistas de la otra parte.

4.
Tratamiento de las inversiones.


Más adelante, el artículo 4 regula el tratamiento que ha de darse a las inversiones de la otra Parte Contratante, que ha se ser justo y equitativo, incluyéndose lo que se conoce como “trato nacional” y “cláusula de la nación más favorecida”.

5.
Transferencia y expropiación e indemnización.


En primer lugar, el artículo 5 establece que cada Parte Contratante garantiza a los inversionistas de la otra Parte, la transferencia de los fondos relacionados con una inversión, en moneda de libre convertibilidad y sin demora injustificada.


Luego, en lo relativo a la expropiación y compensación se contempla, en el artículo VI, la obligación de las Partes de abstenerse de adoptar medida alguna de nacionalización, expropiación u otras que tengan efecto equivalente a ellas en contra de las inversiones de inversionistas de la otra Parte, salvo que éstas sean no discriminatorias y se establezcan para un fin de utilidad pública o interés nacional, en virtud de un debido proceso legal de la Parte Contratante que admita tales medidas, y vayan acompañadas, además, de disposiciones para el pago de una compensación inmediata, adecuada y efectiva.

6.
Subrogación.


Cuando una Parte Contratante (o cualquier agencia, institución, entidad legal o sociedad designada por ella), como resultado de una indemnización otorgada en virtud de un contrato de seguro o cualquier forma de garantía financiera contra riesgos no comerciales con respecto a una inversión o cualquier parte de ella, efectuara un pago a sus propios inversionistas relativo a alguna de sus reclamaciones en virtud del presente Acuerdo, la otra Parte Contratante reconoce que la primera Parte Contratante tiene derecho, en virtud del principio de subrogación, a ejercer los derechos y hacer valer las reclamaciones de los inversionistas que hubiere indemnizado.

7.
Excepciones.


El artículo 8, que trata de las excepciones, consigna que las disposiciones del presente Acuerdo no se interpretarán de tal modo que obliguen a una Parte Contratante el beneficio de cualquier trato, preferencia o privilegio que se derive de una unión aduanera, unión económica, área de libre comercio u otra forma de organización económica regional a la cual pertenezca una Parte Contratante.


Asimismo, las disposiciones del Acuerdo, tampoco se aplicarán a materias tributarias en el territorio de cualquier Parte Contratante.

8.
Consultas.


Por otra lado, en el artículo 9, las Partes Contratantes, a solicitud de cualquiera de ellas, se consultarán sobre materias relativas a la interpretación o aplicación del presente Acuerdo.

9.
Solución de controversias.


En materia de solución de controversias que surjan en el ámbito del Acuerdo, se distingue entre aquellas que pueden originarse entre una Parte Contratante y un inversionista de la otra Parte Contratante y las que a su vez puedan producirse entre las mismas Partes Contratantes.

a.
Respecto de las primeras, si no pueden ser resueltas mediante consultas dentro del plazo de seis meses, contado desde la fecha de la solicitud de negociaciones, el inversionista podrá someterlas a la Corte o tribunal competente de la Parte Contratante en cuyo territorio se efectuó la inversión, o a arbitraje internacional que podrá ser el del Centro Internacional de Arreglo de Diferencias Relativas a Inversiones (Ciadi), creado por el Convenio de Washington de 18 de marzo de 1965, o a un tribunal ad hoc, establecido en virtud de las Normas de Proceso de Arbitraje de la Comisión de las Naciones Unidas para el Derecho Mercantil Internacional (Uncitral), si ambas partes estuvieran de acuerdo. La elección de uno u otro procedimiento, según el artículo 10, será definitiva.

b.
A su vez, tratándose de diferencias entre las Partes Contratantes, el artículo 11 señala que, si éstas no pueden ser resueltas por medio de negociaciones amigables dentro del plazo de seis meses, contado desde la fecha de la notificación de la diferencia, ésta podrá ser sometida, a solicitud de cualquiera de ellas, a un tribunal arbitral ad hoc, estableciéndose así un arbitraje obligatorio.

10. Disposiciones finales.


A su turno, el artículo 12 consigna las disposiciones finales relativas a la entrada en vigor y denuncia del mismo.


En mérito de lo expuesto, someto a vuestra consideración, el siguiente

PROYECTO DE ACUERDO:

“Artículo Único.- Apruébase el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de Nueva Zelanda para la Promoción y Protección de las Inversiones”, suscrito en Santiago, el 22 de julio de 1999.”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; MARÍA SOLEDAD ALVEAR VALENZUELA, Ministra de Relaciones Exteriores”.


ACUERDO ENTRE EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA DE CHILE Y 

EL GOBIERNO DE NUEVA ZELANDA PARA LA PROMOCIÓN Y 

PROTECCIÓN DE LAS INVERSIONES

El Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de Nueva Zelanda (en adelante denominado cada uno “Parte Contratante”);


Deseando crear condiciones favorables para una mayor cooperación económica en beneficio mutuo de ambos países, y mantener condiciones justas y equitativas para las inversiones efectuadas por los inversionistas de una Parte Contratante en el territorio de la otra Parte Contratante, que impliquen transferencia de capital;


Reconociendo que la promoción y protección recíproca de dichas inversiones extranjeras conducirá a la prosperidad económica de ambos países;


Han acordado lo siguiente:

Artículo 1

Definiciones

Para los efectos del presente Acuerdo:

1)
“Inversionista” significa:

a)
cualquier persona natural que sea ciudadana o residente permanente de una Parte Contratante en conformidad con sus leyes, que tenga actividades económicas en el territorio de esa Parte Contratante y que haya efectuado una inversión en el territorio de la otra Parte Contratante conforme al presente Acuerdo; y

b)
cualquier compañía, sociedad de personas, empresa, sociedad, asociación o entidad comercial, u otra entidad legalmente reconocida, incorporada, establecida, registrada, constituida o debidamente organizada de otro modo y domiciliada conforme a las leyes vigentes en una Parte Contratante, que efectúe actividades comerciales en el territorio de esa Parte Contratante y que haya efectuado una inversión en el territorio de la otra Parte Contratante conforme al presente Acuerdo.

2)
“inversión” significa cualquier clase de bienes o derechos relacionados con ella, siempre que la inversión se haya efectuado en conformidad con las leyes y reglamentos de la Parte Contratante que la reciba, incluidos, aunque no exclusivamente, cualesquiera:

a)
bienes muebles e inmuebles y cualesquiera otros derechos reales tales como hipotecas, usufructos, gravámenes o prendas;

b)
acciones, cuotas sociales, debentures y participaciones similares en sociedades;

c)
títulos o derechos a créditos, incluyendo préstamos, o cualquier prestación en virtud de un contrato que tenga valor financiero;

d)
derechos de propiedad intelectual, tales como derechos de autor, patentes de invenciones, marcas comerciales, diseños industriales, know-how, procesos técnicos, nombres comerciales y derechos de llave;

e)
concesiones comerciales otorgadas por ley o en virtud de un contrato, incluidas las concesiones para explorar, cultivar, extraer o explotar recursos naturales.


Cualquier modificación relativa a la forma en que se reinviertan los activos no afectará su carácter de inversión, siempre que dicha modificación se lleve a cabo conforme a la legislación de la Parte Contratante en cuyo territorio se haya efectuado la inversión.

3)
“retornos” significa un monto pecuniario producido por o derivado de una inversión, incluidos, aunque no exclusivamente, utilidades, ingresos, dividendos, intereses, ganancias de capital, royalties u otros pagos en relación con derechos de propiedad intelectual, sumas recibidas de la liquidación, amortizaciones de préstamos y honorarios;

4)
“territorio” incluye, además del territorio terrestre, marítimo y aéreo bajo la soberanía de cada Parte Contratante, la zona económica exclusiva y la plataforma continental en que la Parte Contratante en cuestión ejerce su soberanía, derechos soberanos o jurisdicción conforme a su legislación y al Derecho Internacional.

Artículo 2

Ámbito de Aplicación

El presente Acuerdo se aplicará a las inversiones efectuadas en el territorio de una Parte Contratante en conformidad con sus leyes, normas y reglamentos antes o después de la entrada en vigor de este Acuerdo, por los inversionistas de la otra Parte Contratante. Sin embargo, no se aplicará a las diferencias o controversias que surjan de medidas adoptadas por cualquiera de las Partes Contratantes antes de su entrada en vigor, o a controversias que involucren a una Parte Contratante y que se relacionen directamente con sucesos ocurridos antes de su entrada en vigor.

Artículo 2

Admisión, Promoción y Protección de las Inversiones
1)
Cada Parte Contratante, con sujeción a su política general en el campo de las inversiones extranjeras, incentivará y creará condiciones favorables para que los inversionistas de la otra Parte Contratante efectúen inversiones en su territorio y, con sujeción a su derecho a ejercer las facultades que le confieran sus leyes y reglamentos, admitirá dichas inversiones.

2)
Cada Parte Contratante, dentro de su territorio, otorgará una protección justa y equitativa a las inversiones efectuadas por los inversionistas de la otra Parte Contratante.

3)
Cada Parte Contratante cumplirá cualesquiera obligaciones que hubiere contraído en relación con las inversiones de los inversionistas de la otra Parte Contratante.

Artículo 4

Tratamiento de las Inversiones
1)
Cada Parte Contratante otorgará un tratamiento justo y equitativo a las inversiones y retornos efectuados por los inversionistas de la otra Parte Contratante en su territorio, y no perjudicará con medidas injustificadas o discriminatorias la administración, uso, usufructo, venta y enajenación de dichas inversiones.

2)
Cada Parte Contratante otorgará en su territorio a las inversiones y retornos de los inversionistas de la otra Parte Contratante un trato no menos favorable que aquel otorgado a las inversiones y retornos de los inversionistas de un tercer país o, con sujeción a sus leyes y reglamentos, que el trato otorgado a sus propios inversionistas.


Artículo 5

Transferencia
1)
Cada Parte Contratante, en conformidad con sus leyes y reglamentos, autorizará, sin demora injustificada, a los inversionistas de la otra Parte Contratante la transferencia al extranjero del capital y los retornos relacionados con una inversión sobre una base no discriminatoria y en moneda de libre convertibilidad; dichos pagos incluirán:

a)
intereses, dividendos, utilidades y otros retornos;

b)
amortizaciones de préstamos relacionados con la inversión;

c)
el producto de la venta parcial o total de la inversión;

d)
la indemnización por expropiación o pérdida contemplada en el Artículo 6 del presente Acuerdo.

2)
Se considerará que una transferencia se ha efectuado sin demora injustificada si se realizare dentro de aquel período que normalmente se requiere para llevar a cabo las formalidades de transferencia. Dicho período se iniciará en la fecha en que se presente la solicitud correspondiente en la forma debida y en ningún caso excederá de treinta días. Salvo que el inversionista acordare algo distinto, las transferencias se realizarán al tipo de cambio de mercado vigente a la fecha de la transferencia.

3)
En el caso de la República de Chile, el capital invertido sólo puede ser transferido un año después de que haya ingresado al territorio de esa Parte Contratante, a menos que su legislación disponga un tramo más favorable.

Artículo 6

Expropiación y Compensación
1)
Ninguna de las Partes Contratantes adoptará ninguna medida de nacionalización, expropiación o cualquier otra medida que tenga un efecto equivalente a la nacionalización o expropiación (en adelante denominada “expropiación”) en contra de las inversiones de inversionistas de la otra Parte Contratante en su territorio, a menos que se cumplan las siguientes condiciones:

a)
las medidas sean adoptadas para un fin de utilidad pública relacionado con las necesidades internas o el interés nacional y en virtud de un debido proceso legal;

b)
las medidas no sean discriminatorias;

c)
las medidas vayan acompañadas de disposiciones para el pago de una compensación inmediata, adecuada y efectiva. Dicha compensación se basará en el valor de mercado de la inversión inmediatamente antes de la expropiación o antes de que la inminente expropiación llegare a conocimiento público, lo que ocurra primero. Cuando resulte difícil determinar dicho valor, la compensación se determinará en conformidad con los principios de avaluación generalmente reconocidos y principios equitativos, tomando en cuenta el capital invertido, la depreciación, el capital ya repatriado, el valor de reposición y otros factores relevantes. La compensación deberá incluir intereses a la tasa comercial normal hasta la fecha de pago, se otorgará sin demora injustificada, deberá ser efectivamente realizable y deberá ser libremente convertible. Los inversionistas afectados, tendrán derecho a que una autoridad judicial u otra autoridad independiente de esa parte revise, en conformidad con la legislación de la Parte Contratante que efectuare la expropiación, el monto de la compensación y la legalidad de cualquier medida de expropiación, nacionalización o medida equivalente.

2)
Los inversionistas de una Parte Contratante cuyas inversiones en el territorio de la otra Parte Contratante hubieren sufrido pérdidas debido a una guerra o a cualquier otro conflicto armado, revolución, estado de emergencia o insurrección que haya ocurrido en el territorio de la otra Parte Contratante, deberán recibir de esta última, en lo que respecta a restitución, indemnización, compensación u otro arreglo, un tratamiento no menos favorable que aquél que esa Parte Contratante otorgue a los inversionistas de cualquier Estado o, con sujeción a sus leyes y reglamentos, a sus propios inversionistas.

Artículo 7

Subrogación
1)
En caso de que cualquier Parte Contratante (o cualquier agencia, institución, entidad legal o sociedad designada por ella), como resultado de una indemnización otorgada en virtud de un contrato de seguro o cualquier forma de garantía financiera contra riesgos no comerciales con respecto a una inversión o cualquier parte de ella, efectuare un pago a sus propios inversionistas relativo a alguna de sus reclamaciones en virtud del presente Acuerdo, la otra Parte Contratante reconoce que la primera Parte Contratante (o cualquier agencia, institución, entidad legal o sociedad designada por ella) tiene derecho, en virtud del principio de subrogación, a ejercer los derechos y hacer valer las reclamaciones de los inversionistas que hubiere indemnizado. El derecho a reclamación subrogado no será mayor al derecho o reclamación original de dichos inversionistas.

2)
Cualquier pago efectuado por una Parte Contratante (o cualquier agencia, institución, entidad legal o sociedad designada por ella) a sus inversionistas no afectará el derecho de dichos inversionistas a entablar sus demandas a la otra Parte Contratante en conformidad con el Artículo 10, en caso de que la primera Parte Contratante decidiere no ejercer sus derechos o demandas subrogados.

Artículo 8

Excepciones
1)
Las disposiciones del presente Acuerdo no se interpretarán de tal modo que obliguen a una Parte Contratante a hacer extensivo a los inversionistas de la otra Parte Contratante el beneficio de cualquier trato, preferencia o privilegio que se derive de una unión aduanera, unión económica, área de libre comercio u otra forma de organización económica regional a la cual pertenezca una Parte Contratante.

2)
Las disposiciones del presente Acuerdo no se aplicarán a materias tributarias en el territorio de cualquier Parte Contratante. Dichas materias se regirán por las leyes nacionales de cada Parte Contratante y por los términos de cualquier acuerdo relativo a tributación concluido entre las Partes Contratantes.

3)
Este Acuerdo no se aplicará a Tokelau, a menos que las Partes Contratantes hayan intercambiado notas aceptando los términos en que se aplicaría el presente Acuerdo.


Artículo 9

Consulta e Intercambio de Información
1)
Las Partes Contratantes, a solicitud de cualquiera de ellas, se consultarán sobre materias relativas a la interpretación o aplicación del presente Acuerdo.

2)
Las Partes Contratantes, en la medida de lo posible, incentivarán el intercambio de información acerca de materias relevantes relativas a inversiones. En particular, las Partes Contratantes intercambiarán información sobre casos en los que el tratamiento aplicado a inversiones de otros países en conformidad con sus leyes, reglamentos y políticas de inversiones difiera de aquél aplicado a sus propios inversionistas.

Artículo 10

Controversias entre una Parte Contratante

y un Inversionista de la otra Parte Contratante

1)
Cualquier controversia entre una Parte Contratante y un inversionista de la otra Parte Contratante será, en la medida de lo posible, solucionada amigablemente a través de negociaciones entre las partes en la controversia.

2)
Si mediante dichas negociaciones no se llegare a una solución dentro de seis meses a contar de la fecha de solicitud de negociaciones, el inversionista podrá someter la controversia ya sea:

a)
a la corte o tribunal competente de la Parte Contratante en cuyo territorio se efectuó la inversión; o

b)
a arbitraje internacional.


En el último caso, el inversionista podrá optar entre:


i) el Centro Internacional de Arreglo de Diferencias relativas a Inversiones (Ciadi) creado por el Convenio sobre Arreglo de Diferencias Relativas a Inversiones entre Estados y Nacionales de otros Estados, abierto para la firma en Washington el 18 de marzo de 1965; o


ii) un Tribunal Arbitral ad hoc establecido en virtud de las Normas de Arbitraje de la Comisión de las Naciones Unidas para el Derecho Mercantil Internacional hasta entonces vigente, si ambas partes estuvieren de acuerdo.


Una vez que el inversionista haya sometido la controversia a la corte o tribunal competente de la Parte Contratante en cuyo territorio se efectuó la inversión o a arbitraje internacional, la elección de uno u otro procedimiento será definitiva.

3)
La decisión de la corte o tribunal competente, o del Tribunal Arbitral, según correspondiere, será definitiva y obligatoria para ambas partes.

4)
Una vez que la controversia sea sometida a la corte o tribunal competente de la Parte Contratante afectada o a arbitraje internacional en conformidad con este Artículo, ninguna Parte Contratante concederá protección diplomática en lo que respecta a la controversia ni la someterá a reclamación internacional, salvo que la otra Parte Contratante no haya acatado o no haya dado cumplimiento a cualquier sentencia, laudo, orden u otra decisión dictada por el tribunal internacional o local competente en cuestión.

5)
Las disposiciones de este Artículo no se aplicarán si, con respecto a la misma controversia, un inversionista goza de protección diplomática de un Estado que no sea Parte Contratante en el presente Acuerdo.

6)
Para efectos de los párrafos 4) y 5) de este Artículo, la protección diplomática no incluirá los intercambios diplomáticos informales cuyo único fin sea facilitar la solución de la controversia.

Artículo 11

Controversias entre las Partes Contratantes
1)
Las Partes Contratantes procurarán resolver cualquier diferencia que surja entre ellas con respecto a la interpretación o aplicación de las disposiciones de este Acuerdo, a través de negociaciones amigables.

2)
Si la diferencia no pudiere ser resuelta de ese modo dentro de los seis (6) meses siguientes a la fecha de notificación de la diferencia, cualquiera de las Partes Contratantes podrá someterla a un Tribunal Arbitral ad hoc, en conformidad con este Artículo.

3)
El Tribunal Arbitral estará integrado por tres miembros y será constituido de la siguiente forma: dentro de dos meses contados desde la fecha de notificación por una Parte Contratante de su deseo de solucionar la controversia mediante arbitraje, cada Parte Contratante designará un árbitro. Esos dos miembros, dentro de treinta días contados desde la designación del último de ellos, elegirán a un tercer miembro que deberá ser nacional de un tercer país que tenga relaciones diplomáticas con ambas Partes Contratantes y quien actuará como presidente. La designación del presidente deberá ser aprobada por las Partes Contratantes dentro de treinta días, contados desde la fecha de su nominación.

4)
Si, dentro de los plazos establecidos en los párrafos 2) y 3) de este Artículo, no se ha efectuado la designación requerida o no se ha otorgado la aprobación requerida, cualquiera de las Partes Contratantes podrá solicitar al presidente de la Corte Internacional de Justicia que efectúe la designación necesaria. Si el presidente de la Corte Internacional de Justicia estuviere impedido de desempeñar dicha función o si fuere nacional de alguna de las Partes Contratantes, el vicepresidente deberá realizar la designación y, si este último se encontrare impedido de hacerlo o fuere nacional de alguna de las Partes Contratantes, el juez de la Corte que lo siguiere en antigüedad y que no fuere nacional de ninguna de las Partes Contratantes, deberá realizar la designación.

5)
Cada una de las Partes Contratantes sufragará los gastos del árbitro que haya designado y aquellos relativos a su representación en el proceso arbitral. Los gastos del presidente y las demás costas serán solventados en partes iguales por las Partes Contratantes, salvo que éstas acuerden otra modalidad.

6)
Las decisiones del Tribunal Arbitral serán definitivas y obligatorias.

Artículo 12

Disposiciones finales
1)
Las Partes Contratantes se notificarán entre sí por escrito el cumplimiento de las exigencias constitucionales para la entrada en vigor del presente Acuerdo. Este Acuerdo entrará en vigor a los treinta (30) días, contados desde la fecha de la última notificación.

2)
Este Acuerdo permanecerá en vigor por un período de quince años. Posteriormente, permanecerá en vigor hasta que una de las Partes Contratantes diere aviso por escrito de su intención de terminarlo, comunicado por la vía diplomática con un año de anticipación.

3)
Con respecto a las inversiones efectuadas con anterioridad a la fecha en que se hiciere efectivo el aviso de terminación de este Acuerdo, las disposiciones de los Artículos 1 al 11 permanecerán en vigor por un período adicional de quince años a contar de esa fecha.


Hecho en Santiago, Chile, a los veintidós días del mes de julio de mil novecientos noventa y nueve, en duplicado, en los idiomas español e inglés, siendo ambos textos igualmente auténticos.


Por el Gobierno de la República de Chile.


Por el Gobierno de Nueva Zelanda.


Conforme con su original.


(Fdo.): MARIO ARTAZA ROUXEL, Embajador Subsecretario de Relaciones Exteriores subrogante.

Santiago, 25 de julio de 2000”.

3.
Mensaje de S.E. el Presidente de la República con el que inicia un proyecto de acuerdo que aprueba el Acuerdo entre la República de Chile y el Gobierno de 
Turquía sobre la promoción y protección recíprocas de las inversiones y su protocolo, suscritos en Santiago, el 21 de agosto de 1998. (boletín Nº 2958-10)

“Honorable Cámara de Diputados:


Tengo el honor de someter a vuestra consideración el Acuerdo entre la República de Chile y la República de Turquía sobre la Promoción y Protección Recíprocas de las Inversiones y su Protocolo, suscritos en Santiago, el 21 de agosto de 1998.

I. ANTECEDENTES.

Este Acuerdo encierra un compromiso entre las Partes Contratantes en orden a estimular la efectiva transferencia de capitales y su adecuada protección, de conformidad a lo establecido en las respectivas legislaciones nacionales.


En consecuencia, el propósito fundamental del mismo, así como de los demás instrumentos internacionales suscritos con otros países sobre la misma materia, es establecer un adecuado marco jurídico para regular los derechos y obligaciones del Estado receptor de los capitales como de los inversionistas extranjeros, estatuto en el que se compatibiliza el legítimo interés de éstos con el Estado receptor de las inversiones, favoreciéndose de ese modo la transferencia y movilidad de capitales.


II. CONTENIDO.
1.
Definiciones.


Como es usual en esta clase de instrumentos, se definen, en primer término en el artículo I, ciertos conceptos básicos para la aplicación del Acuerdo, tales como “inversionista”, “inversión”, “retornos” y “territorio”.

2.
Ámbito de aplicación.


Tal como señala el artículo II, el Acuerdo se aplicará a las inversiones en el territorio de una Parte Contratante efectuadas de acuerdo con su legislación, antes o después de la entrada en vigor del Acuerdo, por parte de inversionistas de la otra Parte Contratante. Sin embargo, el Acuerdo no se aplicará a las diferencias que hubieran surgido antes de su entrada en vigor.

3.
Promoción y protección de las inversiones.


Seguidamente, el artículo III establece el compromiso de cada Parte Contratante en orden a promover las inversiones de inversionistas de la otra parte y admitirlas en conformidad a sus leyes y reglamentos.


Más adelante, en el artículo IV se regula el compromiso de protección de las inversiones, sin perjudicarlas con medidas injustificadas o discriminatorias, y el tratamiento que ha de darse a éstas, que ha de ser justo y equitativo, incluyéndose lo que se conoce como “trato nacional” y “cláusula de la nación más favorecida”.

4.
Expropiación e indemnización.


En lo relativo a la expropiación e indemnización, se contempla la obligación de las Partes de abstenerse de adoptar medida alguna de nacionalización o expropiación, ni cualquiera que tenga un efecto equivalente en contra de las inversiones en su territorio pertenecientes a inversionistas de la otra Parte Contratante, a menos que éstas sean establecidas para fines de utilidad pública y en conformidad con el debido proceso legal y vayan acompañadas de disposiciones que estipulen el pago de una indemnización oportuna, adecuada y efectiva, todo de acuerdo al artículo V.

5.
Indemnización por pérdidas.


Cuando los inversionistas de una Parte Contratante hayan sufrido pérdidas en sus inversiones en el territorio de la otra Parte Contratante debido a una guerra, insurrección, disturbios civiles y otros eventos similares, deberán recibir, de acuerdo a lo señalado en el artículo VI, en cuanto a indemnización por pérdidas, un trato no menos favorable que el que esa Parte Contratante concede a sus propios inversionistas o a los inversionistas de cualquier tercer país, de ambos, el que sea más favorable.

6.
Transferencias.


Además, cada Parte Contratante autorizará a los inversionistas de la otra Parte la transferencia de los fondos relacionados con una inversión en moneda de libre convertibilidad y sin demora.

7.
Subrogación.


Por otro lado, de acuerdo al artículo VIII, si la inversión de un inversionista de una Parte Contratante estuviere asegurada contra riesgos no comerciales en virtud de un sistema establecido por ley, cualquier derecho de subrogación del asegurador que surja de los términos del contrato de seguro deberá ser reconocido por la otra Parte Contratante.


8.
Disposiciones más favorables.


A su vez, si las disposiciones de obligaciones internacionales o de las leyes y reglamentos de una Parte Contratante o cualquier otra forma de obligaciones existentes en la actualidad o en el futuro, o si cualquier acuerdo entre un inversionista de una Parte Contratante y la otra Parte Contratante contuvieren normas de carácter general o específico que concedan a las inversiones de los inversionistas de la otra Parte Contratante un trato más favorable que el contemplado en el Acuerdo, el artículo IX dispone que dichas normas prevalecerán.


Además, las Partes acuerdan consultarse a la brevedad, para resolver cualesquiera diferencias relativas al Acuerdo, o para analizar cualquier materia que se relacione con la interpretación o aplicación del mismo.

9.
Normas sobre Arreglo de Diferencias.


Sin embargo, en materia de solución de diferencias que surjan en el ámbito del Acuerdo, se distingue entre aquellas que pueden originarse entre una Parte Contratante y un inversionista de la otra Parte Contratante y las que a su vez puedan producirse entre las mismas Partes Contratantes.

a.
Respecto de las primeras, y de acuerdo al artículo XI del Acuerdo, si no pueden ser resueltas mediante consultas amistosas dentro del plazo de tres meses, contado desde la fecha de la solicitud de arreglo, el inversionista, a su arbitrio, podrá someterlas al tribunal o Corte competente de la Parte Contratante en cuyo territorio se efectúo la inversión o a arbitraje internacional del Centro Internacional de Arreglo de Diferencias Relativas a Inversiones (Ciadi), creado por el Convenio de Washington de 18 de marzo de 1965; o a un tribunal de arbitraje ad hoc establecido en virtud de las Normas de Proceso de Arbitraje de la Comisión de las Naciones Unidas para el Derecho Mercantil Internacional. La elección de uno u otro procedimiento será definitiva.

b.
En cambio, tratándose de diferencias entre las Partes Contratantes, el artículo XII señala que si éstas no pueden ser resueltas por medio de negociaciones amigables dentro del plazo de seis meses, contado desde la fecha de la notificación de la diferencia, ésta podrá ser sometida, a solicitud de cualquiera de ellas, a un tribunal arbitral ad hoc, estableciéndose así un arbitraje obligatorio.

10. Disposiciones finales.


A su turno, el artículo XIII consigna las disposiciones finales relativas a la entrada en vigor y denuncia del mismo.

11. Protocolo.


Por último, cabe señalar que, conjuntamente con la suscripción del presente Acuerdo, las Partes firmaron un Protocolo Anexo, que constituye parte integrante del mismo, mediante el cual se complementa el artículo VII del Acuerdo, en lo relativo a la oportunidad de la transferencia del capital y cuando ésta se considera efectuada sin demora.


En mérito de lo expuesto, someto a vuestra consideración, para ser tratado en la actual Legislatura Extraordinaria de Sesiones del honorable Congreso Nacional, el siguiente

PROYECTO DE ACUERDO:

“Artículo Único.- Apruébanse el “Acuerdo entre la República de Chile y la República de Turquía sobre la Promoción y Protección Recíprocas de las Inversiones” y su Protocolo, suscritos en Santiago, el 21 de agosto de 1998.”.



Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; MARÍA SOLEDAD ALVEAR VALENZUELA, Ministra de Relaciones Exteriores”.

ACUERDO ENTRE LA REPÚBLICA DE CHILE

Y LA REPÚBLICA DE TURQUÍA SOBRE LA PROMOCIÓN Y 

PROTECCIÓN RECÍPROCAS DE LAS INVERSIONES

La República de Chile y la República de Turquía, en adelante denominadas las Partes Contratantes,


Deseando promover una mayor cooperación económica entre ellas, en particular, con respecto a las inversiones de inversionista de una Parte Contratante, lo cual implica transferencia de cualquier clase de activos al territorio de la otra Parte Contratante;


Reconociendo que un acuerdo acerca del trato que deba otorgarse a dicha inversión estimulará el flujo de capital y tecnología y el desarrollo económico de las Partes Contratantes;


Acordando que es conveniente otorgar un trato justo y equitativo a las inversiones con el fin de mantener un marco estable para las inversiones y la máxima utilización efectiva de los recursos económicos, y


Habiendo resuelto concluir un acuerdo relativo a la promoción y protección recíprocas de inversiones,


Por el presente han acordado lo siguiente:

ARTÍCULO I

Definiciones

Para los efectos del presente Acuerdo:

1.
El término “inversionista” significa las siguientes personas que inviertan en el territorio de la otra Parte Contratante en conformidad con el presente Acuerdo:

a)
personas naturales que sean nacionales de cualquiera de las Partes Contratantes de acuerdo con sus leyes aplicables;

b)
cualquier personas jurídica, incluidas compañías, sociedades anónimas o asociaciones comerciales constituidas o creadas en virtud de la ley vigente de cualquiera de las Partes Contratantes, y que tengan sus sedes principales, junto con sus actividades económicas efectivas, en el territorio de esa Parte Contratante.

2.
El término “inversión” significa toda clase de activos siempre y cuando la inversión haya sido admitida en conformidad con las leyes y reglamentos de la otra Parte Contratante, e incluirá, en particular, aunque no exclusivamente:

a)
bienes muebles e inmuebles y cualesquiera otros derechos reales, según éstos estuvieren definidos en conformidad con las leyes y reglamentos de la Parte Contratante en cuyo territorio se encuentren los bienes;

b)
acciones, valores o cualquier otro tipo de participación en sociedades;

c)
retornos reinvertidos;

d)
derechos a dinero o a cualquier prestación que tengan un valor económico asociado a una inversión;

e)
derechos de propiedad intelectual e industrial, patentes, diseños industriales, marcas comerciales, derechos de llave, conocimientos técnicos y cualesquiera otros derechos similares;

f)
concesiones otorgadas por ley o contrato, incluidas las concesiones relacionadas con recursos naturales,

3.
El término “retornos” significa los montos producidos por una inversión e incluye, en particular, aunque no exclusivamente, utilidades, intereses y dividendos.

4.
El término “territorio” incluye las áreas de la zona económica exclusiva y la plataforma continental, en la medida en que el derecho internacional permita a la Parte Contratante en cuestión ejercer derechos de soberanía o jurisdicción en dichas áreas.

ARTÍCULO II

Ámbito de Aplicación

El presente Acuerdo se aplicará a las inversiones en el territorio de una Parte Contratante efectuadas en conformidad con su legislación, antes o después de la entrada en vigor del Acuerdo, por parte de inversionistas de la otra Parte Contratante. Sin embargo, no se aplicará a las diferencias que hubieran surgido antes de su entrada en vigor.

ARTÍCULO III

Promoción de las Inversiones

Cada Parte Contratante promoverá en su territorio las inversiones, y las actividades asociadas a ésas, efectuadas por inversionistas de la otra Parte Contratante, y admitirá dichas inversiones en conformidad con sus leyes y reglamentos sobre una base no menos favorable que aquella otorgada en situaciones similares a las inversiones de inversionistas de cualquier tercer país.

ARTÍCULO VI

Protección de las Inversiones
1.
Cada Parte Contratante garantizará, en todo momento, un trato justo y equitativo a los inversionistas de la otra Parte Contratante y no perjudicará la administración, mantenimiento, uso, usufructo o enajenación de ésas a través de medidas injustificadas o discriminatorias.

2.
Cada Parte Contratante concederá a dichas inversiones, una vez que se hayan establecido, un trato no menos favorable que aquel que conceda en circunstancias similares a las inversiones de sus propios inversionistas o a las inversiones de inversionistas de cualquier tercer país, de ambos, el que sea más favorable.

3.
En conformidad con las leyes y reglamentos de las Partes Contratantes relativos al ingreso, permanencia temporal y empleo de extranjeros:

a)
los nacionales de cualquier Parte Contratante estarán autorizados para ingresar y permanecer en el territorio de la otra Parte Contratante con el fin de establecer, desarrollar, administrar o asesorar la operación de una inversión en la que ellos, o un inversionista de la primera Parte Contratante que los haya contratado, haya (n) comprometido o estén (n) en proceso de comprometer capital u otros recursos;

b)
las personas jurídicas, de acuerdo con la definición del Artículo I. 1 b), constituidas en virtud de las leyes y reglamentos aplicables de una Parte Contratante y que correspondan a inversiones de inversionistas de la otra Parte Contratante, estarán autorizadas para contratar personal administrativo y técnico a su arbitrio, independientemente de su nacionalidad.

4.
Las disposiciones del presente Artículo no serán válidas en relación con los siguientes acuerdos celebrados por cualquiera de las Partes Contratantes:

a)
los que se relacionen con cualesquiera uniones aduaneras, mercados comunes, áreas de libre comercio, organizaciones comerciales regionales existentes en la actualidad o que se celebraren en el futuro u otros acuerdos internacionales similares;

b)
los que se relacionen total o principalmente con tributación.

ARTÍCULO V

Expropiación e Indemnización
1.
Ninguna de las Partes Contratantes adoptará medida alguna de nacionalización o expropiación ni cualquier otra medida que tenga un efecto equivalente en contra de las inversiones en su territorio pertenecientes a inversionistas de la otra Parte Contratante, a menos que las medidas sean adoptadas para fines de utilidad pública y en conformidad con el debido proceso legal. Las medidas vayan acompañadas de disposiciones que estipulen el pago de una indemnización oportuna, adecuada y efectiva. Dicha indemnización ascenderá al valor de mercado que tenía la inversión expropiada inmediatamente antes de que la expropiación o expropiación inminente haya llegado a conocimiento público, de cualquiera de estas situaciones, la que ocurra primero, e incluirá los intereses a contar de la fecha de la expropiación, se pagará sin demora indebida y será plenamente liquidable y libremente transferible.

2.
El inversionista afectado tendrá derecho a recubrir, en virtud de la legislación de la Parte Contratante que efectúa la expropiación, a la autoridad judicial de esa Parte, con el fin de revisar el monto de la indemnización y la legalidad de cualquier expropiación o medida equivalente de ese tipo.

ARTÍCULO VI

Indemnización por Pérdidas

Los inversionistas de una Parte Contratante cuyas inversiones hayan sufrido pérdidas en el territorio de la otra Parte Contratante debido a una guerra, insurrección, disturbios civiles u otros eventos similares, deberán recibir de dicha otra Parte Contratante, en lo que respecte a cualesquiera medidas que ésta adopte en relación con dichas pérdidas, un trato no menos favorable que el que esa Parte Contratante concede a sus propios inversionistas o a los inversionistas de cualquier tercer país, de ambos, el que sea más favorable.


ARTÍCULO VII

Transferencias
1.
Cada Parte Contratante autorizará sin demora a los inversionistas de la otra Parte Contratante, la transferencia de fondos relacionados con una inversión en moneda de libre convertibilidad, particularmente de:

a)
retornos;

b)
producto de la venta o liquidación total o parcial de la inversión;

c)
indemnización en conformidad con los Artículos V y VI;

d)
pagos de reembolsos e intereses derivados de préstamos relacionados con inversiones;

e)
sueldos, salarios y otras remuneraciones recibidas por los nacionales de una Parte Contratante que hayan obtenido en el territorio de la otra Parte Contratante los permisos de trabajo correspondientes con respecto a una inversión; y

f)
los pagos derivados de una diferencia de inversión.

2.
Las transferencias se realizarán en la moneda convertible en que se hayan efectuado las inversiones o en cualquier moneda convertible si el inversionista así lo acordare, y al tipo de cambio vigente a la fecha de la transferencia.

3.
No obstante las disposiciones de las cláusulas 1. y 2., las Partes Contratantes podrán aplicar leyes y reglamentos que:

a)
dispongan los procedimientos que habrán de seguirse con respecto a las transferencias contempladas en este Artículo, siempre que dichos procedimientos sean efectuados sin demora por la Parte Contratante en cuestión y que éstos no perjudiquen la esencia de los derechos señalados en las cláusulas 1. y 2. del presente Artículo;

b)
exijan informes de la transferencia de divisas;

c)
determinen impuestos a la renta por medio de un impuesto de retención aplicable a los dividendos u otras transferencias. Asimismo, cualquiera de las Partes Contratantes podrá proteger los derechos de los acreedores o garantizar el cumplimiento de una sentencia de un proceso arbitral a través de la aplicación equitativa, no discriminatoria y de buena de esta ley.

ARTÍCULO VIII

Subrogación
1.
Si la inversión de un inversionista de una Parte Contratante estuviere asegurada contra riesgos no comerciales en virtud de un sistema establecido por ley, cualquier derecho de subrogación del asegurador que surja de los términos del contrato de seguro deberá ser reconocido por la otra Parte Contratante.

2.
El asegurador no podrá ejercer más derechos que los que habría podido ejercer el inversionista.

3.
Las diferencias entre una Parte Contratante y un asegurador se resolverán en conformidad con las disposiciones del Artículo XI del presente Acuerdo.


ARTÍCULO IX

Disposiciones más favorables

Si las disposiciones de obligaciones legales internacionales o de las leyes y reglamentos de una Parte Contratante o los Acuerdos o cualquier otra forma de obligaciones existentes en la actualidad o que se establezcan en el futuro entre las Partes Contratantes, además del presente Acuerdo, o si cualquier acuerdo entre un inversionista de una Parte Contratante y la otra Parte Contratante contuvieren normas de carácter general o específico que concedan a las inversiones de los inversionistas de la otra Parte Contratante un trato más favorable que el contemplado en este Acuerdo, dichas normas prevalecerán sobre el presente Acuerdo en la medida en que sean más favorables.

ARTÍCULO X

Consultas

Las Partes Contratantes acuerdan consultarse a la brevedad, a solicitud de cualquiera de ellas, para resolver cualesquiera diferencias relativas al acuerdo, o a analizar cualquier materia que se relacione con la interpretación o aplicación del presente Acuerdo.

ARTÍCULO XI

Arreglo de Diferencias entre una Parte Contratante y 

un Inversionista de la otra Parte Contratante
1.
Con el fin de resolver amigablemente las diferencias entre una Parte Contratante y un inversionista de la otra Parte Contratante relativas a su inversión, previa notificación por escrito de cualquiera de ellas, se celebrarán consultas entre las Partes Contratantes involucradas.

2.
Si mediante dichas consultas no se llegare a una solución dentro de tres meses a contar de la fecha de una solicitud por escrito de arreglo, el inversionista podrá someter la diferencia:

a)
al tribunal o corte competente de la Parte Contratante en cuyo territorio se efectuó la inversión; o

b)
a arbitraje internacional del Centro Internacional de Arreglo de Diferencias relativas a Inversiones (Ciadi), creado por la Convención para el Arreglo de Diferencias relativas a Inversiones entre Estados y Nacionales de otros Estados, abierta para la firma en Washington el 18 de marzo de 1965; o

c)
a un tribunal de arbitraje ad hoc establecido en virtud de las Normas de Proceso de Arbitraje de la Comisión de las Naciones Unidas para el Derecho Mercantil Internacional.

3.
Una vez que el inversionista haya sometido la diferencia al tribunal o corte competente de la Parte Contratante en cuyo territorio se hubiera efectuado la inversión o a arbitraje internacional, esa elección será definitiva.

4.
El tribunal arbitral adoptará sus decisiones en conformidad con las disposiciones del presente Acuerdo, las leyes de la Parte Contratante involucrada en la diferencia, incluidas sus normas sobre derecho internacional privado, los términos de cualquier acuerdo específico concluido en relación con una inversión de ese tipo y las normas y principios pertinentes del Derecho Internacional.

5.
Los laudos arbitrales serán definitivos y vinculantes para ambas Partes y serán ejecutados en conformidad con las leyes de la Parte Contratante en cuyo territorio se hubiera efectuado la inversión.

6.
Una vez que se haya sometido una diferencia al tribunal o la corte competente o a arbitraje internacional en conformidad con este Artículo, ambas Partes Contratantes se abstendrán de tratar la diferencia a través de canales diplomáticos, salvo que la otra Parte Contratante no hubiera acatado o cumplido cualquier sentencia, laudo, orden u otra decisión dictada por el tribunal o corte internacional o local competente en la materia.

ARTÍCULO XII

Arreglo de Diferencias entre las Partes Contratantes
1.
Las Partes Contratantes procurarán resolver cualquier diferencia que surja entre ellas con respecto a la interpretación o aplicación de las disposiciones de este Acuerdo a través de negociaciones amigables.

2.
Si la diferencia no pudiere ser resuelta de ese modo dentro de seis meses después de la fecha de notificación de la diferencia, cualquiera de las Partes Contratantes podrá someterla a un Tribunal Arbitral Ad-hoc, en conformidad con este Artículo.

3.
El Tribunal Arbitral estará integrado por tres miembros, y se constituirá de la siguiente manera: dentro de dos meses después de que una de las Partes Contratantes notifique su deseo de resolver la diferencia mediante arbitraje, cada Parte Contratante designará un árbitro. Luego, estos dos árbitros, en un plazo de treinta días contado desde la designación del último de ellos, elegirán de común acuerdo a un tercer árbitro que deberá ser nacional de un tercer país.

4.
Si, dentro de los plazos establecidos en las cláusulas 2. y 3. de este Artículo, no se hubiere efectuado la designación requerida, o no se hubiere otorgado la aprobación requerida, cualquiera de las Partes Contratantes podrá solicitar al presidente de la Corte Internacional de Justicia que efectúe las designaciones necesarias. Si el presidente de la Corte Internacional de Justicia se viere impedido de desempeñar dicha función o si fuere nacional de cualquiera de las Partes Contratantes, las designaciones las efectuará el juez con más antigüedad de la Corte, que no fuere nacional de ninguna de las Partes Contratantes.

5.
El presidente del Tribunal deberá ser nacional de un tercer país que tenga relaciones diplomáticas con ambas Partes Contratantes.

6.
El Tribunal Arbitral dispondrá de tres meses, a contar de la fecha de elección del presidente, para acordar normas de procedimiento que sean compatibles con las demás disposiciones de presente Acuerdo. A falta de dicho acuerdo, el Tribunal solicitará al presidente de la Corte Internacional de Justicia que establezca las normas de procedimiento, tomando en consideración las normas sobre procesos de arbitraje internacional generalmente reconocidas.

7.
El Tribunal Arbitral adoptará sus decisiones tomando en cuenta las disposiciones de este Acuerdo, los principios del derecho internacional sobre esta materia y los principios generales del Derecho reconocidos por las Partes Contratantes. El Tribunal adoptará sus decisiones por mayoría de votos.

8.
Cada Parte Contratante sufragará los costos del árbitro que haya designado y los de su representación en el proceso arbitral. El costo del presidente y los restantes costos serán solventados en partes iguales por las Partes Contratantes salvo que se acuerde otra cosa.

9.
Los laudos del Tribunal Arbitral serán definitivos y vinculantes para ambas Partes Contratantes.

10. Una diferencia no será sometida a un tribunal de arbitraje internacional en virtud de las disposiciones de este Artículo, si ésta hubiera sido sometida a otro tribunal de arbitraje internacional en virtud de las disposiciones del Artículo XI y estuviere aún pendiente ante el tribunal.

ARTÍCULO XIII

Disposiciones Finales
1.
Las Partes Contratantes se notificarán mutuamente cuando se hayan cumplido las exigencias constitucionales para la entregada en vigor del presente Acuerdo. El Acuerdo entrará en vigor treinta días después de la fecha de la última notificación.

2.
Este Acuerdo permanecerá en vigor por un período de diez años. Posteriormente, se prolongará por un tiempo indefinido, a menos que una de las Partes Contratantes diere a la otra Parte Contratante aviso de terminación por escrito comunicado por la vía diplomática con un año de anticipación.

3.
Respecto de las inversiones efectuadas con anterioridad a la fecha en que se hiciere efectivo el aviso de terminación de este Acuerdo, las disposiciones del presente Acuerdo permanecerán en vigor por un período adicional de diez años a contar de esa fecha.

4.
Este Acuerdo podrá ser modificado por consentimiento por escrito entre las Partes. Cualquier modificación entrará en vigor cuando cada Parte Contratante notifique a la otra que ha cumplido las exigencias internas para la entrada en vigor de dicha modificación.


Hecho en la ciudad de Santiago, Chile, a los veintiún días del mes de agosto del año mil novecientos noventa y ocho, en duplicado, en idiomas español, turco e inglés, siendo todos los textos igualmente auténticos. En caso de cualquier divergencia de interpretación, prevalecerá el texto en inglés.


Por la República de Chile.


Por la República de Turquía.

PROTOCOLO

Al firmar el Acuerdo sobre Promoción y Protección Recíprocas de las Inversiones entre la República de Chile y la República de Turquía, (las Partes Contratantes) han acordado además las siguientes disposiciones que constituyen parte integrante de dicho Acuerdo.


Con respecto al Artículo VII:

1.
El capital sólo podrá ser transferido un año después de que haya ingresado al territorio de la Parte Contratante, salvo que su legislación contemple un trato más favorable.

2.
Se entenderá que una transferencia se ha efectuado sin demora si fuere realizada dentro de aquel período que normalmente se requiere para el cumplimiento de los trámites de transferencia. Dicho período comenzará en la fecha en que la solicitud respectiva haya sido presentada en debida forma y en ningún caso excederá de treinta días.


Hecho en la ciudad de Santiago, Chile, a los veintiún días del mes de agosto del año mil novecientos noventa y ocho, en duplicado, en idioma español, turco e inglés, siendo todos los textos igualmente auténticos. En caso de cualquier divergencia de interpretación, prevalecerá el texto en inglés.


Por la República de Chile.


Por la República de Turquía.


Conforme con su original.


(Fdo.): HERALDO MUÑOZ VALENZUELA, Subsecretario de Relaciones Exteriores.

Santiago, 24 de agosto de 2000”.

4.
Mensaje de S.E. el Presidente de la República con el que inicia un proyecto de acuerdo que aprueba el Acuerdo entre la República de Chile y la República de Colombia para la promoción y protección recíprocas de las inversiones y su protocolo y el acuerdo interpretativo, suscritos en Cartagena de Indias, Colombia, el 22 de enero de 2000 y complementado este último por notas de fechas 9 y 30 de marzo de 2000. (boletín Nº 2959-10)

“Honorable Cámara de Diputados:


Tengo el honor de someter a vuestra consideración el Acuerdo entre la República de Chile y la República de Colombia para la Promoción y Protección Recíprocas de las Inversiones, su Protocolo y el Acuerdo Interpretativo, suscritos en Cartagena de Indias, el 22 de enero del año 2000.


Este Acuerdo constituye un compromiso entre las Partes Contratantes en orden a estimular la efectiva transferencia de capitales y su adecuada protección, de conformidad a lo establecido en las respectivas legislaciones nacionales.

I. PROPÓSITO DEL ACUERDO.

El propósito fundamental del Acuerdo, así como de los demás instrumentos internacionales suscritos con otros países sobre la misma materia, es establecer un adecuado marco jurídico para regular los derechos y obligaciones del Estado receptor de los capitales como de los inversionistas extranjeros. Dicho estatuto compatibiliza el legítimo interés de los inversionistas con el Estado receptor de las inversiones, favoreciéndose de ese modo la transferencia y movilidad de capitales.


II. CONTENIDO.
1.
Definiciones.


Como es tradicional en esta clase de instrumentos, se definen, en el artículo I, ciertos conceptos básicos para la aplicación del Acuerdo, tales como “inversionista”, “inversión” y “territorio”.

2.
Ámbito de aplicación.


De acuerdo al artículo II, éste se aplicará a las inversiones efectuadas antes o después de la entrada en vigencia del Convenio, por inversionistas de una Parte Contratante, conforme a las disposiciones legales de la otra Parte Contratante, en el territorio de esta última.


El Acuerdo, sin embargo, no se aplicará a las divergencias o controversias surgidas con anterioridad a su entrada en vigor.

3.
Reglas relativas a la promoción, admisión y protección de las inversiones.


En el artículo III se contempla el compromiso de cada Parte Contratante en orden a promover, admitir y proteger las inversiones de inversionistas de la otra Parte, sin obstaculizarlas con medidas injustificadas o discriminatorias.

4.
Tratamiento de las inversiones.


Más adelante se regula el tratamiento que ha de darse a las inversiones de la otra Parte Contratante, que ha de ser justo y equitativo, incluyéndose lo que se conoce como “trato nacional” y “cláusula de la nación más favorecida” que se contemplan en el artículo IV.

5.
Libre transferencia.


De acuerdo al artículo V, cada Parte Contratante garantiza a los inversionistas de la otra Parte la transferencia de los fondos relacionados con una inversión en moneda de libre convertibilidad y sin demora.

6.
Expropiación y compensación.


El artículo VI contempla la obligación de las Partes de abstenerse de adoptar medida alguna que prive, directa o indirectamente, las inversiones, a menos que éstas sean discriminatorias y se establezcan con fines de utilidad pública, interés nacional o interés social, en conformidad con las leyes de la Parte Contratantes que admita tales medidas, y vayan acompañadas, además, de disposiciones que estipulen el pago de una indemnización pronta, adecuada y efectiva.

7.
Compensación por daños y pérdidas.


En el artículo VII se consigna que los inversionistas, en caso que experimentaren pérdidas debido a una guerra, un conflicto armado, un estado de emergencia nacional, disturbios civiles u otros acontecimientos similares, deberán recibir del Estado receptor, en lo que respecta a reparación, indemnización, compensación u otro arreglo, un tratamiento no menos favorable que aquél que concede a sus propios inversionistas o a los de cualquier tercer Estado.

8.
Subrogación.


Cuando una Parte Contratante o un organismo autorizado de ésta, hubiera otorgado un contrato de seguro o cualquiera otra forma de garantía financiera contra riesgos no comerciales con respecto a alguna inversión efectuada por uno de sus inversionistas en el territorio de la otra Parte Contratante, esta última deberá reconocer, de acuerdo al artículo VIII, los derechos que posee la primera Parte Contratante, en virtud del principio de subrogación, cuando la Primera Parte Contratante efectuare un pago en virtud de ese contrato o garantía financiera.

9.
Solución de controversias.


En materia de solución de diferencias que surjan en el ámbito del Acuerdo, se distingue entre aquellas que pueden originarse entre una Parte Contratante y un inversionista de la otra Parte Contratante y las que a su vez pueden producirse entre las mismas Partes Contratantes.

a.
Solución de controversias entre una Parte Contratante y un inversionista de la otra Parte Contratante.


Si no pueden ser resueltas mediante consultas amistosas dentro del plazo de tres meses, contado desde la fecha de la solicitud de arreglo, de acuerdo al artículo IX, el inversionista, a su arbitrio, podrá someterlas al tribunal competente de la Parte Contratante en cuyo territorio se efectuó la inversión, o a un tribunal ad hoc, que salvo que las partes en la controversia acordaren lo contrario, se establecerá en virtud de las normas para el arbitraje de la Comisión de las Naciones Unidas para el Derecho Mercantil Internacional (Uncitral), o al arbitraje del Centro Internacional de Arreglo de Diferencias Relativas a Inversiones (Ciadi), creado por el Convenio de Washington de 18 de marzo de 1965. La elección de uno u otro procedimiento, será definitiva.

b.
Solución de controversias entre las Partes Contratantes.


El artículo X señala que si éstas no pueden ser resueltas por medio de negociaciones directas dentro del plazo de seis meses, contado desde la fecha de la notificación de la diferencia, ésta podrá ser sometida, a solicitud de cualquiera de ellas, a un tribunal arbitral ad hoc, estableciéndose así un arbitraje obligatorio.


En todo caso, de conformidad a lo previsto en el artículo XI, las Partes deberán consultarse sobre cualquier materia relacionada con la interpretación o aplicación de este Acuerdo.

10. Entrada en vigor.


El artículo XII consigna las disposiciones finales relativas a la entrada en vigor y denuncia del Acuerdo.

III. PROTOCOLO ANEXO Y ACUERDO INTERPRETATIVO.

Por último, cabe señalar que, conjuntamente con la suscripción del presente Acuerdo, las Partes firmaron un Protocolo Anexo, mediante el cual se complementan los artículos I, III y V del Acuerdo, y un Acuerdo interpretativo que resguarda las facultades de los Gobiernos en orden a adoptar o mantener medidas destinadas a preservar el orden público y la concordancia del Acuerdo con la Constitución Política de Colombia en cuanto a la indemnización que procedería en caso de una expropiación en dicho país. Asimismo, las Partes complementaron el Acuerdo interpretativo por medio de notas de 9 y 30 de marzo de 2000.


En mérito de lo expuesto, someto a vuestra consideración, para ser tratado en la actual Legislatura Extraordinaria de Sesiones del honorable Congreso Nacional, el siguiente

PROYECTO DE ACUERDO:

“Artículo Único.- Apruébanse el “Acuerdo entre la República de Chile y la República de Colombia para la Promoción y Protección Recíprocas de las Inversiones”, su Protocolo y el Acuerdo Interpretativo, suscritos en Cartagena de Indias, Colombia, el 22 de enero del año 2000, y complementado el último por Notas de fechas 9 y 30 de marzo de 2000.”.



Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; MARÍA SOLEDAD ALVEAR VALENZUELA, Ministra de Relaciones Exteriores”.

ACUERDO ENTRE LA REPÚBLICA DE CHILE Y

LA REPÚBLICA DE COLOMBIA

PARA LA PROMOCIÓN RECÍPROCA DE LAS INVERSIONES

El Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Colombia, en adelante “las Partes Contratantes”;


Deseando intensificar la cooperación económica en beneficio de ambas Partes Contratantes;


Con la intención de crear y de mantener condiciones favorables a las inversiones de inversionistas de una Parte Contratante en el territorio de la otra, que impliquen transferencias de capitales;


Reconociendo la necesidad de promover y de proteger las inversiones extranjeras con miras a favorecer la prosperidad económica de ambas Partes Contratantes,


Han acordado lo siguiente:

ARTÍCULO I

Definiciones

Para los efectos del presente Acuerdo:

1.
El término “inversionista” designa a los siguientes sujetos que hayan efectuado inversiones en el territorio de la otra Parte Contratante conforme al presente Acuerdo:

a)
Las personas naturales que, de acuerdo con la legislación de esa Parte Contratante, son consideradas nacionales de la misma;

b)
Las entidades jurídicas, incluyendo sociedades, corporaciones, asociaciones comerciales o cualquier otra entidad constituida según la legislación de esa Parte Contratante, que tengan su sede y realicen actividades económicas de conformidad con su objeto social, en el territorio de dicha Parte Contratante.

2.
El término “inversión” se refiere a toda clase de bienes o derechos relacionados con ella, siempre que se haya efectuado de conformidad con las leyes y reglamentos de la Parte Contratante en cuyo territorio se realizó y comprenderá, en particular, aunque no exclusivamente:

a)
Bienes muebles e inmuebles, el derecho de propiedad sobre éstos, así como todos los demás derechos reales, tales como servidumbres, hipotecas, usufructos, prendas;

b)
Acciones, cuotas sociales y cualquier otro tipo de participación económica en sociedades;

c)
Derechos de crédito o cualquier otra prestación que tenga valor económico;

d)
Derechos de propiedad intelectual, incluidos derechos de autor y derechos de propiedad industrial, tales como patentes, procesos técnicos, marcas de fábrica o marcas comerciales, nombres comerciales, diseños industriales, know-how y razón social;

e)
Concesiones otorgadas por la ley, por un acto administrativo o en virtud de un contrato, incluidas concesiones para explorar, cultivar, extraer o explotar recursos naturales.


Cualquier modificación relativa a la forma en que se invierten los activos no afectará su carácter de inversión, siempre que dicha modificación se efectúe de conformidad con la legislación de la Parte contratante en cuyo territorio se hubiere efectuado la inversión.


El término “territorio” comprende, además del espacio terrestre, marítimo y aéreo bajo la soberanía de cada Parte Contratante, las zonas marinas y submarinas, en las cuales éstas ejercen derechos soberanos y jurisdicción, conforme a sus respectivas legislaciones y al derecho internacional.

ARTÍCULO II

Ámbito de Aplicación

El presente Acuerdo se aplicará a las inversiones efectuadas, antes o después de su entrada en vigor, por inversionistas de una Parte Contratante, conforme a las disposiciones legales de la otra Parte Contratante, en el territorio de esta última. Sin embargo, no se aplicará a divergencias o controversias que hubieran surgido con anterioridad a su vigencia ni a controversias sobre hechos acaecidos antes de su entrada en vigor, incluso si sus efectos perduran después de ésta.

ARTÍCULO III

Promoción, Admisión y Protección de las Inversiones

Cada Parte Contratante, con sujeción a su política general en el campo de las inversiones extranjeras, incentivará en su territorio las inversiones de inversionistas de la otra Parte Contratante y las admitirá en conformidad con su legislación y reglamentación.


Cada Parte Contratante protegerá dentro de su territorio las inversiones efectuadas de conformidad con sus leyes y reglamentaciones por los inversionistas de la otra Parte Contratante y no obstaculizará la administración, mantenimiento, uso, usufructo, extensión, venta y liquidación de dichas inversiones mediante medidas injustificadas o discriminatorias.

ARTÍCULO IV

Tratamiento de las Inversiones
1.
Cada Parte Contratante garantizará un tratamiento justo y equitativo dentro de su territorio a las inversiones de los inversionistas de la otra Parte Contratante y asegurará que el ejercicio de los derechos aquí reconocidos no será obstaculizado en la práctica.

2.
Cada Parte Contratante otorgará a las inversiones de los inversionistas de la otra Parte Contratante efectuadas en su territorio, un trato no menos favorable que aquel otorgado a las inversiones de sus propios inversionistas, o a inversionistas de un tercer país, si este último tratamiento fuere más favorable.

3.
Las disposiciones de este acuerdo relativas al otorgamiento de un trato no menos favorable que aquel que se otorga a los nacionales o compañías de cualquiera de las Partes Contratantes o de cualquier tercer estado no se interpretarán de manera que obliguen a una Parte Contratante a extender a nacionales o compañías de la otra Parte Contratante el beneficio de cualquier trato, preferencia o privilegio resultante de la creación de un área de libre comercio, una unión aduanera, un mercado común, una unión económica u otra forma de organización económica regional o cualquier acuerdo internacional destinado a facilitar el comercio fronterizo, existente o que exista en el futuro del cual sea o llegue a ser parte una de las Partes Contratantes.

ARTÍCULO V

Libre Transferencia
1.
Cada Parte Contratante, previo cumplimiento de los requisitos establecidos en la legislación doméstica, garantizará sin demora, a los inversionistas de la otra Parte Contratante para que realicen la transferencia de los fondos relacionados con las inversiones en moneda de libre convertibilidad, en particular, aunque no exclusivamente:

a)
Dividendos, rentas, utilidades y otras ganancias;

b)
El capital o el producto de la enajenación o liquidación total o parcial de una inversión;

c)
Los fondos producto del arreglo de una controversia y las compensaciones de conformidad con los Artículos VI y VII.

2.
Las transferencias se realizarán conforme al tipo de cambio vigente en el mercado a la fecha de la transferencia, de acuerdo a la legislación de la Parte Contratante que haya admitido la inversión.

ARTÍCULO VI

Expropiación e Indemnización
1.
Ninguna de las Partes Contratantes adoptará medida alguna que prive, directa o indirectamente, a un inversionista de la otra Parte Contratante de su inversión, a menos que se cumplan las siguientes condiciones:

a)
Las medidas sean adoptadas en virtud de la ley, por causa de utilidad pública, interés nacional o interés social, según lo previsto en sus respectivas constituciones;

b)
Las medidas no sean discriminatorias; y

c)
Las medidas vayan acompañadas de disposiciones para el pago de una indemnización pronta, adecuada y efectiva.

2.
La indemnización se basará en el valor de mercado que las inversiones afectadas tengan en la fecha inmediatamente anterior a aquella en la que la medida haya sido adoptada o haya llegado a conocimiento público. Cuando resulte difícil determinar dicho valor, la indemnización será fijada de acuerdo con los métodos de valoración internacionalmente aceptados, y podrá tener en cuenta elementos tales como el capital invertido, su depreciación, el capital repatriado hasta esa fecha, el valor de reposición y otros factores relevantes. Ante cualquier demora injustificada en el pago de la indemnización, se reconocerán intereses a la tasa del mercado sobre el valor de dicha indemnización, a partir de la fecha en que la medida se haga efectiva, hasta la fecha de pago.


De la legalidad de la medida y del monto de la indemnización se podrá reclamar ante las autoridades judiciales de la Parte Contratante que la adoptó.


ARTÍCULO VII

Compensación por Daños o Pérdidas

Los inversionistas de cada Parte Contratante cuyas inversiones en el territorio de la otra Parte Contratante sufrieren pérdidas debido a una guerra, un conflicto armado, un estado de emergencia nacional; disturbios civiles u otros acontecimientos similares en el territorio de la otra Parte Contratante, deberán recibir de esta última, en lo que respecta a reparación, indemnización, compensación u otro arreglo, un tratamiento no menos favorable que el que conceda a sus propios inversionistas o a los de cualquier tercer Estado.

ARTÍCULO VIII

Subrogación
1.
Cuando una Parte Contratante o un organismo autorizado por ésta hubiere otorgado un seguro o alguna otra garantía financiera contra riesgos no comerciales, con respecto a alguna inversión de uno de sus inversionistas en el territorio de la otra Parte Contratante, esta última deberá reconocer los derechos de la primera Parte Contratante de subrogarse en los derechos del inversionista, cuando hubiere efectuado un pago en virtud de dicho seguro o garantía.

2.
Cuando una Parte Contratante haya pagado a su inversionista y en tal virtud haya asumido sus derechos y prestaciones, dicho inversionista no podrá reclamar tales derechos y prestaciones a la otra Parte Contratante, salvo autorización expresa de la primera Parte Contratante.

ARTÍCULO IX

Solución de Controversias entre una Parte Contratante y 

un Inversionista de la otra Parte Contratante
1.
Las controversias que surjan en el ámbito de este Acuerdo, entre una de las Partes Contratantes y un inversionista de la otra Parte Contratante que haya realizado inversiones en el territorio de la primera, serán, en la medida de lo posible, solucionadas por medio de consultas.

2.
Si mediante dichas consultas no se llegare a una solución dentro de tres meses a contar de la fecha de solicitud de arreglo, el inversionista podrá remitir la controversia:

a)
a los tribunales competentes de la Parte Contratante en cuyo territorio se efectuó la inversión;

b)
a un tribunal ad hoc que, salvo que las partes en la diferencia acordaren lo contrario, se establecerá en virtud de las normas de arbitraje de la Comisión de las Naciones Unidas para el Derecho Mercantil Internacional;

c)
a arbitraje internacional del Centro Internacional de Arreglo de Diferencias relativas a Inversiones (Ciadi), creado por el Convenio sobre Arreglo de Diferencias Relativas a Inversiones entre Estados y Nacionales de Otros Estados, abierto para la firma en Washington el 18 de marzo de 1965.

3.
Cada Parte Contratante da su consentimiento anticipado e irrevocable para que toda diferencia de esta naturaleza pueda ser sometida a cualquiera de los tribunales arbitrales señalados en el literal b) y c) del numeral anterior.


Una vez que el inversionista haya remitido la controversia al tribunal competente de la Parte Contratante en cuyo territorio se hubiera efectuado la inversión o a algunos de los tribunales arbitrales antes indicados, la elección de uno u otro procedimiento será definitiva.


Las sentencias arbitrales serán definitivas y obligatorias para las partes en litigio y serán ejecutadas en conformidad con la ley interna de la Parte Contratante en cuyo territorio se hubiere efectuado la inversión.


Las Partes Contratantes se abstendrán de tratar, por medio de canales diplomáticos, asuntos relacionados con controversias sometidas a proceso judicial o a arbitraje internacional, de conformidad a lo dispuesto en este artículo, hasta que los procesos correspondientes estén concluidos, salvo en el caso en que la otra parte en la controversia no haya dado cumplimiento a la sentencia judicial o a la decisión del Tribunal Arbitral, en los términos establecidos en la respectiva sentencia o decisión.

ARTÍCULO X

Solución de Controversias entre las Partes Contratantes

Las diferencias que surgieren entre las Partes Contratantes relativas a la interpretación y aplicación del presente Acuerdo, deberán ser resueltas, en la medida de lo posible, por medio de negociaciones directas.


Si no se llegare a un entendimiento en el plazo de seis meses a contar de la fecha de la notificación de la controversia, cualquiera de las Partes Contratantes podrá someterla a un Tribunal Arbitral Ad-hoc, en conformidad con las disposiciones de este artículo.

3.
El Tribunal Arbitral estará compuesto de tres miembros y será constituido de la siguiente forma: dentro del plazo de dos meses contado desde la fecha de notificación de la solicitud de arbitraje, cada Parte Contratante designará un árbitro. Esos dos árbitros, dentro del plazo de treinta días contado desde la designación del último de ellos, elegirán a un tercer miembro que deberá ser nacional de un tercer Estado, quien presidirá el Tribunal. La designación del Presidente deberá ser aprobada por las Partes Contratantes en el plazo de treinta días, contado desde la fecha de su nominación.

4.
Si, dentro de los plazos establecidos en el párrafo 3 de este Artículo, no se ha efectuado la designación, o no se ha otorgado la aprobación requerida, cualquiera de las Partes Contratantes podrá solicitar al presidente de la Corte Internacional de Justicia que haga la designación. Si el presidente de la Corte Internacional de Justicia estuviere impedido de desempeñar dicha función o si fuere nacional de alguna de las Partes Contratantes, el vicepresidente deberá realizar la designación, y si este último se encontrare impedido de hacerlo o fuere nacional de alguna de las Partes Contratantes, el juez de la Corte que lo siguiere en antigüedad y que no fuere nacional de ninguna de las Partes Contratantes, deberá realizar la designación.

5.
El presidente del Tribunal deberá ser nacional de un tercer Estado con el cual ambas Partes Contratantes mantengan relaciones diplomáticas.

6.
El Tribunal Arbitral decidirá sobre la base de las disposiciones de este Acuerdo, de los principios del Derecho Internacional aplicables en la materia y de los principios Generales de Derecho reconocidos por las Partes Contratantes. El Tribunal decidirá por mayoría de votos y determinará sus propias reglas procesales.

7.
Cada una de las Partes Contratantes sufragará los gastos del árbitro respectivo, así como los relativos a su representación en el proceso arbitral. Los gastos del presidente y las demás costas del proceso serán solventados en partes iguales por las Partes Contratantes, salvo que éstas acuerden otra modalidad.

8.
Las decisiones del Tribunal serán definitivas y obligatorias para ambas Partes Contratantes.

ARTÍCULO XI

Consultas

Las Partes Contratantes se consultarán sobre cualquier materia relacionada con la aplicación o interpretación de este Acuerdo.

ARTÍCULO XII

Disposiciones Finales
1.
Las Partes Contratantes se notificarán entre sí el cumplimiento de las exigencias constitucionales para la entrada en vigor del presente Acuerdo. El Acuerdo entrará en vigencia sesenta días después de la fecha de la última notificación.

2.
Este Acuerdo permanecerá en vigor por un período de diez años y se le prolongará después por tiempo indefinido. Transcurridos diez años, el Acuerdo podrá ser denunciado en cualquier momento por cada Parte Contratante, con un aviso previo de doce meses, comunicado por la vía diplomática.

3.
Con respecto a las inversiones efectuadas con anterioridad a la fecha en que se hiciere efectivo el aviso de terminación de este Acuerdo, sus disposiciones permanecerán en vigor por un período adicional de diez años a contar de dicha fecha.


Hecho en Cartagena de Indias, Colombia, a los 22 días del mes de enero del año dos mil, en duplicado, en idioma español, siendo ambos textos igualmente auténticos.


Por el Gobierno de la República de Chile.


Por el Gobierno de la República de Colombia.

PROTOCOLO

Al momento de firmar el Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Colombia para la Promoción y Protección Recíproca de las Inversiones, las Partes Contratantes han convenido igualmente las siguientes disposiciones que son parte integrante de dicho Acuerdo.

Ad. Artículo I

No obstante lo dispuesto en el numeral 2 de este artículo, los préstamos no se consideran inversión.


Ad. Artículo III
1.
Nada de lo dispuesto en este Acuerdo obligará a cualquiera de las partes Contratantes a proteger inversiones realizadas con capitales o activos que de conformidad con la legislación de cada Parte Contratante, se determine que provienen de actividades delictivas.

2.
Las disposiciones del presente Acuerdo no se aplicarán a asuntos tributarios.

Ad. Artículo V
1.
El capital invertido podrá ser transferido sólo después de un año contado desde su ingreso al territorio de la Parte Contratante, salvo que la legislación de ésta contemple un tratamiento más favorable.

2.
Una transferencia se considerará realizada “sin demora” cuando se haya efectuado dentro del plazo normalmente necesario para el cumplimiento de las formalidades de transferencia exigidas por la legislación vigente de la Parte Contratante correspondiente. Dicho plazo no excederá de aquel general aceptado en las prácticas de la banca comercial internacional.

3.
Ninguna disposición de este Acuerdo se interpretará en el sentido de impedir que una Parte Contratante adopte o mantenga medidas que restrinjan las transferencias cuando la Parte afronte dificultades serias en su balanza de pagos, o amenaza de las mismas, siempre que las restricciones sean compatibles con el Convenio Constitutivo del Fondo Monetario Internacional, sus anexos y enmiendas ratificadas por cada Parte.


Hecho en Cartagena de Indias, Colombia, a los 22 días del mes de enero del año dos mil, en duplicado, en idioma español, siendo ambos textos igualmente auténticos.


Por el Gobierno de la República de Chile.


Por el Gobierno de la República de Colombia”.

República de Colombia

Ministerio de Relaciones Exteriores

“Cartagena de Indias, 22 de enero de 2000.


Señor ministro de Relaciones Exteriores:


Tengo el honor de dirigirme a vuestra Excelencia en relación con el “Acuerdo entre la República de Colombia y la República de Chile para la Promoción y Protección Recíproca de las Inversiones” suscrito entre los dos Gobiernos el 20 de enero de 2000, en la ciudad de San Fe de Bogotá.


En este sentido, pongo a consideración de vuestra Excelencia, la siguiente nota interpretativa del Acuerdo de tal forma que las Altas Partes Contratantes entiendan en el desarrollo del mismo lo siguiente:

I.
Nada de lo dispuesto en el Acuerdo para la Promoción y Protección Recíproca de las Inversiones, se interpretará en el sentido de impedir que una Parte adopte o mantenga medidas destinadas a preservar el orden público.

II.
Lo dispuesto en el Acuerdo debe entenderse en concordancia con lo previsto en el 
artículo 336 de la Constitución Política de Colombia de 1991, y en este sentido, de conformidad con la ley y con una finalidad de interés público o social, será permitido establecer monopolios como arbitrio rentístico, previa plena indemnización de los individuos que queden privados del ejercicio de una actividad económica lícita. En el evento que por aplicación del artículo 336 se llegue a la expropiación total o parcial de una inversión, la indemnización a que haya lugar se fijará de conformidad con lo señalado en el artículo VI del Acuerdo.


La presente nota y la de respuesta que vuestra Excelencia formule en el mismo tenor, constituyen un Acuerdo entre los dos Gobiernos, que entrará en vigencia a partir de la fecha en que entre en vigor el Acuerdo de Promoción y Protección de Inversiones.


Aprovecho la oportunidad para renovar a vuestra Excelencia las seguridades de mi más alta y distinguida consideración.


(Fdo.): GUILLERMO FERNÁNDEZ DE SOTO, Ministro de Relaciones Exteriores.

A su Excelencia el señor

Juan Gabriel Valdés Soublete

Ministro de Relaciones Exteriores

Santiago de Chile”.

República de Chile

Ministerio de Relaciones Exteriores

“Cartagena de Indias, 22 de enero de 2000.


Señor ministro de Relaciones Exteriores:


Tengo el honor de dirigirme a vuestra Excelencia en relación con el “Acuerdo entre la República de Colombia y la República de Chile para la Promoción y Protección Recíproca de las Inversiones”, suscrito entre los dos Gobiernos el 22 de enero de 2000, en la ciudad de Santa Fe de Bogotá.


En este sentido, pongo a consideración de vuestra Excelencia, la siguiente nota interpretativa del Acuerdo de tal forma que las altas Partes Contratantes entiendan en el desarrollo del mismo lo siguiente:

I.
Nada de lo dispuesto en el Acuerdo para la Promoción y Protección Recíproca de las Inversiones, se interpretará en el sentido de impedir que una Parte adopte o mantenga medidas destinadas a preservar el orden público.

II.
Lo dispuesto en el Acuerdo debe entenderse en concordancia con lo previsto en el 
artículo 336 de la Constitución Política de Colombia de 1991, y en este sentido, de conformidad con la ley y con una finalidad de interés público o social, será permitido establecer monopolios como arbitrio rentístico, previa plena indemnización de los individuos que queden privados del ejercicio de una actividad económica lícita. En el evento que por aplicación del artículo 336 se llegue a la expropiación total o parcial de una inversión, la indemnización a que haya lugar se fijará de conformidad con lo señalado en el artículo VI del Acuerdo.


La presente nota y la de respuesta que vuestra Excelencia formule en el mismo tenor, constituyen un Acuerdo entre los dos Gobiernos, que entrará en vigencia a partir de la fecha en que entre en vigor el Acuerdo de Promoción y Protección de Inversiones.


Aprovecho la oportunidad para renovar a vuestra Excelencia las seguridades de mi más alta y distinguida consideración.


(Fdo.): JUAN GABRIEL VALDÉS SOUBLETTE, Ministro de Relaciones Exteriores.

A su Excelencia el señor

GUILLERMO FERNÁNDEZ DE SOTO

Ministro de Relaciones Exteriores”.

República de Colombia

Ministerio de Relaciones Exteriores

“Santa Fe de Bogotá, 9 de marzo de 2000.

Señor Embajador:


Tengo el honor de dirigirme a vuestra Excelencia en relación con el “Acuerdo entre la República de Colombia y la República de Chile para la Promoción y Protección Recíproca de las Inversiones”, suscrito entre los dos Gobiernos el 22 de enero de 2000, en la ciudad de Cartagena.


Sobre el particular, me permito informar a vuestra Excelencia que se ha advertido un error involuntario en el canje de notas del 22 de enero de 2000, toda vez que aparece que el Acuerdo se firmó en la ciudad de Santa Fe de Bogotá, cuando el mismo se suscribió en la ciudad de Cartagena, razón por la cual pongo en consideración de vuestra Excelencia que en este sentido se entiendan las Notas canjeadas el 22 de enero de 2000.


Por lo expuesto, pongo a consideración de vuestra Excelencia, que la presente nota y la de respuesta de vuestra Excelencia que formule en el mismo tenor, así como el Canje de Notas efectuado en Cartagena de Indias el 22 de enero de 2000, constituyen un Acuerdo entre los dos Gobiernos, que entrará en vigencia a partir de la fecha en que entre en vigor el Acuerdo de Promoción y Protección de Inversiones.


Aprovecho la oportunidad para renovar a vuestra Excelencia las seguridades de mi más alta y distinguida consideración.


(Fdo.): GUILLERMO FERNÁNDEZ DE SOTO, Ministro de Relaciones Exteriores.

A su Excelencia el señor

ANÍBAL FRANCISCO PALMA FOURCADE

Embajador de Chile

La Ciudad”.



“Santafé de Bogotá, 30 de marzo del año 2000.

Excelentísimo señor ministro:


Tengo el honor de acusar recibo de la atenta nota de vuestra Excelencia, fechada el 9 de marzo de 2000, que dice lo siguiente:


“Señor embajador:


Tengo el honor de dirigirme a vuestra Excelencia en relación con el “Acuerdo entre la República de Colombia y la República de Chile para la Promoción y Protección Recíproca de las Inversiones”, suscrito entre los dos Gobiernos el 22 de enero del 2000, en la ciudad de Cartagena.


Sobre el particular, me permito informar a vuestra Excelencia que se ha advertido un error involuntario en el canje de notas del 22 de enero de 2000, toda vez que aparece que el Acuerdo se firmó en la ciudad de Santa Fe de Bogotá, cuando el mismo se suscribió en la ciudad de Cartagena, razón por la cual pongo en consideración de vuestra Excelencia que en este sentido se entiendan las notas canjeadas el 22 de enero de 2000.


Por lo expuesto, pongo a consideración de vuestra Excelencia, que la presente nota y la de respuesta de vuestra Excelencia que formule en el mismo tenor, así como el canje de notas efectuado en Cartagena de Indias el 22 de enero de 200, constituyen un Acuerdo entre los dos Gobiernos, que entrará en vigencia a partir de la fecha en que entre en vigor el Acuerdo de Promoción y Protección de Inversiones.


Aprovecho la oportunidad para renovar a vuestra Excelencia las seguridades de mi más alta y distinguida consideración”.


Además, tengo el honor de confirmar, en nombre de la República de Chile, el Acuerdo antes transcrito y acordar que la Nota de vuestra Excelencia y la presente sean consideradas como las que constituyen un Acuerdo entre los dos Gobiernos, conjuntamente con el canje de notas efectuado en Cartagena de Indias el 22 de enero de 2000, que entrará en vigencia a partir de la fecha en que entre en vigor el Acuerdo de Promoción y Protección de Inversiones.


Aprovecho la oportunidad para renovar a vuestra Excelencia las seguridades de mi más alta y distinguida consideración.


(Fdo.): ANÍBAL PALMA FOURCADE, Embajador.

AL

EXCELENTÍSIMO SEÑOR

DOCTOR GUILLERMO FERNÁNDEZ SOTO

MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES

LA CIUDAD”.


5.
Mensaje de S.E. el Presidente de la República con el que inicia un proyecto de acuerdo que aprueba el Acuerdo entre la República de Chile y la República Dominicana para la promoción y protección recíprocas de las inversiones y su protocolo, adoptados en Santo Domingo, el 28 de noviembre de 2000. (boletín Nº 2960-10)

“Honorable Cámara de Diputados:


Tengo el honor de someter a vuestra consideración el Acuerdo entre la República de Chile y la República Dominicana para la Promoción y Protección Recíprocas de las Inversiones y su Protocolo, suscritos el 28 de noviembre de 2000, en Santo Domingo, República Dominicana.

I. ANTECEDENTES.

Chile ha convenido a la fecha un número importante de Tratados de Promoción y Protección de Inversiones. Este nuevo Acuerdo importa un compromiso entre las Partes Contratantes en orden a estimular la efectiva transferencia de capitales y su adecuada protección, acorde con lo establecido en sus respectivas legislaciones nacionales.


En consecuencia, el propósito fundamental de este Acuerdo, así como el de los ya suscritos en la materia, es establecer un marco jurídico adecuado para regular tanto los derechos y obligaciones del Estado receptor de los capitales como de los inversionistas extranjeros, estatuto en el que se compatibiliza el legítimo interés de éstos con el Estado receptor de las inversiones, favoreciéndose de este modo la transferencia y movilidad de capitales.

II. CONTENIDO.
1.
Conceptos básicos.


Como es usual en esta clase de instrumentos, en el artículo I, ciertos conceptos básicos para la aplicación del mismo, tales como “inversionista”, “inversión” y “territorio”.

2.
Ámbito de aplicación.


El artículo II del Acuerdo indica que éste se aplicará a las inversiones efectuadas, antes o después de su entrada en vigor, por inversionistas de una Parte Contratante conforme a las normas legales de la otra Parte Contratante, en el territorio de esta última. Sin embargo, agrega la citada disposición, no se aplicará a las divergencias o controversias que hubieran surgido directamente con acontecimientos producidos antes de su entrada en vigor.

3.
Promoción, admisión y protección de las inversiones.


Seguidamente, el artículo III señala el compromiso de cada Parte Contratante en orden a promover y proteger las inversiones de inversionistas de la otra Parte, sin perjudicarlas con medidas injustificadas o discriminatorias.

4.
Expropiación e indemnización.


Más adelante se regula, en el artículo IV, el tratamiento que ha de darse a las inversiones de la otra Parte Contratante, que ha de ser justo y equitativo, incluyéndose lo que se conoce como “trato nacional” y “cláusula de la nación más favorecida”.

5.
Administración, Dirección y Entrada de Personal.


En otro aspecto, deben destacarse los compromisos de las Partes de permitir que los inversionistas contraten, acorde con la legislación de la Parte en que realicen sus inversiones, al personal que estimen conveniente, y faciliten la entrada y permanencia en sus respectivos territorios de los inversionistas y personas que éstos contraten para establecer, administrar, asesorar o desarrollar sus inversiones, según establece el artículo V. 

6.
Requisitos de desempeño.


Igualmente, en el mismo orden de ideas, el artículo VI consigna el compromiso de las Partes de no imponer o exigir requisitos respecto al permiso para el establecimiento, expansión, mantenimiento o adquisición de una inversión que tengan por objeto: exportar un nivel o porcentaje determinado de bienes o servicios; alcanzar un nivel o porcentaje determinado de contenido nacional; comprar, utilizar y otorgar preferencia de compra a los bienes producidos o a los servicios provistos en su territorio, o establecer cualquier tipo de relación entre el volumen o el valor de las importaciones y el volumen y el valor de las exportaciones, o con el volumen de las afluencias de divisas extranjeras con esas inversiones.

7.
Libre transferencia.


Por otro lado, cada Parte Contratante, de acuerdo al artículo VII, garantiza a los inversionistas de la otra Parte la libre transferencia de los fondos relacionados con una inversión en moneda de libre convertibilidad y sin demora.

8.
Expropiación.


En lo relativo a la expropiación e indemnización, el artículo VIII contempla la obligación de las Partes de abstenerse de adoptar medidas que priven directa o indirectamente de su inversión a un inversionista de la otra Parte Contratante, a menos que éstas sean adoptadas para fines de utilidad pública o en pro del interés nacional y en conformidad a la ley, no sean discriminatorias y vayan acompañadas de disposiciones para el pago de una indemnización inmediata, adecuada y efectiva.

9.
Compensación.


En cuanto a la compensación por daños o pérdidas, se consigna en el artículo IX, que los inversionistas en caso de que experimentaren estos perjuicios debido a una guerra, disturbios civiles y otros acontecimientos similares, deberán recibir del Estado receptor, en lo que respecta a reparación, indemnización, compensación u otro arreglo, un tratamiento no menos favorable que el que aquél concede a sus propios inversionistas o a los de cualquier tercer Estado.


Asimismo, cuando una Parte Contratante o un organismo autorizado de ésta hubiera celebrado un contrato de seguro o cualquiera otra forma de garantía financiera contra riesgos no comerciales, con respecto a alguna inversión efectuada por uno de sus inversionistas en el territorio de la otra Parte Contratante, esta última deberá reconocer lo derechos que posee la primera Parte Contratante, en virtud del principio de subrogación.

10. Solución de controversias.


En materia de solución de controversias que surjan en el ámbito del Acuerdo, se distingue entre aquellas que pueden originarse entre una Parte Contratante y un inversionista de la otra Parte Contratante y las que, a su vez, puedan producirse entre las mismas Partes Contratantes.


Respecto de las primeras, el artículo XII dispone que si no pueden ser resueltas mediante consultas amistosas dentro del plazo de cuatro meses, contado desde la fecha de la solicitud de arreglo, el inversionista, a su arbitrio, podrá someterlas al Tribunal competente de la Parte Contratante en cuyo territorio se efectuó la inversión o a un Tribunal ad hoc que, salvo que las partes en la controversia acordaren lo contrario, se establecerá en virtud de las normas de arbitraje de la Comisión de las Naciones Unidas para el Derecho Mercantil Internacional (Cnudmi), o al arbitraje del Centro Internacional de Arreglo de Diferencias Relativas a Inversiones (Ciadi), creado por el Convenio de Washington, de 18 de marzo de 1965. La elección de uno u otro procedimiento, según el artículo XI, será definitiva.


A su vez, tratándose de diferencias entre las Partes Contratantes, el artículo XII señala que si éstas no pueden ser resueltas por medio de negociaciones directas dentro del plazo de seis meses, contado desde la fecha de la notificación de la controversia, ésta podrá ser sometida, a solicitud de cualquiera de ellas, a un tribunal arbitral ad hoc, estableciéndose así un arbitraje obligatorio.


En todo caso, de conformidad a lo previsto en el artículo XIII, las Partes deberán consultarse sobre cualquier materia relacionada con la interpretación o aplicación de este Acuerdo.

11. Disposiciones finales.


El artículo XIV, por su parte, consigna las disposiciones finales relativas a la duración, entrada en vigor y denuncia del Acuerdo.

12. Protocolo.


Finalmente, cabe señalar que conjuntamente con la suscripción del Acuerdo, las Partes firmaron un Protocolo, que constituye parte integrante del mismo, mediante el cual se complementa el artículo V del Acuerdo.


En mérito de lo expuesto, someto a vuestra consideración, para ser tratado en la actual Legislatura Extraordinaria de Sesiones del honorable Congreso Nacional, el siguiente

PROYECTO DE ACUERDO:

“Artículo Único.- Apruébanse el “Acuerdo entre la República de Chile y la República Dominicana para la Promoción y Protección Recíproca de las Inversiones” y su Protocolo, suscritos en Santo Domingo, el 28 de noviembre de 2000.”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; MARÍA SOLEDAD ALVEAR VALENZUELA, Ministra de Relaciones Exteriores”.

ACUERDO ENTRE LA REPÚBLICA DE CHILE

Y LA REPÚBLICA DOMINICANA PARA LA PROMOCIÓN Y 

PROTECCIÓN RECÍPROCAS DE LAS INVERSIONES

El Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República Dominicana, en adelante “las Partes Contratantes”,


Deseando intensificar la cooperación en beneficio de ambas Partes Contratantes;


Con la intención de crear y de mantener condiciones favorables a las inversiones de inversionistas de una Parte Contratante en el territorio de la Otra, que impliquen transferencias de capitales;


Reconociendo que el fomento y la protección recíprocas de las inversiones bajo un acuerdo bilateral estimula el movimiento del capital privado y las iniciativas en ese campo, aumentando la prosperidad en ambas naciones.


Ha acordado lo siguiente:

ARTÍCULO I

Definiciones

Para los efectos del presente Acuerdo:

1.
El término “inversionista” designa a los siguientes sujetos que hayan efectuado inversiones en el territorio de la otra Parre Contratante conforme al presente Acuerdo:

a)
Las personas físicas o naturales que, de acuerdo con la legislación de esa Parte Contratante, son consideradas nacionales de la misma;

b)
Las entidades jurídicas, incluyendo sociedades, corporaciones, asociaciones comerciales o cualquiera otra entidad constituida según la legislación de esa Parte Contratante, que tengan su sede, así como sus actividades económicas efectivas, en el territorio de dicha Parte Contratante;

c)
Las entidades jurídicas constituidas conforme a la legislación de cualquier país, que sean controladas, directa o indirectamente, por nacionales de esa Parte Contratante o por entidades jurídicas, cuya sede se encuentre en el territorio de esta misma Parte Contratante, donde la persona jurídica ejerce también su actividad económica efectiva.

2.
El término “inversión” se refiere a toda clase de bienes o derechos relacionados con ella, siempre que se haya efectuado de conformidad con las leyes y reglamentos de la Parte Contratante en cuyo territorio se realizó y comprenderá, en particular, aunque no exclusivamente:

a)
bienes muebles e inmuebles, el derecho de propiedad sobre éstos, así como todos los demás derechos reales, tales como servidumbres, hipotecas, usufructos y prendas;

b)
acciones, cuotas sociales y cualquier otro tipo de participación económica en sociedades;

c)
derechos de crédito o cualquier otra prestación que tenga valor económico;

d)
derechos de propiedad intelectual, incluidos derechos de autor, derechos de propiedad industrial, tales como patentes, procesos técnicos, marcas de fábrica o marcas comerciales, nombres comerciales, diseños industriales, know-how, razón social y derecho de llave;

e)
concesiones otorgadas por la ley, por un acto administrativo o en virtud de un contrato, incluidas concesiones para explorar, cultivar, extraer o explotar recursos naturales.


Cualquier modificación relativa a la forma en que se reinviertan los activos no afectará su carácter de inversión, siempre que dicha modificación se efectúe de conformidad con la legislación de la Parte Contratante en cuyo territorio se hubiere efectuado la inversión.

3.
El término “territorio” comprende, además del espacio terrestre, marítimo y aéreo bajo la soberanía de cada Parte Contratante, las zonas marinas y submarinas, en las cuales éstas ejercen derechos soberanos y jurisdicción, conforme a sus respectivas legislaciones y al Derecho Internacional.


ARTÍCULO II

Ámbito de Aplicación

El presente Acuerdo se aplicará a las inversiones efectuadas, antes o después de su entrada en vigor, por inversionistas de una Parte Contratante, conforme a las disposiciones legales de la otra Parte Contratante, en el territorio de esta última. Sin embargo, no se aplicará a divergencias o controversias que hubieran surgido con anterioridad a su vigencia o estén directamente relacionadas con acontecimientos producidos antes de su entrada en vigor.

ARTÍCULO III

Promoción, Admisión y Protección de las Inversiones
1.
Cada Parte Contratante, con sujeción a su política general en el campo de las inversiones extranjeras, incentivará en su territorio las inversiones de inversionistas de la otra Parte Contratante, colaborará para el correcto desarrollo de las mismas y las admitirá de conformidad con su legislación vigente.

2.
Cada Parte Contratante protegerá dentro de su territorio las inversiones efectuadas de conformidad con sus leyes y reglamentaciones por los inversionistas de la otra Parte Contratante y no obstaculizará la administración, mantenimiento, uso, usufructo, extensión, venta y liquidación de dichas inversiones mediante medidas injustificadas o discriminatorias.

3.
Cada Parte Contratante contribuirá con medios eficaces para hacer valer las reclamaciones y respetar los derechos relativos a las inversiones, los acuerdos y las autorizaciones de inversiones.

ARTÍCULO IV

Tratamiento de las Inversiones
1.
Cada Parte Contratante garantizará un tratamiento justo y equitativo dentro de su territorio a las inversiones de los inversionistas de la otra Parte Contratante y asegurará que el ejercicio de los derechos aquí reconocidos no será obstaculizado en la práctica.

2.
Cada Parte Contratante otorgará a las inversiones de los inversionistas de la otra Parte Contratante efectuadas en su territorio, un trato no menos favorable que aquel otorgado a las inversiones de sus propios inversionistas o a inversionistas de un tercer país, si este último tratamiento fuere más favorable.

3.
En caso de que una Parte Contratante otorgare ventajas especiales a los inversionistas de cualquier tercer Estado en virtud de un convenio relativo a la creación de un área de libre comercio, una unión aduanera, un mercado común, una unión económica u otra forma de organización económica regional o cualquier acuerdo internacional multilateral suscrito en el marco de un organismo internacional del cual las Partes Contratantes sean miembros, así como cualquier acuerdo internacional destinado a facilitar el comercio fronterizo, al cual pertenezca esa Parte Contratante en la actualidad o llegare a pertenecer en el futuro o en virtud de un acuerdo relacionado en su totalidad o principalmente con materias tributarias, dicha Parte no estará obligada a conceder las referidas ventajas a los inversionistas de la otra Parte Contratante.

ARTÍCULO V

Administración, Dirección y Entrada de Personal
1.
Las sociedades que estén legalmente constituidas conforme a la legislación pertinente de una Parte Contratante y que realicen inversiones dentro de ese marco legal, podrán emplear el personal gerencial y técnico que deseen.

2.
Con sujeción a su legislación interna relativa a la entrada y permanencia de extranjeros, cada Parte Contratante permitirá la entrada y permanencia en su territorio a los inversionistas de la otra Parte y a las personas por ellos contratadas, con el propósito de establecer, desarrollar, administrar o asesorar el funcionamiento de la inversión en la cual tales inversionistas hayan comprometido capital u otros recursos.

ARTÍCULO VI

Requisitos de Desempeño

Ninguna de las Partes Contratantes podrá imponer o exigir alguno de los requisitos siguientes con respecto al permiso para el establecimiento, expansión, mantenimiento o adquisición de una inversión:

a)
exportar un nivel o porcentaje determinado de bienes o servicios;

b)
alcanzar un nivel o porcentaje determinado de contenido nacional;

c)
comprar, utilizar u otorgar preferencia de compra a los bienes producidos o a los servicios provistos en su territorio;

d)
establecer cualquier tipo de relación entre el volumen o el valor de las importaciones y el volumen y el valor de las exportaciones, o con el volumen de las afluencias de divisas extranjeras con esas inversiones.

ARTÍCULO VII

Libre Transferencia
1.
Cada Parte Contratante autorizará, sin demora, a los inversionistas de la otra Parte Contratante para que realicen la transferencia de los fondos relacionados con las inversiones en moneda libre convertibilidad, en particular, aunque no exclusivamente:

a)
intereses, dividendos, rentas, utilidades y otras ganancias;

b)
amortizaciones de préstamos del exterior relacionadas con una inversión;

c)
el capital o el producto de la venta o liquidación total o parcial de una inversión;

d)
los fondos producto del arreglo de una controversia y las compensaciones de conformidad con lo establecido en este Acuerdo.

2.
Las transferencias se realizarán conforme al tipo de cambio vigente en el mercado a la fecha de la transferencia, de acuerdo a la legislación de la Parte Contratante que haya admitido la inversión, una vez cumplidas las obligaciones tributarias.

3.
Una transferencia se considerará realizada “sin demora” cuando se haya efectuado dentro del plazo normalmente necesario para el cumplimiento de las formalidades de transferencia. Dicho plazo no será mayor de 60 días, conforme a las regulaciones cambiarias vigentes y a la disponibilidad de divisas en el mercado cambiario de las Partes Contratantes.


ARTÍCULO VIII

Expropiación e Indemnización
1.
Ninguna de las Partes Contratantes adoptará medida alguna que prive, directa o indirectamente, a un inversionista de la otra Parte Contratante de su inversión, a menos que se cumplan las siguientes condiciones:

a)
que las medidas sean adoptadas en virtud de una ley, por causa de utilidad pública o de interés nacional o social;

b)
que las medidas no sean discriminatorias;

c)
que las medidas vayan acompañadas de disposiciones para el pago de una indemnización inmediata, adecuada y efectiva.

2.
La indemnización se basará en el valor de mercado que las inversiones afectadas tengan en la fecha inmediatamente anterior a aquella en que la medida haya sido adoptada o haya llegado a conocimiento público la inminente expropiación.


Cuando resulte difícil determinar dicho valor, la indemnización podrá ser fijada de acuerdo con los principios de avaluación generalmente reconocidos como equitativos, teniendo en cuenta el capital invertido, su depreciación, el capital repatriado hasta esa fecha, el valor de reposición y otros factores relevantes. Ante cualquier atraso en el pago de la indemnización se acumularán intereses sobre la base del promedio de la tasa de interés pasiva de la banca comercial de la Parte Contratante donde se realice la expropiación, a contar de la fecha de ejecución de la medida hasta la fecha de pago.

3.
De la legalidad de la nacionalización, expropiación o de cualquiera otra medida que tenga un efecto equivalente y del monto de la indemnización se podrá reclamar ante los Tribunales Ordinarios de la Parte Contratante que adoptó la medida.

ARTÍCULO IX

Compensación por Daños o Pérdidas

Los inversionistas de cada Parte Contratante cuyas inversiones en el territorio de la otra Parte Contratante sufrieren daños o pérdidas debido a una guerra, un conflicto armado, un estado de emergencia nacional, disturbios civiles u otros acontecimientos similares en el territorio de la otra Parte Contratante, deberán recibir de esta última, en lo que respecta a reparación, indemnización, compensación u otro arreglo, un tratamiento no menos favorable que el que conceda a sus propios inversionistas o a los de cualquier tercer Estado.

ARTÍCULO X

Subrogación
1.
Cuando una Parte Contratante o un organismo autorizado por ésta hubiere otorgado un seguro o alguna otra garantía financiera contra riesgos no comerciales, con respecto a alguna inversión de uno de sus inversionistas en territorio de la otra Parte Contratante, esta última deberá reconocer los derechos de la primera Parte Contratante de subrogarse en los derechos del inversionista, cuando hubiere efectuado un pago en virtud de dicho seguro o garantía.

2.
Cuando una Parte Contratante haya pagado a su inversionista y en tal virtud haya asumido sus derechos y prestaciones, dicho inversionista no podrá reclamar sus derechos y prestaciones, a la otra Parte Contratante, salvo autorización expresa de la primera Parte Contratante.

ARTÍCULO XI

Solución de Controversias entre una Parte Contratante y un Inversionista de la otra Parte Contratante
1.
Las controversias que surjan en el ámbito de este Acuerdo, entre una de las Partes Contratantes y un inversionista de la otra Parte Contratante que haya realizado inversiones en el territorio de la primera, serán, en la medida de lo posible, solucionadas por medio de consultas.

2.
Si mediante dichas consultas no se llegare a una solución dentro de cuatro meses a contar de la fecha de solicitud de arreglo, el inversionista podrá remitir la controversia:

a)
a los tribunales competentes de la Parte Contratante en cuyo territorio se efectuó la inversión; o

b)
a un tribunal ad hoc que, salvo que las partes en la diferencia acordaren lo contrario, se establecerá en virtud de las normas de arbitraje de la Comisión de las Naciones Unidas para el Derecho Mercantil Internacional (Cnudmi); o

c)
a arbitraje internacional del Centro Internacional de Arreglo de Diferencias Relativas a Inversiones (Ciadi), creado por el Convenio sobre Arreglo de Diferencias Relativas a Inversiones entre Estados y Nacionales de Otros Estados, abierto para la firma en Washington el 18 de marzo de 1965.

3.
Cada Parte Contratante da su consentimiento anticipado e irrevocable para que toda diferencia de esta naturaleza pueda ser sometida a cualquiera de los tribunales arbitrales señalados en los literales b) y c) del numeral anterior.

4.
Una vez que el inversionista haya sometido la controversia al tribunal competente de la Parte Contratante en cuyo territorio se hubiera efectuado la inversión o a alguno de los tribunales arbitrajes antes indicados, la elección de uno u otro procedimiento será definitiva.

5.
Las sentencias arbitrales serán definitivas y obligatorias para las partes en litigio y serán ejecutadas en conformidad con la ley interna de la Parte Contratante en cuyo territorio se hubiere efectuado la inversión.

6.
Las Partes Contratantes se abstendrán de tratar, por medio de canales diplomáticos, asuntos relacionados con controversias sometidas a proceso judicial o a arbitraje internacional, de conformidad a lo dispuesto en este artículo, hasta que los procesos correspondientes estén concluidos, salvo en el caso en que la otra Parte en la controversia no haya dado cumplimiento a la sentencia judicial o a la decisión del Tribunal Arbitral, en los términos establecidos en la respectiva sentencia o decisión.

7.
El tribunal arbitral decidirá la diferencia de acuerdo con las normas de derecho acordadas por las partes. A falta de acuerdo, el tribunal aplicará la legislación del Estado que sea parte en la diferencia, incluyendo sus normas de Derecho Internacional Privado y aquellas normas de Derecho Internacional que pudieran ser aplicables.


ARTÍCULO XII

Solución de Controversias entre las Partes Contratantes
1.
Las diferencias que surgieren entre las Partes Contratantes relativas a la interpretación y aplicación del presente Acuerdo, deberán ser resueltas, en la medida de lo posible, por medio de negociaciones directas.

2.
Si no se llegare a un entendimiento en el plazo de seis meses a contar de la fecha de notificación de la controversia, cualquiera de las Partes Contratantes podrá someterla a un Tribunal Arbitral Ad-hoc, en conformidad con las disposiciones de este artículo.

3.
El Tribunal Arbitral estará compuesto de tres miembros y será constituido de la siguiente forma: dentro del plazo de dos meses contado desde la fecha de notificación de la solicitud de arbitraje, cada Parte Contratante designará un árbitro. Esos dos Árbitros, dentro del plazo de treinta días contado desde la designación del último de ellos, elegirán a un tercer miembro que deberá ser nacional de un tercer Estado, quien presidirá el Tribunal. La designación del presidente deberá ser aprobada por las Partes Contratantes en el plazo de treinta días, contado desde la fecha de su nominación.

4.
Si dentro de los plazos establecidos en el párrafo 3 de este Artículo, no se ha efectuado la designación, o no se ha otorgado la aprobación requerida, cualquiera de las Partes Contratantes podrá solicitar al presidente de la Corte Internacional de Justicia que haga la designación. Si el presidente de la Corte Internacional de Justicia estuviere impedido de desempeñar dicha función o si fuere nacional de alguna de las Partes Contratantes, el vicepresidente deberá realizar la designación, y si este último se encontrare impedido de hacerlo o fuere nacional de alguna de las Partes Contratantes, el Juez de la Corte que lo siguiere en antigüedad y que no fuere nacional de ninguna de las Partes Contratantes, deberá realizar la designación.

5.
El presidente del Tribunal deberá ser nacional de un tercer Estado con el cual ambas Partes Contratantes mantengan relaciones diplomáticas.

6.
El Tribunal Arbitral sobre la base de las disposiciones de este Acuerdo, de los principios del Derecho Internacional aplicables en la materia y de los Principios Generales de Derecho reconocidos por las Partes Contratantes. El Tribunal decidirá por mayoría de votos y determinará sus propias reglas procesales.

7.
Cada una de las Partes Contratantes sufragará los gastos del árbitro respectivo, así como los relativos a su representación en el proceso arbitral. Los gastos del presidente y las demás costas del proceso serán solventados en partes iguales por las Partes Contratantes, salvo que éstas acuerden otra modalidad.

8.
Las decisiones del Tribunal serán definitivas y obligatorias para ambas Partes Contratantes.

ARTÍCULO XIII

Consultas
1.
Las Partes Contratantes se consultarán sobre cualquier materia relacionada con la aplicación o interpretación de este Acuerdo.

2.
A petición de cualquiera de las Partes Contratantes, se intercambiará información sobre las medidas adoptadas por la otra Parte Contratante que pudieran incidir sobre las inversiones o beneficios amparados por este Acuerdo.


ARTÍCULO XIV

Disposiciones Finales
1.
Las Partes Contratantes se notificarán entre sí el cumplimiento de las exigencias constitucionales para la entrada en vigor del presente Acuerdo. Dicho Acuerdo entrará en vigencia cuarenta y cinco días después de la fecha de la última notificación.

2.
Permanecerá en vigor por un período inicial de diez años y se renovará automáticamente por períodos de igual duración, salvo que el Acuerdo haya sido denunciado.

3.
Transcurridos diez años, cada Parte podrá denunciar el presente Acuerdo mediante notificación previa por escrito, realizada al menos con seis meses de antelación a su término.

4.
En caso de denuncia, las disposiciones previstas en el presente Acuerdo seguirán aplicándose a las inversiones efectuadas antes de la fecha de la denuncia, durante un período adicional de diez años.


Hecho en Santo Domingo, República Dominicana, a los veintiocho días del mes de noviembre del año dos mil, en duplicado, en idioma castellano, siendo ambos textos igualmente auténticos.


Por el Gobierno de la República de Chile.


(Fdo.): ANTONIO ORTEGA RIQUELME, Embajador Extraordinario y Plenipotenciario de Chile en la República Dominicana


Por el Gobierno de la República Dominicana.


(Fdo.): HUGO TOLENTINO DIPP, Secretario de Estado de Relaciones Exteriores”.

PROTOCOLO

Al firmar el Acuerdo para la Promoción y Protección Recíprocas de las Inversiones, el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República Dominicana convinieron en la siguiente disposición que constituye parte integrante del referido Acuerdo:

Ad. Artículo V:

El capital invertido podrá ser transferido sólo después de un año contado desde su ingreso al territorio de la Parte Contratante receptora de la inversión, salvo que la legislación de ésta contemple un tratamiento más favorable.


Hecho en Santo Domingo, República Dominicana, a los veintiocho días del mes de noviembre del año dos mil, en duplicado, en idioma castellano, siendo ambos textos igualmente auténticos.


Por el Gobierno de la República de Chile.


(Fdo.): ANTONIO ORTEGA RIQUELME, Embajador Extraordinario y Plenipotenciario de Chile en la República Dominicana.


Por el Gobierno de la República Dominicana.


(Fdo.): HUGO TOLENTINO DIPP, Secretario de Estado de Relaciones Exteriores”.


6.
Mensaje de S.E. el Presidente de la República con el que inicia un proyecto de acuerdo que aprueba el Acuerdo entre la República de Chile y la República de Túnez sobre promoción y protección recíprocas de las inversiones y su protocolo, suscritos en Santiago el 23 de octubre de 1998. (boletín Nº 2961-10)

“Honorable Cámara de Diputados:


Tengo el honor de someter a vuestra consideración el Acuerdo entre la República de Chile y la República de Túnez sobre Promoción y Protección Recíprocas de Inversiones y su Protocolo, suscritos en Santiago el 23 de octubre de 1998.

I. ANTECEDENTES.

Este Acuerdo encierra un compromiso entre las Partes Contratantes en orden a estimular la efectiva transferencia de capitales y su adecuada protección, de conformidad a lo establecido en las respectivas legislaciones nacionales.


En consecuencia, el propósito fundamental del mismo, así como de los demás instrumentos internacionales suscritos con otros países sobre la misma materia, es establecer un adecuado marco jurídico para regular los derechos y obligaciones del Estado receptor de los capitales como de los inversionistas extranjeros, estatuto en el que se compatibiliza el legítimo interés de éstos con el Estado receptor de las inversiones, favoreciéndose de ese modo la transferencia y movilidad de capitales.

II. CONTENIDO.
1.
Definiciones.


Como es usual en esta clase de instrumentos, se definen, en el artículo 1, ciertos conceptos básicos para la aplicación del Acuerdo, tales como “inversionista”, “inversión”, “retornos” y “territorio”.

2.
Ámbito de la aplicación.


El acuerdo se aplicará, según dispone el artículo 2, a las inversiones en el territorio de una Parte Contratante efectuadas, en conformidad con sus leyes y reglamentos, por inversionistas de la otra Parte Contratante, antes o después de la entrada en vigor del Acuerdo. Sin embargo, no se aplicará a las controversias que hubieren surgido antes de su entrada en vigor, o a las controversias que se relacionen directamente con sucesos ocurridos antes de su entrada en vigor.

3.
Promoción y Protección de inversiones.


Seguidamente, el artículo 3 consigna el compromiso de cada Parte Contratante en orden a promover y proteger las inversiones de inversionistas de la otra Parte y a no perjudicarlas con medidas injustas o discriminatorias.


Más adelante, se regula en el artículo 4, el tratamiento que ha de darse a las inversiones de la otra Parte Contratante, que ha de ser justo y equitativo, incluyéndose lo que se conoce como “trato nacional” y “cláusula de la nación más favorecida”.


4.
Libre transferencia.


Por otro lado, cada Parte Contratante, en el artículo 5, garantiza a los inversionistas de la otra Parte la transferencia de los fondos relacionados con una inversión en moneda de libre convertibilidad y sin demora.

5.
Expropiación e indemnización.


En lo relativo a la expropiación e indemnización se contempla en el artículo 6 la obligación de las Partes de abstenerse de expropiar o nacionalizar las inversiones o adoptar medidas que tengan un efecto equivalente, a menos que éstas sean establecidas con fines de utilidad pública, en conformidad con las leyes de la Parte Contratante que admita tales medidas, que no sean discriminatorias y vayan acompañadas de disposiciones que estipulen el pago de una indemnización oportuna, adecuada y efectiva.

6.
Subrogación.


Cuando una Parte Contratante o un organismo autorizado de ésta, hubiera otorgado un contrato de seguro o cualquiera otra forma de garantía financiera contra riesgos no comerciales con respecto a alguna inversión efectuada por uno de sus inversionistas en el territorio de la otra Parte Contratante, esta última deberá reconocer los derechos que posee la primera Parte Contratante, en virtud del principio de subrogación, cuando la Primera Parte Contratante efectuare un pago en virtud de ese contrato o garantía financiera. 

7.
Normas sobre arreglo de diferencias.


En materia de solución de diferencias que surjan en el ámbito del Acuerdo, se distingue entre aquellas que pueden originarse entre una Parte Contratante y un inversionista de la otra Parte Contratante y las que a su vez puedan producirse entre las mismas Partes Contratantes.

a.
Respecto de las primeras, si no pueden ser resueltas mediante consultas amistosas dentro del plazo de cuatro meses, contado desde la fecha de la solicitud de arreglo, el inversionista, a su arbitrio, podrá someterlas al tribunal competente de la Parte Contratante en cuyo territorio se efectuó la inversión o al arbitraje del Centro Internacional de Arreglo de Diferencias Relativas a Inversiones (Ciadi), creado por el Convenio de Washington de 18 de marzo de 1965. La elección de uno u otro procedimiento, según el Art. 8, será definitiva.

b.
A su vez, tratándose de diferencias entre las Partes Contratantes, el Art. 9 señala que si éstas no pueden ser resueltas por medio de negociaciones amigables dentro del plazo de seis meses, contado desde la fecha de la notificación de la diferencia, ésta podrá ser sometida, a solicitud de cualquiera de ellas, a un tribunal arbitral ad hoc, estableciéndose así un arbitraje obligatorio.

8.
Aplicación de otras normas y compromisos especiales.


Ahora bien, como dispone el artículo 10, cuando una materia esté regida simultáneamente por el presente Acuerdo y por otro acuerdo internacional del cual ambas Partes Contratantes sean parte, no se impedirá que alguna de éstas o de sus inversionistas que tengan inversiones en el territorio de la otra Parte Contratante aprovechen las ventajas de las normas que le sean más favorables.

9.
Disposiciones finales.


A su turno, el artículo 11 consigna las disposiciones finales relativas a la entrada en vigor y denuncia del mismo.


10. Protocolo.


Por último, cabe señalar que, conjuntamente con la suscripción del presente Acuerdo, las Partes firmaron un Protocolo Anexo, que constituye parte integrante del mismo, mediante el cual se complementan los artículos 2 y 5 del Acuerdo.


En mérito de lo expuesto, someto a vuestra consideración, para ser tratado en la actual Legislatura Extraordinaria de Sesiones del honorable Congreso Nacional, el siguiente

PROYECTO DE ACUERDO:

“Artículo Único.- Apruébanse el “Acuerdo entre la República de Chile y la República de Túnez sobre Promoción y Protección Recíprocas de Inversiones” y su Protocolo, suscritos en Santiago el 23 de octubre de 1998.”.


Dios guarde a V.E.,


(Fdo.): RICARDO LAGOS ESCOBAR, Presidente de la República; MARÍA SOLEDAD ALVEAR VALENZUELA, Ministra de Relaciones Exteriores”.

ACUERDO ENTRE LA REPÚBLICA DE CHILE Y LA REPÚBLICA DE TÚNEZ SOBRE PROMOCIÓN Y PROTECCIÓN RECÍPROCAS DE INVERSIONES

La República de Chile y la República de Túnez, (en adelante denominadas “Partes Contratantes”).


Deseando fortalecer la cooperación económica para beneficio mutuo de ambos Estados;


Con la intención de mantener y crear condiciones favorables para las inversiones efectuadas por inversionistas de una Parte Contratante, lo cual implica la transferencia de capital al territorio de la otra Parte Contratante;


Conscientes de que la promoción y protección recíprocas de dichas inversiones extranjeras en conformidad con el presente Acuerdo, estimularán las iniciativas comerciales en este campo;


Han acordado lo siguiente:

ARTÍCULO 1

DEFINICIONES


Para los efectos del presente Acuerdo:

1)
El término “inversionista” significará las siguientes personas de una Parte Contratante que hayan efectuado inversiones en el territorio de la otra Parte Contratante en conformidad con los términos del presente Acuerdo:

a)
personas naturales que, de acuerdo con la ley de esa Parte Contratante, sean consideradas sus nacionales;

b)
personas jurídicas, incluidas compañías, sociedades, asociaciones comerciales y otras entidades legalmente reconocidas, constituidas o debidamente organizadas de otro modo, en conformidad con la legislación de esa Parte Contratante, y que tengan su sede, junto con sus actividades económicas efectivas, en el territorio de esa misma Parte Contratante.

2)
El término “inversión” significará toda clase de activos, invertido por un inversionista de una Parte Contratante en el territorio de la otra Parte Contratante, siempre que la inversión haya sido admitida en conformidad con las leyes y reglamentos de la otra Parte Contratante, e incluirá, en particular, aunque no exclusivamente:

a)
bienes muebles e inmuebles y cualesquiera otros derechos reales como, por ejemplo, servidumbres, hipotecas, usufructos, gravámenes o prendas y otros derechos similares;

b)
acciones, debentures o cualquier otra clase de participación en sociedades;

c)
un préstamo u otros créditos de dinero o derecho a cualquier prestación que tenga un valor económico;

d)
derechos de propiedad intelectual, incluidos los derechos de autor, patentes, marcas comerciales, nombres comerciales, procesos técnicos, “know how” y derechos de llave;

e)
concesiones otorgadas por ley o en virtud de un contrato, incluidas las concesiones para explorar, cultivar, extraer o explotar recursos naturales.

3)
El término “retornos” significará los montos producidos por una inversión e incluirá en particular, aunque no exclusivamente, utilidades, intereses, ganancias de capital, acciones, dividendos, royalties o derechos.

4)
El término “territorio” significará, con respecto a cada Parte Contratante, el territorio, el espacio marítimo y aéreo bajo su soberanía, incluidas la zona económica exclusiva y la plataforma continental, en que dicha Parte Contratante ejerce derechos soberanos o jurisdicción en conformidad con el derecho internacional.

ARTÍCULO 2

CAMPO DE APLICACIÓN

El presente Acuerdo se aplicará a las inversiones en el territorio de una Parte Contratante efectuadas, en conformidad con sus leyes y reglamentos, por inversionistas de la otra Parte Contratante antes o después de la entrada en vigor del Acuerdo. Sin embargo, no se aplicará a las controversias que hubieran surgido antes de su entrada en vigor, o a las controversias que se relacionen directamente con sucesos ocurridos antes de su entrada en vigor.

ARTÍCULO 3

PROMOCIÓN Y PROTECCIÓN DE INVERSIONES
1)
En conformidad con su política general en el campo de las inversiones, cada Parte Contratante fomentará las inversiones efectuadas por inversionistas de la otra Parte Contratante.

2)
Dentro de su territorio, cada Parte Contratante concederá protección y seguridad plenas a las inversiones efectuadas en conformidad con sus leyes y reglamentos por inversionistas de la otra Parte Contratante, y no perjudicará con medidas injustas o discriminatorias la administración, mantenimiento, uso, usufructo, prórroga, venta y liquidación de dichas inversiones.


ARTÍCULO 4

TRATO DE LAS INVERSIONES
1)
Cada Parte Contratante otorgará un trato justo y equitativo a las inversiones efectuadas en su territorio por los inversionistas de la otra Parte Contratante, y garantizará que el ejercicio del derecho reconocido en esos términos no se vea obstaculizado en la práctica.

2)
Cada Parte Contratante otorgará a las inversiones y retornos de los inversionistas de la otra Parte Contratante en su territorio un trato no menos favorable que aquél que conceda a las inversiones y retornos de sus propios inversionistas o a las inversiones y retornos de inversionistas de algún tercer país, cualquiera sea el más favorable.

3)
Si una Parte Contratante otorgare ventajas especiales a los inversionistas de cualquier tercer país en virtud de un acuerdo que establezca un área de libre comercio, unión aduanera, mercado común y unión económica o cualquier otra forma de organización económica regional, en la que la Parte Contratante sea o llegare a ser Parte o en virtud de las disposiciones de un acuerdo relacionado, total o parcialmente, con tributación, ésta no estará obligada a conceder dichas ventajas a los inversionistas de la otra Parte Contratante.

ARTÍCULO 5

LIBRE TRANSFERENCIA
1)
Cada Parte Contratante autorizará sin demora a los inversionistas de la otra Parte Contratante la transferencia de fondos relacionados con inversiones y retornos, en moneda de libre convertibilidad. Dichas transferencias incluirán en particular, aunque no exclusivamente:

a)
los intereses, dividendos, utilidades y otros retornos;

b)
los fondos para la amortización de contratos de préstamo relacionados con la inversión;

c)
cualquier capital o producto de la venta, o venta o liquidación parcial de la inversión;

d)
la indemnización por expropiación o pérdida descrita en el artículo 6 del presente Acuerdo; y

e)
las ganancias de personas naturales en conformidad con las leyes y reglamentos de la Parte Contratante en la que se hubieran efectuado las inversiones.

2)
Las transferencias se efectuarán al tipo de cambio aplicable en la fecha de la transferencia, en conformidad con las leyes y reglamentos de la Parte Contratante que hubiera admitido la inversión.

ARTÍCULO 6

EXPROPIACIÓN E INDEMNIZACIÓN
1)
Ninguna Parte Contratante nacionalizará, expropiará ni someterá las inversiones de un inversionista de la otra Parte Contratante a medidas que tengan un efecto equivalente (en adelante denominado “expropiación”), a menos que se cumplan las siguientes condiciones:

a)
las medidas se adopten con fines de utilidad pública y en conformidad con la ley;

b)
las medidas no sean discriminatorias;

c)
las medidas vayan acompañadas de disposiciones que estipulen el pago de una indemnización oportuna, adecuada y efectiva.

2)
Las medidas se adopten contra pago de una indemnización justa. Dicha indemnización deberá:


-representar el valor de mercado de las inversiones afectadas y, con el fin de que sea efectiva para los demandantes, deberá ser pagada y transferida sin demora al territorio de la Parte Contratante de los demandantes o a cualquier otro país acordado por los demandantes y la Parte Contratante que efectuare la expropiación, e


-incluir un monto a título de indemnización por cualquier demora en el pago a contar de la fecha de expropiación, siempre que dicha demora en el pago no fuere provocada por el inversionista.

3)
El inversionista afectado tendrá derecho, en virtud de la legislación de la Parte Contratante que efectuare la expropiación, a recurrir a la autoridad judicial de esa Parte con el fin de que ésta revise el monto de la indemnización y la legalidad de cualquier expropiación o medida similar.

4)
Los inversionistas de una Parte Contratante cuyas inversiones hubieran sufrido pérdidas debido a una guerra o cualquier otro conflicto armado, revolución, estado de emergencia nacional o rebelión y otros sucesos similares ocurridos en el territorio de la otra Parte Contratante, deberán recibir de esta última, en lo que respecta a restitución, indemnización, compensación u otras liquidaciones, un trato no menos favorable que el que esa Parte Contratante conceda a sus propios inversionistas o a los inversionistas de algún tercer país, cualquiera sea el más favorable para los inversionistas afectados.

ARTÍCULO 7

SUBROGACIÓN
1)
Si una Parte Contratante, o un organismo autorizado por ésta, hubiera celebrado un contrato de seguro o cualquier forma de garantía financiera contra riesgos no comerciales con respecto a una inversión efectuada por uno de sus inversionistas en el territorio de la otra Parte Contratante, esta última deberá reconocer los derechos de la primera Parte Contratante, en virtud del principio de subrogación en los derechos del inversionista, cuando la primera Parte Contratante hubiera efectuado un pago en virtud de dicho contrato o garantía financiera.

2)
Cuando una Parte Contratante hubiera efectuado un pago a su inversionista y hubiera asumido los derechos y demandas de ése, el inversionista no podrá exigir dichos derechos y demandas en contra de la otra Parte Contratante, a menos que estuviere autorizado para actuar en representación de la Parte Contratante que hubiera efectuado el pago.


ARTÍCULO 8

ARREGLO DE DIFERENCIAS RELATIVAS A INVERSIONES ENTRE 

UNA PARTE CONTRATANTE Y UN INVERSIONISTA DE 

LA OTRA PARTE CONTRATANTE
1)
Con miras a una solución amigable de las diferencias que surgieren en el marco de este Acuerdo entre una Parte Contratante y un inversionista de la otra Parte Contratante, se llevarán a cabo consultas entre las partes en cuestión.

2)
Si dichas consultas no derivaren en una solución dentro de los cuatro meses siguientes a la fecha de solicitud de arreglo, el inversionista tendrá derecho a someter el caso ya sea:

a)
al tribunal competente de la Parte Contratante en cuyo territorio se efectuó la inversión; o

b)
al Central Internacional de Arreglo de Diferencias relativas a Inversiones (Ciadi), creado por la Convención para el Arreglo de Diferencias relativas a Inversiones entre Estados y Nacionales de otros Estados, abierta para la firma en Washington, D.C., el 18 de marzo de 1965.

3)
Una vez que el inversionista haya sometido la diferencia al tribunal competente de la Parte Contratante en cuyo territorio se hubiera efectuado la inversión, o a arbitraje internacional, la elección de uno de tales procedimientos será definitiva.

4)
Para efectos del presente artículo, cualquier persona jurídica constituida de acuerdo con la legislación de una Parte Contratante, y la cual, antes de surgir la diferencia, la mayoría de las acciones eran de propiedad de inversionistas de la otra Parte Contratante, deberá ser tratada como una persona jurídica de la otra Parte Contratante, en conformidad con el artículo 25 (2) de la citada Convención de Washington.

5)
Los laudos arbitrales serán definitivos y vinculantes para ambas partes y se harán cumplir en conformidad con las leyes de la Parte Contratante en cuyo territorio se hubiera efectuado la inversión.

6)
Una vez que una diferencia hubiere sido sometida al tribunal competente o a arbitraje internacional de acuerdo con el presente artículo, ninguna de las Partes Contratantes proseguirá tal diferencia a través de la vía diplomática, salvo que la otra Parte Contratante no hubiere acatado o cumplido una sentencia, laudo, orden u otra resolución dictada por el tribunal internacional o local competente en cuestión.

ARTÍCULO 9

ARREGLO DE DIFERENCIAS ENTRE LAS PARTES CONTRATANTES
1)
Las Partes Contratantes se esforzarán por resolver cualquier diferencia entre ellas relativa a la interpretación o aplicación de las disposiciones del presente Acuerdo a través de negociaciones amigables.

2)
Si la diferencia no pudiere ser resuelta de ese modo dentro de los seis meses siguientes a la fecha de su notificación, cualquiera de las Partes Contratantes podrá someterla a un Tribunal Arbitral ad hoc en conformidad con el presente artículo.

3)
El Tribunal Arbitral estará compuesto de tres integrantes y se constituirá de la siguiente forma: dentro de dos meses a contar de la notificación de una Parte Contratante de su deseo de someter la diferencia a arbitraje, cada Parte Contratante designará a un árbitro. Posteriormente, estos dos integrantes, dentro de los treinta días siguientes a la designación del último de ellos, elegirán de común acuerdo a un tercer integrante, quien deberá ser nacional de un tercer país y actuará como presidente. Las Partes Contratantes deberán aprobar la designación del presidente dentro de treinta días a contar de la fecha en que haya sido nombrado.

4)
Si, dentro de los plazos establecidos en el párrafo 2) y 3) de este artículo, no se hubiera efectuado la designación requerida o no se hubiera dado la aprobación necesaria, cualquier Parte Contratante podrá solicitar al presidente de la Corte Internacional de Justicia que efectúe las designaciones requeridas. Si éste se viere impedido de desempeñar dicha función o si esa persona fuere nacional de una de las Partes Contratantes, el vicepresidente efectuará las designaciones. Si el vicepresidente también estuviere impedido o si dicha persona fuere nacional de una de las Partes Contratantes, las designaciones las efectuará el juez más antiguo de la Corte que no sea nacional de ninguna de las Partes Contratantes.

5)
El presidente del Tribunal deberá ser nacional de un tercer país que tenga relaciones diplomáticas con ambas Partes Contratantes.

6)
El Tribunal Arbitral adoptará sus decisiones tomando en consideración las disposiciones del presente Acuerdo, los principios del derecho internacional sobre la materia y los principios generales del Derecho reconocidos por las Partes Contratantes. El tribunal adoptará sus decisiones por mayoría de votos y determinará su procedimiento.

7)
Cada Parte Contratante sufragará los costos del árbitro que hubiera designado y los de su representación en el proceso arbitral. El costo del presidente y los costos restantes serán solventados equitativamente por ambas Partes Contratantes, salvo que se acordare otra cosa.

8)
Las decisiones del Tribunal Arbitral serán definitivas y vinculantes para ambas Partes Contratantes.

ARTÍCULO 10

APLICACIÓN DE OTRAS NORMAS Y COMPROMISOS ESPECIALES

Cuando una materia esté regida simultáneamente por el presente Acuerdo y por otro acuerdo internacional del cual ambas Partes Contratantes sean partes, ninguna disposición de este Acuerdo impedirá que alguna de las Partes Contratantes o alguno de sus inversionistas que tengan inversiones en el territorio de la otra Parte Contratante, aprovechen las ventajas de las normas que les sean más favorables.

ARTÍCULO 11

DISPOSICIONES FINALES
1)
Las Partes Contratantes se notificarán mutuamente cuando se hayan cumplido las exigencias constitucionales para la entrada en vigor del presente Acuerdo. El Acuerdo entrará en vigor treinta días después de la fecha de la última notificación.

2)
Este Acuerdo permanecerá en vigor por un período de quince años. Posteriormente, permanecerá en vigor en forma indefinida, a menos que una de las Partes Contratantes diere aviso por escrito de terminación a través de la vía diplomática con un año de anticipación.

3)
Con respecto a las inversiones efectuadas con anterioridad a la fecha en que el aviso de terminación de este Acuerdo se hiciere efectivo, las disposiciones del presente Acuerdo permanecerán en vigor por un período adicional de quince años a contar de esa fecha.

4)
El presente Acuerdo será aplicable independientemente de si existieren o no relaciones diplomáticas o consulares entre las Partes Contratantes.


Hecho en Santiago, Chile, a los veintitrés días del mes de octubre del año mil novecientos noventa y ocho, en duplicado, en los idiomas español, árabe e inglés, siendo todos los textos igualmente auténticos. En caso de cualquier divergencia de interpretación, prevalecerá el texto en inglés.


Por la República de Chile.


Por la República de Túnez.

PROTOCOLO

Al firmar el Acuerdo sobre Protocolo y Protección Recíprocas de Inversiones entre la República de Chile y la República de Túnez, (las Partes Contratantes) han acordado además las siguientes disposiciones que constituyen parte integrante de dicho Acuerdo.


Con respecto al Artículo 2


Para efectos de la República de Túnez, el presente Acuerdo se aplicará a las inversiones efectuadas en su territorio en conformidad con sus leyes y reglamentos, con posterioridad al uno de enero de 1957.


Con respecto al Artículo 5

1)
El capital sólo podrá ser transferido un año después de que haya sido internado en el territorio de la Parte Contratante, salvo que su legislación contemple un trato más favorable. Sin embargo, el inversionista estará autorizado para invertir ese capital de manera tal que el valor se mantenga hasta que se produzca la transferencia.

2)
Se entenderá que una transferencia se ha efectuado sin demora si fuere realizada dentro de aquel período que normalmente se requiere para el cumplimiento de los trámites de transferencia. Dicho período en ningún caso excederá de treinta días.


Hecho en Santiago, Chile, a los veintitrés días del mes de octubre del año mil novecientos noventa y ocho, en duplicado, en los idiomas español, árabe e inglés, siendo todos los textos igualmente auténticos. En caso de cualquier divergencia de interpretación, prevalecerá el texto en inglés.


Por la República de Chile.


Por la República de Túnez.


Conforme con su original.


(Fdo.): MARIANO FERNÁNDEZ AMUNÁTEGUI, Subsecretario de Relaciones 
Exteriores”.


7.
Oficio del Senado.

“Valparaíso, 5 de junio de 2002.


Tengo a honra comunicar a vuestra Excelencia que el Senado ha dado su aprobación al proyecto que modifica la ley Nº 19.628, sobre protección de la vida privada, para favorecer la reinserción laboral de las personas desempleadas, correspondiente al boletín Nº 2735-05, con las siguientes modificaciones:

Artículo único

Lo ha consultado como artículo 1º.

-o-


Ha incorporado como números 1, 2 y 3, nuevos, los siguientes:

“1.- Agrégase, en el inciso quinto del artículo 16, antes del punto aparte (.), la siguiente frase, antecedida de una coma (,): “o de diez a cincuenta unidades tributarias mensuales si se tratare de una infracción a lo dispuesto en los artículos 17 y 18”.

2.
Agrégase, en el inciso primero del artículo 17, después del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente frase: “Se exceptúa la información relacionada con los créditos concedidos por el Instituto Nacional de Desarrollo Agropecuario a sus usuarios.”.

3.
Agrégase, en el inciso segundo del artículo 17, después del punto final (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente frase: “No podrá comunicarse la información relacionada con las deudas contraídas con empresas públicas o privadas que proporcionen servicios de electricidad, agua, teléfono y gas.”.”.

-o-

Número 1

Ha pasado a ser número 4, sustituido por el siguiente:


“4.- Reemplázanse los incisos primero y segundo del artículo 18, por los siguientes:


“Artículo 18.- En ningún caso pueden comunicarse los datos a que se refiere el artículo anterior, que se relacionen con una persona identificada o identificable, luego de transcurridos cinco años desde que la respectiva obligación se hizo exigible.


Tampoco se podrá continuar comunicando los datos relativos a dicha obligación después de haber sido pagada o haberse extinguido por otro modo legal.”.

Número 2

Lo ha suprimido.

Número 3

Lo ha consultado como artículo 1º transitorio, en los términos en que se indicarán en su oportunidad.

-o-


Ha incorporado como artículo 2º, nuevo, el siguiente:


“Artículo 2º.- Introdúcese el siguiente inciso sexto, nuevo, en el artículo 2º del Código del Trabajo, pasando los actuales incisos sexto y séptimo a ser séptimo y octavo, respectivamente:


“Ningún empleador podrá condicionar la contratación de trabajadores a la ausencia de obligaciones de carácter económico, financiero, bancario o comercial que, conforme a la ley, puedan ser comunicadas por los responsables de registros o bancos de datos personales; ni exigir para dicho fin declaración ni certificado alguno. Exceptúanse solamente los trabajadores que tengan poder para representar al empleador, tales como gerentes, subgerentes, agentes o apoderados, siempre que, en todos estos casos, estén dotados, a lo menos, de facultades generales de administración; y los trabajadores que tengan a su cargo la recaudación, administración o custodia de fondos o valores de cualquier naturaleza.”.”.

-o-


Como se ha indicado, ha considerado su número 3 como artículo 1º transitorio, reemplazado por el siguiente:


“Artículo 1º transitorio.- Los responsables de los registros o bancos de datos personales que traten información señalada en el artículo 17 de la ley Nº 19.628 no podrán comunicarla cuando se refiera a obligaciones que, a la fecha de publicación de esta ley, hayan sido pagadas o se hayan extinguido por otro modo legal.


Asimismo, no podrán comunicar los datos relativos a esas obligaciones que se hayan hecho exigibles antes del 1 de mayo de 2002 y se encuentren impagas, siempre que el total de obligaciones impagas del titular que comunique el registro o banco de datos a la fecha de publicación de esta ley sea inferior a $ 2.000.000 por concepto de capital, excluyendo intereses, reajustes y cualquier otro rubro.


En el caso de los incisos anteriores, tampoco podrá proporcionarse información al titular de los datos, ni comunicarse el hecho de que éste haya sido beneficiado con esas disposiciones.”.

-o-


Ha incorporado como artículos 2º y 3º transitorios, nuevos, los siguientes:


“Artículo 2º transitorio.- Los responsables de los registros o bancos de datos personales que comuniquen información sobre las obligaciones a que se refiere el artículo 17 de la ley Nº 19.628 eliminarán todos los datos relacionados con créditos concedidos por el Instituto Nacional de Desarrollo Agropecuario a sus usuarios.


Artículo 3º transitorio.- Los deudores del Banco del Estado de Chile que al 30 de septiembre de 1999 obtuvieron créditos en el marco del programa de créditos para establecimiento por cuenta propia de chilenos retornados y que hayan optado, dentro del plazo establecido, a los beneficios que les otorga la ley Nº 19.740, una vez aclarada la morosidad y previa solicitud, serán borrados definitivamente del o los registros históricos que existan sobre los documentos señalados en el artículo 17.”.

-o-


Lo que comunico a vuestra Excelencia en respuesta a su oficio Nº 3472, de 8 de agosto de 2001.


Acompaño la totalidad de los antecedentes.


Dios guarde a vuestra Excelencia,


(Fdo.): ANDRÉS ZALDÍVAR LARRAÍN, Presidente del Senado; CARLOS HOFFMANN CONTRERAS, Secretario de Senado”.

8.
Informe de la Comisión de Gobierno Interior, Regionalización, Planificación y Desarrollo Social recaído en el proyecto de ley que modifica el decreto ley Nº 3063, de 1979, sobre rentas municipales, en materia de recaudación de derechos por transferencias de vehículos motorizados (boletín Nº 2932-06)

“Honorable Cámara:


La Comisión de Gobierno Interior, Regionalización, Planificación y Desarrollo Social pasa a informar el proyecto de ley referido en el epígrafe, de origen en un Mensaje, que cumple su primer trámite constitucional, y para cuyo tratamiento el Ejecutivo ha hecho presente la urgencia con fecha 4 de junio, calificándola de “suma”. 


La iniciativa legal persigue perfeccionar las normas que regulan el procedimiento de pago, recaudación y distribución de los derechos por concepto de transferencias de vehículos motorizados.


Cabe precisar que los dos artículos de que consta la iniciativa son de quórum simple. 


Asimismo, hay que consignar que el proyecto no requiere trámite de Hacienda.


Durante el estudio de éste, la Comisión contó con la asistencia y participación del subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, don Francisco Vidal, y de los señores asesores jurídicos del Ministerio del Interior, señores Rodrigo Cabello, Eduardo Pérez y Alexis Yáñez.

I. ANTECEDENTES.

El Mensaje destaca en primer lugar que la permanente preocupación del Gobierno por mejorar la eficiencia del sistema municipal no se agota en impulsar iniciativas encaminadas a reunir más recursos para los municipios, sino que también considera la necesidad de introducir perfeccionamientos a los mecanismos existentes de recaudación aplicables a las fuentes de ingresos municipales.


Entre esas fuentes -agrega el Mensaje- se hallan los recursos que provienen del derecho a que están sujetas las transferencias de vehículos motorizados, y que corresponde al 1,5% del precio de venta. Según el artículo 14 de la ley Nº 18.695, orgánica constitucional de Municipalidades, esos recursos están destinados en un 50% al Fondo Común Municipal y el restante 50% a beneficio municipal directo.


En relación con la mencionada fuente de ingresos, se han detectado carencias o deficiencias en las normas regulatorias y administrativas, que redundan en que no todos los recursos esperados por este concepto ingresan finalmente al sistema municipal. Hay, por ende, una suerte de “evasión” en el pago del derecho que grava la transferencia de tales vehículos. 


Esta situación se explica en buena medida por la informalidad que exhibe el mercado de la compra y venta de vehículos motorizados, al menos en ciertos segmentos. Tal característica se manifiesta, por una parte, en sucesivos traspasos materiales de un mismo vehículo sin la correspondiente formalización contractual y, por la otra, en que los respectivos contratos de transferencia -cuando los hay- no concluyen con la inscripción de rigor en el Registro Nacional de Vehículos Motorizados. Estas prácticas, indudablemente, no favorecen la fiscalización del cobro y la consiguiente recaudación del referido derecho.


También hace hincapié el Mensaje en que la derogación del artículo 41 del decreto ley 
Nº 825, sobre Impuesto a las Ventas y Servicios, efectuada por la ley Nº 19.506 del año 1997, trajo como consecuencia la desaparición de varias disposiciones que regulaban, entre otras materias, la base imponible y el sujeto pasivo del citado derecho. Dicho vacío ha contribuido a su vez a subrayar las imperfecciones de que adolece el actual tratamiento del derecho por transferencia de vehículos.


Para subsanar estas deficiencias, y así asegurar que la totalidad de los recursos que corresponde percibir al sistema municipal por concepto de derechos de transferencia de 
vehículos ingresen a éste de manera efectiva, el gobierno propone modificar el decreto ley 
Nº 3063 en los aspectos que pasan a reseñarse: 

1.
Responsable del pago del derecho.


Se establece, como regla única, que el responsable del pago del derecho en comento será siempre el adquirente del vehículo, no dejando tal responsabilidad entregada a la voluntad de las partes, como sucede hoy. 

2.
Recaudación y cobro judicial del respectivo derecho.


En esta materia, se dispone que corresponderá al Servicio de Tesorerías la recaudación y el cobro judicial del respectivo derecho. 

3.
Fiscalización del pago efectivo del derecho.


Para perfeccionar los mecanismos de control aplicables a este tributo, se contempla que los notarios públicos deberán fiscalizar su pago efectivo en forma previa a la autorización de cualquier acto o contrato que implique la transferencia de un vehículo motorizado.


Idéntica obligación se entrega a los funcionarios del Registro Civil, como condición previa a la incorporación en el Registro Nacional de Vehículos Motorizados de cualquier transferencia de dominio de tales especies.

4.
Identificación del municipio beneficiario de la parte correspondiente del derecho.


Para corregir la distorsión que actualmente se produce al definirse la destinación de la parte de los recursos que corresponden directamente al municipio, de acuerdo a la localización geográfica del banco o institución financiera donde se ha efectuado el pago, el proyecto precisa que la destinación del 50% del derecho que corresponde al municipio beneficiario se determina según la comuna en la que se ha otorgado el permiso de circulación vigente.

5.
Devolución del importe del derecho, por pago indebido o en exceso.


Finalmente, se incorpora una disposición que regula el procedimiento de devolución 
-total o parcial- del monto del tributo cuando éste ha sido pagado indebidamente o en exceso.

-o-



Abundando en el tópico, el subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo sostuvo que un factor que conspira contra una adecuada administración del derecho de transferencia que afecta a los vehículos motorizados estriba en que el formulario que se utiliza para esta operación (denominado “Formulario 23”) no consigna dentro de sus menciones la comuna donde se otorgó el permiso de circulación, lo que explica que los bancos e instituciones financieras envíen las sumas recaudadas por este concepto al municipio de la comuna donde se realizó el pago del derecho aludido, produciéndose así una grave distorsión. Por ello, dicho formulario se modificará próximamente y sin perjuicio de las adecuaciones legales esbozadas en el Mensaje.


Acotó, absolviendo la duda planteada por algunos parlamentarios, que el precio corriente en plaza, que se utiliza para determinar el avalúo de los vehículos y consecuentemente el derecho que deben pagar, se basa en estudios acabados que permiten sostener que ese precio equivale al valor de mercado del bien. Esta circunstancia evita posibles prácticas fraudulentas encaminadas a rebajar artificialmente el precio del vehículo y, así, pagar un tributo más bajo de lo que corresponde.


Por último, indicó que no obstante representar una recaudación sustancialmente inferior en comparación con otros ingresos municipales, la suma global que generó el mencionado derecho de transferencia durante el año pasado ascendió a 18 mil millones de pesos.

-o-


El artículo 62 inciso cuarto Nº 2 de la Carta Fundamental, en concordancia con lo preceptuado por el artículo 60 Nº 14 de la misma, estipula que corresponde al Presidente de la República la iniciativa de los proyectos de ley que determinan las funciones o atribuciones de los servicios públicos, disposición aplicable en la especie, pues se le incorporan nuevas competencias al Servicio de Tesorerías, relacionadas con el cobro del derecho de transferencia de vehículos motorizados. Por otra parte, con arreglo a la modificación al artículo 38 del D.L. Nº 3063, se impone a los notarios y oficiales civiles la obligación de exigir que se les acredite el pago del derecho en cuestión -debiendo dejar constancia de este hecho en el instrumento respectivo-, en forma previa a autorizar ningún acto o contrato relacionado con la transferencia de vehículos, incluyendo la firma puesta en él. Además, se le impone al Servicio de Registro Civil la obligación de requerir la exhibición del formulario de pago del derecho de transferencia, antes de practicar una nueva inscripción sobre el particular. 


De acuerdo al informe financiero adjunto al proyecto, éste no importa costo alguno al erario nacional. 

II. IDEA MATRIZ O FUNDAMENTAL.

La iniciativa legal tiene por objeto perfeccionar las normas que regulan el procedimiento de pago, recaudación y distribución de los derechos por concepto de transferencias de 
vehículos motorizados.


III. DISCUSIÓN Y VOTACIÓN.
1)
DISCUSIÓN


En razón de lo dispuesto en el artículo 188 inciso tercero del reglamento, el proyecto se discutió en general y en particular a la vez.

2)
VOTACIÓN

A)
En General


La Comisión aprobó por unanimidad la idea de legislar sobre el tópico, compartiendo los argumentos esgrimidos en el Mensaje y complementados por los representantes del Ejecutivo. 

B)
En Particular


Durante la discusión pormenorizada del articulado del proyecto, la Comisión adoptó los siguientes acuerdos: 

Artículo 1º

Éste consta de cuatro numerales, que modifican el decreto ley Nº 3.063, de 1979, sobre rentas municipales, en los aspectos que se señalan a continuación:

Nº 1

Este numeral reemplaza por dos nuevos incisos el inciso final del artículo 38, que establece que para la aplicación de aquella parte del derecho de transferencia de vehículos con permisos de circulación que integra el Fondo Común Municipal, consistente en el 50% sobre el 1,5% del precio de venta, hay que considerar como precio mínimo el corriente en plaza que determine el Servicio de Impuestos Internos, según lo estipulado en el artículo 12 letra a). Agrega luego la norma -es decir, el precitado inciso del artículo 38- que el pago del derecho debe efectuarse en un banco o institución financiera, debiendo el Servicio de Tesorerías incorporar en el FCM las cantidades recaudadas por este concepto. Finalmente, estipula que los notarios y oficiales civiles que autoricen la transferencia de vehículos deberán exigir previamente la acreditación del pago del último permiso de circulación.


El primer inciso de la norma sustitutiva, que prescribe que el pago del derecho en comento debe efectuarse en Tesorería o en alguno de los bancos e instituciones financieras autorizados por ésta; que acota luego el papel de los notarios y oficiales del Registro Civil en la transferencia, en términos de no poder autorizar ningún acto o contrato relativo a ella, ni tampoco las firmas puestas en el documento, sin que se les acredite con antelación el pago en referencia, y que por último prohíbe al Servicio de Registro Civil e Identificación practicar ninguna nueva inscripción en el Registro Nacional de Vehículos Motorizados sin que se le exhiba antes el formulario de pago del derecho de transferencia, fue aprobado por unanimidad. 


El inciso final que se agrega al artículo 38, con arreglo al cual el Servicio de Tesorerías debe incorporar en el FCM aquella parte de los recursos recaudados por derechos de transferencia de vehículos que corresponda al referido Fondo y, tocante a aquella parte de los recursos por concepto de tales derechos que son de beneficio municipal directo, ha de remitirla al municipio de la comuna correspondiente al permiso de circulación vigente, fue aprobado por igual quórum de votación.

Nº 2

Este numeral incorpora un acápite segundo en el Nº 7 del artículo 41, que consagra el derecho por concepto de transferencia de vehículos con permisos de circulación, gravamen que asciende al 1,5% sobre el precio de venta.


El nuevo inciso, que precisa que el referido derecho será de cargo del adquirente del vehículo, cualquiera sea el acto o contrato, a título oneroso, que sirva de base a la transferencia, incluyéndose las ventas en pública subasta ordenadas por la justicia, fue aprobado también por asentimiento unánime.

Nº 3

Éste introduce dos enmiendas al inciso tercero del artículo 47, que prescribe que la cobranza administrativa y judicial del impuesto territorial se regirá por las normas contenidas en el Título V del Libro III del Código Tributario, que en el artículo 168 y siguientes trata del cobro ejecutivo de las obligaciones tributarias de dinero.


Las modificaciones al aludido inciso, que apuntan por una parte a hacer aplicable el mismo sistema de cobranza al derecho por transferencia de vehículos con permiso de circulación y, por la otra, a puntualizar que la entidad competente para efectuar el cobro es el Servicio de Tesorerías, fueron aprobadas por unanimidad.

Nº 4

A través de este numeral se incorpora un inciso segundo, nuevo, al artículo 62, que establece que el pago de toda clase de impuestos, contribuciones o derechos municipales ha de sujetarse a los artículos que menciona del Código Tributario.


El nuevo inciso, que en síntesis regula el procedimiento de devolución por parte de Tesorería del dinero pagado por concepto del derecho de transferencia de vehículos cuando se deje sin efecto judicialmente, por alguna de las causales que indica, el acto o contrato que generó dicho pago, fue aprobado por el mismo quórum del numeral anterior.

Artículo 2º

Este precepto, que faculta al Presidente de la República para que, dentro del plazo que se especifica, fije el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley Nº 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales, fue aprobado también por asentimiento unánime.

IV. NORMAS DE CARÁCTER ORGÁNICO CONSTITUCIONAL O DE QUÓRUM CALIFICADO.

Los dos artículos del proyecto de ley son de quórum simple.

V. ARTÍCULOS QUE DEBEN SER CONOCIDOS POR LA COMISIÓN DE HACIENDA.

En ejercicio de la atribución que le confiere el artículo 287 Nº 4 del reglamento, el señor Presidente de la Comisión determinó que el proyecto no requiere cumplir este trámite. 


VI. ARTÍCULOS E INDICACIONES RECHAZADOS.

No hay normas en esa situación.

VII. INDICACIONES DECLARADAS INADMISIBLES.

No hay.

-o-


Como consecuencia de lo anteriormente expuesto, y por las otras consideraciones que dará a conocer el señor diputado informante, la Comisión de Gobierno Interior, Regionalización, Planificación y Desarrollo Social recomienda la aprobación del siguiente

PROYECTO DE LEY

“Artículo 1º.- Introdúcense las siguientes modificaciones al decreto ley Nº 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales:

1.
Reemplázase el inciso final del artículo 38, por los siguientes:


“Para los efectos del pago del derecho que grava la transferencia de vehículos motorizados con permiso de circulación se considerará como mínimo de la venta, salvo prueba en contrario, el precio corriente en plaza según lo previsto en el artículo 12 de esta ley. Este derecho deberá ser pagado en el Servicio de Tesorerías o en cualquiera de los bancos o instituciones autorizados al efecto por el Tesorero General. Los notarios y oficiales de Registro Civil no podrán autorizar ningún acto o contrato relativos a transferencia de vehículos, ni las firmas puestas en él, sin que se les acredite previamente el pago referido, debiendo dejar constancia de este hecho en el instrumento respectivo. A su vez, el Servicio de Registro Civil e Identificación no practicará ninguna nueva inscripción de los señalados vehículos en el Registro Nacional de Vehículos Motorizados sin que se le exhiba previamente el correspondiente formulario de pago del señalado derecho, lo cual se acreditará con el timbre del banco o institución autorizado, estampado en él.


El Servicio de Tesorerías deberá incorporar en el Fondo Común Municipal aquella parte de los recursos recaudados por derechos de transferencia de vehículos que corresponda al referido Fondo. Asimismo, aquella parte de los recursos por concepto de tales derechos, de beneficio municipal directo, se remitirá al municipio de la comuna correspondiente al permiso de circulación vigente en la remesa siguiente a la recaudación de los fondos.”.

2.
Incorpórase, en el Nº 7 del artículo 41, el siguiente inciso segundo:


“El pago del referido derecho será de cargo del adquirente del vehículo, cualquiera sea el acto o contrato, a título oneroso, que sirva de base a la transferencia, incluyéndose las ventas en pública subasta ordenadas por los Tribunales de Justicia.”.

3.
Introdúcense en el inciso tercero del artículo 47, las siguientes modificaciones:

a)
Incorpórase, a continuación de la expresión “impuesto territorial”, la siguiente frase, nueva: “y del derecho por transferencia de vehículos con permiso de circulación”.

b)
Agrégase, a continuación de la expresión “Código Tributario” y antes del punto aparte (.), la siguiente frase final, nueva, precedida de una coma (,): “siendo ello de competencia del Servicio de Tesorerías”.

4.
Agrégase, en el artículo 62, el siguiente inciso segundo, nuevo:


“En los casos en que habiéndose pagado el derecho por transferencia de vehículos, se resuelva, anule o se deje sin efecto por sentencia ejecutoriada el acto o contrato que lo generó, como asimismo si el referido acto o contrato se rescilia, o el derecho ha sido pagado doblemente, en exceso o indebidamente, el Servicio de Tesorerías, a petición del sujeto pasivo del derecho, deberá devolverlo en todo o en parte, según corresponda. Si a la fecha de la devolución ya hubieren sido remitidos los recursos correspondientes al municipio respectivo, el Servicio comunicará a éste tal circunstancia, como también el descuento que a dicho municipio se le practicará en la remesa siguiente. Tratándose de resciliación, se aplicará lo dispuesto en el artículo 70 del decreto ley Nº 825, de 1974, sobre Impuesto a las Ventas y Servicios. En todos los demás casos, la petición de devolución deberá presentarse dentro del plazo de prescripción establecido en el artículo 2.521 del Código Civil, contado desde que la sentencia correspondiente haya quedado ejecutoriada o desde la fecha de suscripción formal del acto o contrato que le sirve de fundamento.”.


Artículo 2º.- Facúltase al Presidente de la República para que, en el plazo de un año, contado desde la fecha de publicación de la presente ley, mediante decreto con fuerza de ley del Ministerio del Interior, fije el texto refundido, coordinado y sistematizado, que llevará igual numeración que el actual, del decreto ley Nº 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales.”.

-o-


Se designó diputado informante al señor Longton, don Arturo. 


Sala de la Comisión, a 4 de junio de 2002.


Tratado y acordado, según consta en actas, en sesión del 4 de junio de 2002, con asistencia de la señora Caraball, doña Eliana (Presidenta Accidental); y de los señores Ascencio, don Gabriel; Becker, don Germán; Egaña, don Andrés; González, doña Rosa; Letelier, don Juan Pablo; Longton, don Arturo; Montes, don Carlos; Pérez, don Víctor; Quintana, don Jaime, y Silva, don Exequiel.


(Fdo.): SERGIO MALAGAMBA STIGLICH, Abogado Secretario de la Comisión”.

9.
Informe de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana acerca del proyecto de acuerdo aprobatorio de la “Convención Interamericana sobre Asistencia Mutua en Materia Penal” suscrita en Nassau, Bahamas, el 23 de mayo de 1992, y su protocolo facultativo, adoptado en Managua, Nicaragua, el 11 de junio de 1993. (boletín Nº 2843-10)

“Honorable Cámara:


La Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana pasa a informar, en primer trámite constitucional, y sin urgencia, sobre el proyecto de acuerdo aprobatorio de la “Convención Interamericana sobre Asistencia Mutua en Materia Penal”, suscrita en Nassau, Bahamas, el 23 de mayo de 1992, y del Protocolo Facultativo a la misma Convención, adoptado en Managua, Nicaragua, el 11 de junio de 1993. 

I. ANTECEDENTES GENERALES.
A)
Origen de los tratados en tramitación y consideración de mérito que formula el Presidente de la República para proponer su aprobación.

1)
La Convención sometida a la consideración de la honorable Cámara fue adoptada por los Estados Miembros de la Organización de Estados Americanos (OEA) el 23 de mayo de 1992, en la convicción que la adopción de reglas comunes en el campo de la asistencia mutua en materia penal contribuye al propósito esencial de “procurar la solución de los problemas políticos, jurídicos y económicos”, que la Carta le asigna a la Organización en su artículo 2, literal (e). 


Ella ha sido suscrita por Bahamas, Brasil, Canadá, Chile, Ecuador, Estados Unidos de América, Grenada, México, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú, Suriname, Uruguay y Venezuela. Nuestro país lo hizo el 24 de abril de 1997, cuando la Convención ya había entrado en vigencia internacional el 14 de abril de 1996, después de haber sido ratificada por Canadá y Venezuela. Posteriormente, ha sido ratificada por Estados Unidos de América y Perú.

2)
El Protocolo Facultativo relativo a la Convención Interamericana sobre Asistencia Mutua en Materia Penal, aprobado el 11 de junio de 1993, durante el vigésimo tercer período ordinario de sesiones de la Asamblea General de la OEA, celebrada en Managua, Nicaragua, fue suscrito por Chile el 15 de mayo de 1997.


Este instrumento, según el mensaje de S.E. el Presidente de la República, fue propuesto por el Gobierno de los Estados Unidos de América, y, no obstante considerarse jurídicamente como separado e independiente de la Convención, tiene por objeto establecer una cooperación obligatoria en los casos de delitos tributarios más amplia que la estipulada en el artículo 9 (f) de la Convención, complementando así la utilidad de ésta como herramienta para combatir todo tipo de delitos.

3)
S.E. el Presidente de la República solicita a la honorable Cámara la aprobación de ambos instrumentos por estimar que constituyen un paso importante para la cooperación internacional en materias penales y en la estrategia general de lucha contra el delito. 


Cabría agregar que con el mismo propósito, Chile ha celebrado, en los últimos años, tratados bilaterales de asistencia en materias penales con España, México y Nicaragua, ya aprobados por el Congreso Nacional y vigentes en el orden interno, con los cuales las disposiciones de los tratados en tramitación son concordantes.

B)
Las finalidades de los tratados en tramitación.


La finalidad principal de la Convención es contribuir al cumplimiento de uno de los propósitos esenciales de la OEA; esto es, procurar la solución de los problemas jurídicos que se susciten entre los Estados Americanos, mediante la adopción de reglas comunes en el campo de la asistencia mutua en materia penal; específicamente, en investigaciones, juicios y actuaciones referentes a delitos cuyo conocimiento sea de competencia del Estado requirente al momento de solicitarse la asistencia (Preámbulo, artículo 1 e inciso primero de artículo 2 de la Convención).


El compromiso de asistencia mutua se contrae con dos precisiones importantes: primero, la Convención no faculta a un Estado para emprender en el territorio de otro Estado Parte el ejercicio de la jurisdicción ni el desempeño de funciones reservadas exclusivamente a las autoridades de la otra Parte por su legislación interna; y, segundo, la asistencia se conviene únicamente a la prestación de asistencia mutua entre los Estados Partes; no otorga derecho a los particulares para obtener o excluir pruebas o para impedir la ejecución de cualquier solicitud de asistencia (incisos segundo y tercero de artículo 2).


Por su parte, el Protocolo facultativo a la Convención, como ya está dicho, tiene por objeto hacer obligatoria la cooperación en los casos de delitos tributarios.

II. RESEÑA DEL CONTENIDO DE LA CONVENCIÓN.

La Convención consta de 40 artículos, agrupados en los capítulos siguientes:

a)
Capítulo I: “disposiciones generales”, relativas al objeto de la Convención; a su aplicación y alcance; a la Autoridad Central; a la doble incriminación; al ámbito de aplicación; delitos militares y denegación de asistencia (artículos 1 a 9);

b)
Capítulo II: “solicitud, trámite y ejecución de la asistencia”, contempla normas que regulan la solicitud de asistencia; el registro, embargo, secuestro y entrega de objetos; las medidas de aseguramiento de bienes, y la fecha, lugar y modalidad de la ejecución de la solicitud de asistencia (artículos 10 a 16);

c)
Capítulo III: “notificación de resoluciones, providencias y sentencias y comparecencia de testigos y peritos”, establece disposiciones sobre testimonio en el Estado requerido y en el Estado requiriente; acerca del traslado de detenidos, tránsito y salvoconducto (artículos 17 a 23);

d)
Capítulo IV: “remisión de informaciones y antecedentes”, contempla la limitación al uso de información o pruebas (artículos 24 y 25);

e)
Capítulo V: “procedimiento”, determina la tramitación que debe darse a la solicitud de asistencia y fija la ley aplicable para determinar la responsabilidad por daños que puedan emerger de la ejecución de esta Convención (artículos 26 a 29), y

f)
Capítulo VI: “cláusulas finales”, en las que se consignan las disposiciones propias de todo tratado multilateral (artículos 32 a 40).


Las principales disposiciones de estos capítulos son las siguientes:

1)
Aplicación y alcance de la Convención (artículo 2).


Los Estados Partes se comprometen a prestarse asistencia mutua en investigaciones, juicios y actuaciones en materia penal referentes a delitos cuyo conocimiento sea de competencia del Estado requirente al momento de solicitarse la asistencia. Los particulares no podrán recurrir a los procedimientos de esta Convención para obtener o excluir pruebas, o para impedir la ejecución de cualquier solicitud de asistencia.


La Convención no faculta a un Estado Parte para emprender en el territorio de otro Estado Parte el ejercicio de la jurisdicción ni el desempeño de funciones reservadas exclusivamente a las autoridades de la otra Parte por su legislación interna.

2)
Designación de Autoridad Central (artículo 3).


Cada Estado Parte debe designar una Autoridad Central responsable por el envío y recibimiento de las solicitudes de asistencia, las cuales se comunicarán mutuamente en forma directa para los efectos correspondientes.

3)
Doble incriminación (artículos 5 y 6).


La regla general es que la asistencia se preste aunque el hecho que la origine no sea punible según la legislación del Estado requerido; no obstante, éste podrá no prestarla cuando la solicitud se refiera a medidas de embargo y secuestro de bienes o el hecho que la origina no fuera punible conforme a su ley.


En todo caso, el hecho debe ser punible con pena de un año, o más, de prisión en el Estado requirente.

4)
Actos judiciales comprendidos en el compromiso de asistencia (artículo 7).


Estos actos comprenden, en términos generales, notificaciones, recepción de testimonios y declaraciones, práctica de embargo y secuestro de bienes, inmovilización de activos y asistencia en procedimientos relativos a la incautación, examen de objetos y lugares, exhibición de documentos judiciales, remisión de documentos, informes y elementos de prueba, traslado de personas detenidas, y cualquier otro acto siempre que hubiere acuerdo entre Estado requerido y requirente.

5)
Exclusión de delitos militares (artículo 8).


Quedan excluidos de la aplicación de la Convención los delitos sujetos exclusivamente a la legislación militar.

6)
Causales de denegación de asistencia (artículos 1 y 2 del Protocolo Facultativo, en relación con letra f) del artículo 9 de la Convención).


El Estado requerido puede denegar la asistencia cuando a su juicio ella afecte a persona previamente condenada o absuelta en juicio seguido ante el Estado requirente o el requerido; cuando se solicite para iniciar proceso, castigar o discriminar contra persona o grupo de personas por razones de sexo, raza, condición social, nacionalidad, religión o ideología, o se refiera a un delito político o conexo con un delito político, o delito común perseguido por una razón política; cuando la asistencia sea solicitada por un tribunal de excepción o ad hoc; cuando afecte el orden público, la soberanía, la seguridad o los intereses públicos fundamentales, y la solicitud se refiera a un delito tributario, a menos que se trate de delito tributario cometido por declaración intencionalmente falsa o por una omisión intencional de declaración, con el objeto de ocultar ingresos provenientes de cualquier otro delito.


Cabe hacer notar, que los Estados Partes de la Convención que se hagan Parte del Protocolo Facultativo renuncian al derecho de no prestar asistencia cuando la solicitud se refiera a un delito tributario y se obligan a otorgarla cuando la solicitud corresponda a un delito tributario de igual índole, tipificado en la legislación del Estado requerido.

7)
Solicitud y trámite de la asistencia (artículo 10, 13 a 16, 18 y 19).


Las solicitudes de asistencia libradas por el Estado requirente se harán por escrito y se ejecutarán de conformidad con el derecho interno del Estado requerido y los trámite mencionados en la solicitud se cumplirán en la forma expresada en la solicitud en la medida en que no contravengan la legislación del Estado requerido.


Las medidas de registro, embargo, secuestro, entrega de objetos, la ejecución de la solicitud de asistencia y el testimonio de personas en el Estado requerido se cumplirán en la forma permitida por la legislación del Estado requerido.


La comparecencia de una persona a prestar testimonio o rendir informe en el Estado requirente, como testigo o perito, será voluntaria, sin medidas conminatorias o coercitivas.

8)
Traslado de detenidos (incisos primero y segundo del artículo 20 y artículos 21 y 22).


La persona sujeta a un procedimiento penal en el Estado requerido cuya comparecencia en el Estado requirente sea necesaria, será trasladada temporalmente con ese fin al Estado requirente, siempre que ella y el Estado requerido lo consientan.


El traslado podrá ser denegado si la persona detenida o condenada negare su consentimiento al traslado; mientras la presencia de dicha persona sea necesaria en una investigación o juicio penal pendiente en el Estado requerido o si existen otras razones legales en los Estados involucrados en la solicitud.


Para el traslado de estas personas los Estados darán las facilidades de tránsito y el salvoconducto correspondiente.

9)
Confidencialidad de la información (inciso final de artículo 25).


Cuando resulte necesario, el Estado requerido podrá solicitar que la información o las pruebas suministradas se conserven en confidencialidad de conformidad con las condiciones que especifique la Autoridad Central; esto es, la repartición del Estado que se ocupará del cumplimiento de las solicitudes de asistencia.

10) Dispensa de legalización o autenticación (artículo 27).


Los documentos que se tramiten de acuerdo con la Convención estarán exentos de legalización y autenticación. 

11) Responsabilidad por los gastos que demande la ejecución de la asistencia (artículo 29).


Esta corresponderá al Estado requerido, respecto de los gastos ordinarios, dentro de su territorio, con excepción de los honorarios de peritos y gastos de viaje y conexos, los que serán de cargo del Estado requirente. Respecto de los gastos extraordinarios, se procederá como los Estados lo convengan. 

12) Responsabilidad por los daños que puedan emerger de los actos de las autoridades en la ejecución de la Convención (artículo 31).


Será regulada por la ley interna de cada Estado; no obstante, se deja expresamente establecido que ninguna de las Partes será responsable por los daños que se deriven de la formulación o ejecución de una solicitud de asistencia. 

13) Cláusulas finales (artículos 32 a 40).


La Convención está abierta a la firma y sujeta a ratificación de los Estados miembros de la OEA. Cualquier otro Estado podrá adherirse a ella. Cada Estado puede formular reservas. No se interpretará la Convención en el sentido que ella afecte o restrinja las obligaciones de asistencia penal en vigencia en virtud de cualquier otra norma internacional.

III. DECISIONES DE LA COMISIÓN.
A)
Informes recibidos por la Comisión.

1)
La Comisión escuchó una exposición del Director Jurídico del Ministerio de Relaciones Exteriores, embajador Claudio Troncoso Repetto, quien informó que los delitos que tienen alcance internacional requieren de la cooperación internacional para su combate, como ocurre con el terrorismo y el narcotráfico. Agregó que Chile entrega colaboración en este ámbito basándose en los principios generales del derecho internacional contenidos, fundamentalmente, en el Código de Bustamante, según lo ha admitido la jurisprudencia de la Corte Suprema.


Indicó que nuestro país ha suscrito la Convención Interamericana relativa a cooperación en materias civiles, cuya aplicación nuestros tribunales la han extendido a materias penales. Agregó que también se ha suscrito una Convención que regula la rendición de pruebas en el extranjero.


Señaló que, en ocasiones, Chile necesita cooperación y no la recibe porque el otro país no ha extendido la Convención en materia civil a los asuntos penales. Indicó, además, que el sistema actual implica que distintos mecanismos judiciales no tienen una adecuada regulación, como puede suceder con actuaciones de peritos del Estado requirente en el Estado requerido y otros casos. Asimismo, sostuvo que la falta de regulación de los procedimientos de solicitud de cooperación origina demoras cuando se omiten antecedentes.


Respondiendo a consultas de los señores diputados, informó que la Autoridad Central encargada de recibir las peticiones de colaboración, en la actualidad, es el Ministerio de Relaciones Exteriores y sostuvo que lo más lógico sería que dicho Ministerio asumiera la función de recibir las peticiones de colaboración, para remitirlas al Poder Judicial.


Precisó que las diligencias que se realicen en Chile, en virtud de la cooperación prevista en la Constitución, se regirán por las normas del Código Procesal Penal o de Procedimiento Penal, en su caso.


A propósito de las causales previstas en el artículo 9 de la Convención, que permiten al Estado requerido negar la colaboración que se le solicite, precisó que en nuestro país únicamente la Corte Suprema puede tomar tal determinación, en conformidad con el artículo 76 del Código de Procedimiento Civil.


Destacó que la medida de cooperar con el traslado de un detenido, es relevante cuando éste está implicado en un delito en el Estado requirente, de tal forma que en el mecanismo previsto en la Convención podría ser autorizado su traslado sólo para los efectos de declarar, luego de lo cual debería ser devuelto al Estado requerido para el cumplimiento de su condena. Advierte que es posible proceder de otra forma siempre que exista acuerdo entre el Estado requirente y el Estado requerido.


Sostuvo que se puede considerar importante pedir opinión a la Corte Suprema, pero en modo alguno por entender que la solicitud se hace en virtud del artículo 74 de la Carta Fundamental, por cuanto la opinión de la Cancillería es que esta Convención no tiene normas que puedan recibir la calificación de orgánicas constitucionales, ya que no afectan, en modo alguno, la organización o atribuciones de nuestros Tribunales de Justicia.


Expresó también que, a su entender, el Estado requirente no puede actuar por interpósita persona.


Al respecto hizo notar que el artículo 10 de la Convención dice que “las solicitudes de asistencia libradas por el Estado requirente se harán por escrito y se ejecutarán de conformidad con el derecho interno del Estado requerido y los trámites mencionados en la solicitud se cumplirán en la forma expresada en la solicitud en la medida en que no contravengan la legislación del Estado requerido.”.


A propósito de actos que permite esta Convención que constituirían cuasi penas, como es la situación de los embargos e incautaciones, hizo presente que todas las medidas que se adopten en virtud de esta Convención al interior de nuestro país, se regirán por nuestra legislación interna.

2)
Por oficio Nº 001287, de fecha 3 de junio en curso, el señor Presidente de la Corte Suprema responde consulta de esta Comisión sobre los alcances que para la organización y atribuciones de los tribunales tiene la Convención Interamericana sobre Asistencia Mutua en Materia Penal e informa, en lo sustancial, que las disposiciones de este tratado no alteran la organización ni las atribuciones de los tribunales chilenos; agrega que las actuaciones procesales en que ellos intervendrán en cumplimiento de la Convención, se harán efectivas en conformidad con el derecho interno, y, por último, afirma que este instrumento es útil y necesario para la eficiente investigación y juzgamiento de los crímenes y delitos, de manera que el criterio del Pleno del tribunal es favorable a su aprobación.

B)
Aprobación del proyecto de acuerdo.


En mérito de los antecedentes expuestos y concluido el examen de la Convención, la Comisión decidió, con el voto favorable de la señora diputada Allende, doña Isabel, y de los señores diputados Jarpa, don Carlos Abel; Masferrer, don Juan; Pareto, don Cristián; Rebolledo, don Víctor Manuel, y Tarud, don Jorge, y la abstención del diputado señor Ibáñez, don Gonzalo, proponer a la honorable Cámara la aprobación del proyecto de acuerdo, para lo cual sugiere adoptar su artículo único con una modificación formal que tiene por objeto precisar que la Convención fue adoptada, no suscrita, el 23 de mayo de 1992.


Ninguno de los países la firmó en la fecha señalada, y Chile, como está dicho, lo hizo el 24 de abril de 1997.


Con la modificación señalada, el texto que sugiere la Comisión es el siguiente:


“Artículo único.- Apruébanse la “Convención Interamericana sobre Asistencia Mutua en Materia Penal”, adoptada en Nassau, Bahamas, el 23 de mayo de 1992, y el “Protocolo Facultativo relativo a la Convención Interamericana sobre Asistencia Mutua en Materia Penal”, adoptado en Managua, Nicaragua, el 11 de junio de 1993.”.

C)
Designación de diputado informante.


Esta nominación recayó, por unanimidad, en el honorable diputado don Juan Masferrer Pellizzari.

D)
Constancias reglamentarias.


Los tratados informados no contienen disposiciones que requieran las menciones indicadas en los Nºs 2 y 4 del artículo 287 del Reglamento de la honorable Cámara.

-o-


Discutido y despachado en sesiones de los días 9 de abril; 7 y 14 de mayo, y 4 de junio de 2002, con asistencia de los Diputados señores Tarud Daccarett, don Jorge (Presidente de la Comisión); Allende Bussi, doña Isabel; González Román, doña Rosa; Ibáñez Santa María, don Gonzalo; Ibáñez Soto, doña Carmen; Jarpa Wevar, don Carlos Abel; Kuschel Silva, don Carlos Ignacio; Leay Morán, don Cristián; Masferrer Pellizzari, don Juan; Mora Longa, don Waldo; Moreira Barros, don Juan; Pareto Vergara, don Cristián; Rebolledo González, don Víctor Manuel, y Riveros Marín, don Edgardo.


Sala de la Comisión, a 4 de junio de 2002.


(Fdo.): FEDERICO VALLEJOS DE LA BARRA, Abogado Secretario de la Comisión”.

10. Oficio de la Corte Suprema.

“Oficio Nº 001227


Ant.: AD-18.280.


Santiago, 29 de mayo de 2002.


Se ha recibido de vuestra Excelencia el proyecto que modifica la ley Nº 10.336, para que este Tribunal emita su opinión en conformidad a lo establecido en los artículos 74 de la Constitución Política de la República y 16 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional.


Impuesto el Tribunal Pleno de esta Corte Suprema de la materia consultada, en sesión del día 24 de mayo en curso, presidida por su subrogante don Marcos Libedisnky Tschorne y con la asistencia de los ministros señores Benquis, Tapia, Chaigneau Rodríguez, Cury, Pérez, Álvarez Hernández, Marín, Espejo, Medina, Kokisch y Juica, acordó informar lo siguiente:


De todas las normas que se modifican sólo interesan, para los efectos señalados, las que afectan a los actuales artículos 107, 108, 109, 111, 112, 115, 116. 117, 118, 119, 120, 121, 122, 126, 129 y la creación de los nuevos artículos 107 bis y 133 bis.


En resumen, los artículos señalados reglamentan detalladamente el Juicio de Cuentas, que en la actual legislación corresponde resolver al Subcontralor General de la República, como Tribunal de primera instancia, y al señor Contralor General, como Tribunal de segunda instancia.


En el proyecto se crea un tribunal especial de primera instancia, integrado como juez por el Subcontralor General de la República, Juzgado que estará integrado, además, por un Secretario que deberá ser abogado, como se desprende de la nueva redacción del artículo 107, estableciéndose por el nuevo artículo 107 bis que el reparo a la cuenta constituirá la respectiva demanda en el juicio respectivo.


Por el artículo 108 se establece el sistema para notificar la demanda al cuentadante.


Por los artículos 107 y 118 se establece el tribunal de segunda instancia, que conocerá de la apelación contra el fallo del de primer grado, y que será colegiado, integrado por el señor Contralor General de la República, quien lo presidirá, y por dos abogados que hayan destacado en la actividad profesional o universitaria, los que serán designados por el Presidente de la República, a propuesta en terna del Contralor General, debiendo nombrarse reemplazantes en igual forma.


Los integrantes durarán 4 años en el cargo y tendrán derecho a cobrar una asignación por cada sesión a la que asistan. El tribunal de segunda instancia tendrá también un Secretario que deberá ser abogado.


El artículo 121 establece que regirán para los integrantes del tribunal de primera y de segunda instancia las causales de implicancia y recusación que contemplan los artículos 195 y 196 del Código Orgánico de Tribunales, causales que también afectarán a los funcionarios de la Contraloría que intervengan en estos procedimientos. Agrega este artículo que solicitada la inhabilidad correspondiente conocerá de ella el tribunal de segunda instancia.


Los demás artículos se refieren a adecuaciones de las normas por las modificaciones introducidas.


Esta Corte acordó informar favorablemente el proyecto modificatorio de la ley Nº 10.336, en la parte que le corresponde emitir opinión.


No obstante, se ha estimado conveniente proponer que en la situación en que la inhabilidad solicitada afecte total o parcialmente al tribunal de segunda instancia, ella sea resuelta por la Corte de Apelaciones de Santiago.


El ministro señor Juica fue de opinión de no efectuar la proposición que se formula precedentemente.


Es todo cuanto puede este Tribunal informar en torno al proyecto en examen.


Saluda atentamente a V.S.,


(Fdo.): MARIO GARRIDO MONTT, Presidente; CARLOS A. MENESES PIZARRO, Secretario.

AL SEÑOR PRESIDENTE

HONORABLE SENADO DE LA REPÚBLICA

VALPARAÍSO”.

11. Oficio de la Corte Suprema.

“Oficio Nº 001286


Ant.: AD-18.366.


Santiago, 3 de junio de 2002.


Por oficio Nº 3759, de 21 de mayo en curso, la señora Presidenta de la Cámara de Diputados ha remitido a esta Corte copia del proyecto de ley -iniciado en moción- que prohíbe la privación de libertad por infracción a Ordenanzas Municipales, conforme a lo dispuesto en el artículo 74 de la Constitución Política de la República y en el artículo 16 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional. (Boletín Nº 2941-07).


Impuesto el Tribunal Pleno de esta Corte, en sesión del día 28 de mayo en curso, presidida por su titular y con la asistencia de los ministros señores Ortiz, Benquis, Tapia, Gálvez, Rodríguez, Cury, Álvarez H., Marín, Yurac, Espejo, Medina, Kokisch, Juica y Segura, acordó manifestar que atendida la materia de que trata, no le corresponde informar.


No obstante lo anterior, a título de colaboración, este Tribunal estimó conveniente hacer presente que, de aprobarse el procedimiento que se establece en el artículo único del proyecto de ley, se recargará excesivamente la labor de los juzgados de policía local para obtener el pago de las multas derivadas de la infracción a las ordenanzas municipales, dada la gran cantidad de denuncias que les corresponde conocer y la renuencia de los infractores a cumplir las sentencias que los condenan al pago de una determinada suma de dinero, por concepto de multa. Lo anterior, unido a la escasa dotación de funcionarios en dichos tribunales puede, en definitiva, llevar a la impunidad de los infractores.


Es todo cuanto puede este Tribunal informar en torno del proyecto en examen.


Saluda atentamente a V.S.,


(Fdo.): MARIO GARRIDO MONTT, Presidente; CARLOS A. MENESES PIZARRO, Secretario subrogante.

A LA SEÑORA PRESIDENTA

DOÑA ADRIANA MUÑOZ D’ALBORA

CÁMARA DE DIPUTADOS

VALPARAÍSO”.

(*	PDC: Partido Demócrata Cristiano; PPD: Partido Por la Democracia; UDI: Unión Demócrata Independiente; �RN: Renovación Nacional; PS: Partido Socialista; UCCP: Unión Centro Centro Progresista; PRSD: Partido �Radical Social Demócrata; IND: Independiente.
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